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DE LEY NUMERO 154 DE 2006 CAMARA

por la cual se establece el Régimen de Insolvencia de la República  
de Colombia y dicta otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 15 de noviembre de 2006.
Doctor
BERNARDO MIGUEL ELIAS VIDAL
Presidente Comisión Tercera
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Ponencia para primer debate del Proyecto de ley número 

154 de 2006 Cámara, por la cual se establece el Régimen de Insolvencia 
de la República de Colombia y dicta otras disposiciones.

Apreciado Presidente,
En los términos de los artículos 174 y 175 de la Ley 5ª de 1992 y en 

cumplimiento del encargo de la Presidencia de la Comisión Tercera de la 
Cámara de Representantes, nos permitimos rendir ponencia para primer 
debate al Proyecto de ley número 154 de 2006 Cámara, por la cual se 
establece el Régimen de Insolvencia de la República de Colombia y se 
dictan otras disposiciones.

I. El Proyecto de ley – Estado del trámite
Este Proyecto de ley número 154 de 2006 Cámara, autoría de los Mi-

nisterios de Comercio, Industria y Turismo, Hacienda y Crédito Público 
y de la Protección Social, fue radicado bajo el número 207 de 2005 en el 
Senado de la República el día 16 de diciembre de 2005 y publicado en 
la Gaceta del Congreso 943 de 2005. La ponencia para primer debate 
fue publicada en la Gaceta 129 de 2006 y fue aprobado en primer debate 
en sesión de la Comisión Tercera de la Corporación el 7 de junio del 
presente año.

Asimismo, este proyecto fue aprobado en segundo debate en plenaria 
del Senado, el 11 de octubre de 2006. La ponencia para segundo debate 
fue publicada en la Gaceta número 432 de 2006.

Es importante anotar que en la elaboración y trámite de este proyecto 
han intervenido representantes de varias empresas tales como La Alque-
ría, Multiproyectos S. A., Colchones El Dorado y Colmáquinas y gre-
mios como la ANDI y Confecámaras. Las empresas antes mencionadas 
expusieron ante los miembros de la Comisión su experiencia tras haberse 
acogido a lo dispuesto por la Ley 550 de 1999 y analizaron algunos puntos 

que debían tenerse en cuenta para la reforma al régimen de insolvencia 
en Colombia. Los gremios por su parte, expresaron su apoyo general al 
proyecto y sugirieron algunas modificaciones de cara al segundo debate 
de la iniciativa.

También participaron en el trámite de este Proyecto la Asociación Ban-
caria de Colombia, el Instituto Colombiano de Ahorro y Vivienda, ICAV, 
la Asociación de Fiduciarias, el Instituto Iberoamericano de Derecho Con-
cursal, Fedelonjas, el profesional del derecho doctor Juan Carlos Esguerra, 
la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia y los abogados Álva-
ro Londoño y Álvaro Isaza, quienes expresaron su apoyo a la iniciativa. 

II. Necesidad de la ley
Este proyecto de ley fue elaborado para convertirse en régimen con vo-

cación de permanencia, manteniendo y mejorando la agilidad y los prin-
cipios contractuales, que orientaron la Ley 550 de 1999, llamada de inter-
vención económica, la cual fue concebida como un mecanismo transitorio 
para atender una situación coyuntural de crisis económica generalizada, 
la cual fue prorrogada por el término de dos (2) años a través de la Ley 
922 de 2004; es decir, la vigencia de esta ley expira el próximo mes de 
diciembre de 2006. 

Este proyecto recoge las experiencias ocurridas durante la aplicación 
de los diferentes mecanismos concursales incluyendo los que le antece-
dieron (Ley 222 de 1995, Decreto 350 de 1989 y Código de Comercio), el 
cual los sustituye para obtener una nueva propuesta que cubra las expec-
tativas de acreedores, deudores, jueces y en general de la comunidad eco-
nómica empresarial, estableciendo un régimen de insolvencia unificado, 
aplicable a las personas naturales comerciantes o que desarrollen activi-
dades empresariales, las personas jurídicas y las sucursales de sociedades 
extranjeras.

Es relevante mencionar que este proyecto de ley incorpora al ordena-
miento jurídico colombiano, la Ley Modelo sobre Insolvencia Transfron-
teriza de la CNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional).

Ahora bien, en cuanto a los resultados de la aplicación de la Ley 550 
de 1999 se obtuvieron importantes logros, constituyéndose en una herra-
mienta para resolver situaciones de insolvencia de varias empresas. Según 
información de la Superintendencia de Sociedades de la aplicación de esta 
Ley 550 de 1999, se tiene que dentro de su vigencia se han aceptado 1.198 
empresas, de las cuales 952 suscribieron el acuerdo de reestructuración 
correspondiente, conservando 82.000 puestos de trabajo.
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No obstante, en otras ocasiones, creó inseguridad y abusos de las partes 
dominantes del proceso, en especial la ejercida por los acreedores internos 
y no contribuyó plenamente a una solución certera de los problemas finan-
cieros de las empresas en crisis.

III. Pliego de modificaciones propuesto para primer debate
Una vez estudiado el proyecto presentado en primer debate ante la Co-

misión Tercera de la Cámara y consignadas la totalidad de las propuestas 
que fueron consideradas, proponemos las siguientes modificaciones al 
texto:

• Epígrafe
Se propone modificar el epígrafe dando una mayor claridad en el texto 

del mismo.
El Epígrafe del proyecto, quedará así:
“por el cual se establece el Régimen de Insolvencia empresarial en la 

República de Colombia y dicta otras disposiciones”.
• Artículo 2º. Ambito de aplicación.
Este proyecto de ley tiene como finalidad la protección del derecho de 

crédito y la recuperación y conservación de la empresa como unidad de 
explotación económica y fuente generadora de empleo, bajo el criterio de 
agregación de valor, en el desarrollo de una actividad de negocios, siendo 
necesario que tratándose de personas naturales, estas tengan la calidad de 
comerciantes o desarrollen actividades empresariales. Esta modificación 
propuesta, conlleva la precisión de los artículos 9, 77, 83 y 118, que co-
rresponde al artículo 117 de esta ponencia, en el sentido que la persona 
natural debe ser comerciante o desarrollar actividades empresariales.

El artículo 2º del proyecto, quedará así:
“Artículo 2º. Ambito de aplicación. Estarán sometidas al régimen de 

insolvencia las personas naturales y jurídicas no excluidas de la aplicación 
del mismo, que realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de 
carácter privado o mixto, siempre y cuando tengan la calidad de comer-
ciantes o desarrollen actividades empresariales, independientemente de 
que dicha actividad la realicen a través de establecimientos de comercio. 
Así mismo, estarán sometidas al régimen de insolvencia las sucursales de 
sociedades extranjeras.

El Gobierno Nacional podrá mediante decreto: 
a) Excluir de la masa una o más clases de activos transferidos a título 

de fiducia mercantil; y
b) Incluir dentro del ámbito de aplicación del régimen de insolvencia a 

los patrimonios autónomos afectos a la realización de actividades empre-
sariales, pudiendo ajustar los requisitos de admisión de la presente ley a la 
naturaleza de los mismos”.

• Artículo 3º. Personas excluidas.
Concordante con lo expuesto en el artículo anterior, se plantea incluir 

dentro de las personas excluidas del ámbito de aplicación del régimen de 
insolvencia, las personas naturales no comerciantes o que no sean propie-
tarias de una empresa.

“Artículo 3°. Personas excluidas. No están sujetas al régimen de in-
solvencia previsto en la presente ley:

1. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régi-
men Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud y las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias. 
3. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Co-

lombia. Lo anterior no incluye a los emisores de valores, sometidos úni-
camente a control de la referida entidad.

4. Las entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía Soli-
daria que desarrollen actividades financieras, de ahorro y crédito.

5. Las sociedades de capital público, y las empresas industriales y co-
merciales del Estado nacionales y de cualquier nivel territorial.

6. Las entidades de derecho público, entidades territoriales y descen-
tralizadas.

7. Las empresas de servicios públicos domiciliarios.
8. Las personas naturales no comerciantes o que no sean propietarias 

de una empresa.

9. Las demás personas jurídicas que estén sujetas a un régimen especial 
de recuperación de negocios, liquidación o intervención administrativa 
para administrar o liquidar. 

Parágrafo. Las empresas desarrolladas mediante contratos o patrimo-
nios que no tengan como efecto la personificación jurídica no pueden ser 
objeto del proceso de insolvencia en forma separada o independiente del 
respectivo o respectivos deudores”.

• Artículo 5º. Facultades y atribuciones del Juez del Concurso.
Se sugiere que la inhabilidad para ejercer el comercio por parte del 

empresario debe ser por un término de 10 años, término que podría dismi-
nuirse si el deudor paga la totalidad de sus acreencias.

El artículo 5º del proyecto, quedará así:
“Artículo 5º. Facultades y atribuciones del Juez del Concurso.
Para los efectos de la presente ley, el Juez del Concurso, según lo es-

tablecido en el artículo 6º de esta ley, tendrá las siguientes facultades y 
atribuciones, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones:

1. Solicitar u obtener, en la forma que estime conveniente, la informa-
ción que requiera para la adecuada orientación del proceso de insolvencia.

2. Ordenar las medidas pertinentes a proteger, custodiar y recuperar 
los bienes que integran el activo patrimonial del deudor, incluyendo la 
revocatoria de los actos efectuados en perjuicio de los acreedores, salvo 
aquellos actos relativos a derechos de naturaleza negociable que tengan 
por objeto o efecto la captación de recursos del público y que hayan reci-
bido una orden de transferencia aceptada por el sistema de compensación 
y liquidación de que tratan los artículos 2° y 10 de la Ley 964 de 2005.

3. Objetar los nombramientos o contratos hechos por el liquidador, cuan-
do afecten el patrimonio del deudor o los intereses de los acreedores.

4. Decretar la inhabilidad hasta por diez (10) años para ejercer el co-
mercio en los términos previstos en la presente ley. Los administradores 
objeto de la inhabilidad podrán solicitar al juez del régimen de insolvencia 
la disminución del tiempo de inhabilidad, cuando el deudor haya pagado 
la totalidad del pasivo externo calificado y graduado.

5. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos 
(200) salarios mínimos legales mensuales, cualquiera sea el caso, a quie-
nes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.

6. Actuar como conciliador en el curso del proceso.
7. Con base en la información presentada por el deudor en la solicitud, 

reconocer y graduar las acreencias objeto del proceso de insolvencia, y 
resolver las objeciones presentadas, cuando haya lugar a ello.

8. Decretar la sustitución, de oficio o a petición del acreedor, de los 
auxiliares de la justicia, durante todo el proceso de insolvencia, con oca-
sión del incumplimiento de las funciones previstas en la ley o de las ór-
denes del Juez del Concurso, mediante providencia motivada en la cual 
designará su reemplazo.

9. Ordenar la remoción de los administradores y del revisor fiscal, se-
gún sea el caso, por incumplimiento de las órdenes del Juez del Concurso 
o de los deberes previstos en la ley o en los estatutos, de oficio o a peti-
ción de acreedor, mediante providencia motivada en la cual designará su 
reemplazo.

10. Reconocer, de oficio o a petición de parte, los presupuestos de in-
eficacia previstos en esta ley.

11. En general, tendrá atribuciones suficientes para dirigir el proceso y 
lograr que se cumplan las finalidades del mismo”.

• Artículo 6º. Competencia.
Para garantizar una mejor administración de justicia regional, se pro-

pone la obligación del Superintendente de delegar algunas competencias 
sobre el régimen de insolvencia, en los intendentes regionales.

El artículo 6º del proyecto, quedará así:
Artículo 6°. Competencia. 
Conocerán del proceso de insolvencia, como jueces del concurso:
La Superintendencia de Sociedades, en uso de facultades jurisdiccio-

nales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 116 
de la Constitución Política, en el caso de todas las sociedades, empresas 
unipersonales y sucursales de sociedades extranjeras y, a prevención, tra-
tándose de deudores personas naturales comerciantes.
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El Juez Civil del Circuito del domicilio principal del deudor, en los 
demás casos, no excluidos del proceso.

Parágrafo 1°. El proceso de insolvencia adelantado ante la Superinten-
dencia de Sociedades es de única instancia. 

Las providencias que profiera el juez civil del circuito dentro de los 
trámites previstos en esta ley, solo tendrán recurso de reposición, a excep-
ción de las siguientes contra las cuales procede el recurso de apelación, en 
el efecto en que respecto de cada una de ellas se indica:

1. La de apertura del trámite, en el devolutivo.
2. La que apruebe la calificación y graduación de créditos, en el devo-

lutivo.
3. La que rechace pruebas, en el devolutivo.
4. La que rechace la solicitud de nulidad, en el efecto devolutivo, y la 

que la decrete en el efecto suspensivo. 
5. La que decrete o niegue medidas cautelares, en el efecto devolutivo.
6. La que ordene la entrega de bienes, en el efecto suspensivo y la que 

la niegue, en el devolutivo.
7. Las que impongan sanciones, en el devolutivo.
8. La que declare cumplido el acuerdo de reorganización, en el efecto 

suspensivo y la que lo declare incumplido en el devolutivo.
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas en la presen-

te ley al Juez del Concurso, la Superintendencia u organismo de control 
que ejerza facultades de supervisión las conservará de manera permanente 
durante el proceso.

Parágrafo 3º. El Superintendente de Sociedades deberá delegar en las 
intendencias regionales las atribuciones necesarias para conocer de estos 
procesos, conforme a la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

• Artículo 10. Matrices, Controlantes, vinculados y sucursales de so-
ciedades extranjeras en Colombia.

Por coherencia de la ley este artículo pasa a ser el artículo 12 y se renu-
meran los artículos 10, 11, 12 y 13.

El artículo 10 del proyecto quedará así:
“Artículo 12. Matrices, controlantes, vinculados y sucursales de so-

ciedades extranjeras en Colombia. 
Una solicitud de inicio del proceso de reorganización podrá referirse 

simultáneamente a varios deudores vinculados entre sí por su carácter de 
matrices, controlantes o subordinados, o cuyos capitales estén integra-
dos mayoritariamente por las mismas personas jurídicas o naturales, sea 
que estas obren directamente o por conducto de otras personas. Para tales 
efectos, no se requerirá que la situación de control haya sido declarada o 
inscrita previamente en el registro mercantil.

El inicio de los procesos deberá ser solicitado ante la Superintendencia 
de Sociedades de existir deudores sujetos a su competencia, que tengan un 
vínculo de subordinación o control, quien será la competente para conocer 
de los procesos de todos los deudores vinculados, sin perjuicio de la posi-
bilidad de celebrar acuerdos de reorganización independientes.

El reconocimiento del proceso extranjero de insolvencia de la matriz o 
controlante de la sucursal extranjera establecida en Colombia, en la forma 
prevista en esta ley, dará lugar al inicio del proceso de reorganización de 
la sucursal”.

• Artículo 11. Otros presupuestos de admisión.
Se propone incluir como crédito preferente, inclusive sobre los gastos 

de administración, aquellos que tienen por objeto el pago de retenciones 
de carácter obligatorio, a favor de las autoridades fiscales, o pago de pa-
sivos pensionales.

El artículo 11 del proyecto, quedará así:
Artículo 10. Otros presupuestos de admisión. La solicitud de inicio 

del proceso de reorganización deberá presentarse, acompañada de los do-
cumentos que acrediten, además de los supuestos de cesación de pagos 
o de incapacidad de pago inminente, el cumplimiento de los siguientes 
requisitos:

1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar las 
causales de disolución, sin haber adoptado las medidas tendientes a sub-
sanarla. 

2. Estar cumpliendo con sus obligaciones de comerciante, establecidas 
en el Código de Comercio, cuando sea del caso.

3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener aprobado el cál-
culo actuarial y estar al día en el pago de las mesadas pensionales, bonos 
y títulos pensionales exigibles. 

4. No tener a cargo obligaciones vencidas por retenciones de carácter 
obligatorio, a favor de autoridades fiscales, por descuentos efectuados a 
los trabajadores, o por aportes al Sistema de Seguridad Social Integral.

Parágrafo. Las obligaciones por los conceptos indicados en los nume-
rales 3 y 4 del presente artículo, causadas durante el proceso, o las faci-
lidades celebradas con las respectivas entidades responsables sobre tales 
conceptos con anterioridad a la apertura del proceso concursal que haya 
suscrito el deudor para cumplir con el presupuesto para acceder al mismo, 
serán pagadas de preferencia, inclusive sobre los demás gastos de admi-
nistración.

• Artículo 15. Inicio de oficio.
Se sugiere en este artículo que la Superintendencia de Sociedades pue-

da iniciar de oficio un proceso de reorganización como consecuencia de 
la solicitud expresa de otra autoridad, siempre y cuando se cumpla el su-
puesto de cesación de pagos previsto en esta ley.

El artículo 15 del proyecto, quedará así:
“Artículo 15. Inicio de oficio. La Superintendencia de Sociedades po-

drá decretar de oficio el inicio de un proceso de reorganización en los 
siguientes eventos:

1. Cuando una sociedad comercial sometida a su vigilancia o control 
incurra en la cesación de pagos prevista en la presente ley.

2. Como consecuencia de la solicitud expresa de otra autoridad que 
adelante funciones de inspección y vigilancia de empresas, cuando se 
cumpla el supuesto de cesación de pagos previsto en esta ley.

3. Cuando o con ocasión del proceso de insolvencia de una vinculada, 
la situación económica de la sociedad matriz o controlante, filial o subsi-
diaria provoque la cesación de pagos de la vinculada.

Parágrafo 1º. El Juez Civil del Circuito podrá iniciar de manera oficio-
sa el proceso de reorganización en el evento establecido en el numeral 2) 
del presente artículo.

Parágrafo 2º. Para la iniciación oficiosa del proceso de reorganización, 
el Juez del Concurso requerirá al deudor en los términos establecidos por 
el artículo anterior de la presente ley”.

• Artículo 19. Inicio del proceso de reorganización.
Se propone sustituir la fijación del auto que informa acerca del inicio 

del proceso, por un aviso sobre tal asunto, considerando que el auto puede 
consultarse en el expediente y que resultaría poco práctica la fijación de 
este, dada su extensión.

Adicionalmente, la graduación y calificación de créditos y derechos de 
voto, se propone delegarlo en el promotor, en su calidad de auxiliar de la 
justicia, y no en cabeza del deudor, quien sólo presentará un proyecto del 
documento mencionado que le sirva de base al promotor para su trabajo.

Esta propuesta conlleva modificar los artículos 19, numerales 3, 8, 9 y 
11; 24 y 29.

El artículo 19 del proyecto, quedará así:
Artículo 19. Inicio del proceso de reorganización. La providencia que 

decreta el inicio del proceso de reorganización deberá, comprender los 
siguientes aspectos: 

1. Designar al promotor y poner a su disposición la totalidad de los 
documentos aportados con la solicitud de admisión al trámite.

2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorganiza-
ción en el registro mercantil de la Cámara de Comercio correspondiente 
al domicilio del deudor y de sus sucursales o en el registro que haga sus 
veces.

3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información 
aportada por el deudor y demás documentos y elementos de prueba que 
aporten los interesados, presente dentro de los veinte (20) días siguientes 
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al inicio del proceso de reorganización, el proyecto de calificación y gra-
duación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias 
causadas entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión 
al proceso y la fecha de inicio del proceso, so pena de la imposición de 
multas sucesivas o inicio del proceso de liquidación judicial.

4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir del ven-
cimiento del término anterior, del estado del inventario de los bienes del 
deudor, presentado con la solicitud de inicio del proceso, y del proyecto de 
calificación y graduación de créditos y derechos de voto mencionada en el 
anterior numeral, con el fin de que los acreedores puedan objetarlos.

5. Ordenar al deudor mantener a disposición de los acreedores, en su 
página electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Socie-
dades, o por cualquier otro medio idóneo que cumpla igual propósito, 
dentro de los diez (10) primeros días de cada mes, a partir del inicio de 
la negociación, los estados financieros básicos actualizados, y la infor-
mación relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la 
negociación, así como el estado actual del proceso de reorganización, so 
pena de multas.

6. Prevenir al deudor que, sin autorización del Juez del Concurso, no 
podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordi-
nario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, 
ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar 
reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.

7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares sobre 
los bienes del deudor y ordenar, en todo caso, la inscripción en el registro 
competente de la providencia de inicio del proceso de reorganización, res-
pecto de aquellos sujetos a esa formalidad. 

8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que informe 
sobre el inicio del proceso, en la sede y sucursales del deudor. 

9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través 
de los medios que estimen idóneos en cada caso, efectivamente infor-
men a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de reorganiza-
ción, transcribiendo el aviso que informe acerca del inicio expedido por 
la autoridad competente, incluyendo a los jueces que tramiten procesos 
de ejecución y restitución. En todo caso, deberá acreditar ante el Juez 
del Concurso el cumplimiento de lo anterior y siempre los gastos serán a 
cargo del deudor.

10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura al 
Ministerio de la Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, y a la Superintendencia que ejerza la vigilancia o control del 
deudor, para lo de su competencia.

11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al público 
y por un término de cinco (5) días, de un aviso que informe acerca del 
inicio del mismo, del nombre del promotor, la prevención al deudor que, 
sin autorización del Juez del Concurso, según sea el caso, no podrá reali-
zar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus 
negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos 
o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar reformas estatu-
tarias tratándose de personas jurídicas.

Parágrafo. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares de la 
mayoría absoluta de los votos podrán, en cualquier momento, reemplazar 
al promotor designado por el Juez del Concurso, siempre y cuando este 
último haga parte de la lista elaborada por la Superintendencia de Socie-
dades.

• Artículo 24. Calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto.

Se propone sustituir la fijación del auto que informa acerca del inicio 
del proceso, por un aviso sobre tal asunto, considerando que el auto puede 
consultarse en el expediente y que resultaría poco práctica la fijación de 
este, dada su extensión.

Adicionalmente, la graduación y calificación de créditos y derechos de 
voto, se propone delegarlo en el promotor, en su calidad de auxiliar de la 
justicia, y no en cabeza del deudor, quien sólo presentará un proyecto del 
documento mencionado que le sirva de base al promotor para su trabajo.

Esta propuesta conlleva modificar los artículos 19, numerales 3, 8, 9 y 
11; 24 y 29.

El artículo 24 del proyecto, quedará así:

Artículo 24. Calificación y graduación de créditos y derechos de voto. 
Para el desarrollo del proceso, el deudor deberá allegar con destino 

al promotor un proyecto de calificación y graduación de créditos y dere-
chos de voto, en el cual estén detalladas claramente las obligaciones y los 
acreedores de las mismas, debidamente clasificados para el caso de los 
créditos, en los términos del Título XL del Libro Cuarto del Código Civil 
y demás normas legales que lo modifiquen o adicionen.

Los derechos de voto, y sólo para esos efectos, serán calculados, a 
razón de un voto por cada peso del valor de su acreencia cierta, sea o no 
exigible, sin incluir intereses, multas, sanciones u otros conceptos dis-
tintos del capital, salvo aquellas provenientes de un acto administrativo 
en firme, adicionándoles para su actualización la variación en el índice 
mensual de precios al consumidor certificado por el DANE, durante el 
período comprendido entre la fecha de vencimiento de la obligación y la 
fecha de corte de la calificación y graduación de créditos. En el caso de 
obligaciones pagadas en varios contados o instalamentos, serán actualiza-
das en forma separada.

En esta relación de acreedores deberá indicarse claramente cuáles de 
ellos son los vinculados al deudor, a sus socios, administradores o contro-
lantes, por cualquiera de las siguientes razones:

1. Parentesco, hasta cuarto grado de consanguinidad, segundo de afini-
dad o único civil.

2. Tener o haber tenido en los cinco últimos años accionistas, socios o 
asociados comunes.

3. Tener o haber tenido, en el mismo período indicado en el numeral 
anterior, representantes o administradores comunes.

4. Existencia de una situación de subordinación o grupo empresarial.
Las reglas anteriores deberán aplicarse en todos los eventos donde haya 

lugar a la actualización de la calificación y graduación de créditos y los 
derechos de voto de los acreedores.

• Artículo 29. Objeciones.
Se propone sustituir la fijación del auto que informa acerca del inicio 

del proceso, por un aviso sobre tal asunto, considerando que el auto puede 
consultarse en el expediente y que resultaría poco práctica la fijación de 
este, dada su extensión.

Adicionalmente, la graduación y calificación de créditos y derechos de 
voto, se propone delegarlo en el promotor, en su calidad de auxiliar de la 
justicia, y no en cabeza del deudor, quien sólo presentará un proyecto del 
documento mencionado que le sirva de base al promotor para su trabajo.

Esta propuesta conlleva modificar los artículos 19, numerales 3, 8, 9 y 
11; 24 y 29.

Artículo 29. Objeciones. Del proyecto de reconocimiento y gradua-
ción de créditos y derechos de voto presentados por el promotor y del in-
ventario de bienes del deudor, se correrá traslado, en las oficinas del Juez 
del concurso o donde este determine, según sea el caso, por el término de 
diez (10) días.

Dentro del término de traslado previsto en el inciso anterior, los acree-
dores podrán presentar las objeciones, con relación a tales actuaciones, 
solicitando o allegando las pruebas que pretendan hacer valer.

Al día siguiente de vencido el término anterior, el Juez del concurso 
correrá traslado de las objeciones y observaciones por un término de cinco 
(5) días para que los interesados hagan los pronunciamientos que conside-
ren pertinentes, solicitando o allegando las pruebas a que haya lugar.

Una vez vencido dicho término, el promotor tendrá diez (10) días para 
provocar la conciliación de dichas objeciones. Dentro de los dos (2) días 
siguientes al vencimiento del término mencionado, el promotor informará 
al Juez del Concurso, el resultado de su gestión.

No presentadas objeciones, el Juez del Concurso declarará aprobado 
el inventario, reconocerá los créditos, establecerá los derechos de voto, y 
fijará plazo para la presentación del acuerdo.

• Artículo 30. Decisión de objeciones.
Por coherencia de la ley, se propone corregir la redacción del artículo.
Asimismo, se plantea ampliar el término de práctica de las pruebas (de 

10 a 30 días) y que el Juez del Concurso pueda practicar las pruebas de 
oficio.
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El artículo 30 del proyecto, quedará así:
Artículo 30. Decisión de objeciones. Si se presentaren objeciones, el 

Juez del Concurso procederá así:
1. Decretará y ordenará de oficio o a solicitud de los interesados la 

práctica de las pruebas que sean conducentes. 
2. Practicadas las pruebas en un tiempo no superior a treinta (30) días, 

convocará a audiencia en la cual resolverá las objeciones. En la misma 
providencia aprobará el inventario, reconocerá los créditos, asignará los 
derechos de voto y fijará plazo para la presentación del acuerdo.

3. La suspensión de la audiencia sólo podrá ser decretada por el Juez 
del Concurso cuando existan comprobados motivos que ameriten dicha 
suspensión, siempre en beneficio del proceso y en todo caso por un térmi-
no no mayor a diez (10) días.

Resueltas las objeciones, el Juez del Concurso mediante providencia 
declarará aprobado el inventario valorado, la calificación y graduación 
de créditos, así como los derechos de voto, y fijará plazo para la presen-
tación del plan del acuerdo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
siguiente.

Igualmente, el deudor, con la mayoría absoluta de acreedores, podrán 
acordar la designación de un nuevo promotor.

• Artículo 31. Término para celebrar el acuerdo de reorganización.
Se propone en este artículo:
- Precisar el término que tiene el deudor y los acreedores para que sea 

concedida la prórroga del plazo previsto para la celebración del acuerdo.
- Para cualquier reforma del acuerdo la determinación de los derechos 

de voto de los acreedores internos permanezca igual a la fecha de inicio 
del proceso en consideración a respetar el derecho de igualdad en el trata-
miento que deben tener frente a los acreedores externos.

- Imponerle al promotor la obligación de monitorear el plan de reorga-
nización para lograr su finalidad.

Además se propone aclarar su redacción.
El artículo 31 del proyecto, quedará así:
Artículo 31. Término para celebrar el acuerdo de reorganización. En 

la providencia de reconocimiento de créditos se señalará el plazo para 
celebrar el acuerdo, el cual, en principio, no será superior a cuatro (4) 
meses.

No obstante, antes del vencimiento del término indicado en el inciso 
anterior, el deudor y un número plural de acreedores que represente la ma-
yoría de los votos, podrán presentar una solicitud conjunta, debidamente 
motivada, para que sea concedida una prórroga en el plazo para celebrar 
el acuerdo, la cual en ningún caso podrá ser superior a dos (2) meses adi-
cionales a los inicialmente otorgados.

Esta misma regla aplicará para el evento de la no confirmación del 
acuerdo en la audiencia respectiva.

Para efectos de lo anterior, el promotor deberá informar acerca de esta 
situación, respaldada en una certificación expedida por el representante 
legal y el revisor fiscal o en ausencia de este funcionario por un contador 
público, donde acrediten que la sociedad viene cumpliendo con el pago 
oportuno de tales obligaciones.

Dentro del plazo indicado para celebrar el acuerdo, el promotor con 
fundamento en el plan de reorganización de la empresa y el flujo de caja 
elaborado para atender el pago de las obligaciones, deberá presentar ante 
el Juez del Concurso, según sea el caso, un acuerdo de reorganización de-
bidamente aprobado por el voto favorable de un número plural de acree-
dores que representen, por lo menos, la mayoría absoluta de los votos ad-
mitidos. Dicha mayoría deberá, adicionalmente, conformarse de acuerdo 
con las siguientes reglas:

1. Existen cinco (5) clases de acreedores, compuestas respectivamen-
te por:

a) Los titulares de acreencias laborales;
b) Las entidades públicas y las instituciones de seguridad social;
c) Las instituciones financieras nacionales y demás entidades sujetas a 

la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia 
de carácter privado, mixto o público; y las instituciones financieras ex-
tranjeras; 

d) Acreedores internos, y
e) Los demás acreedores externos.
2. Deben obtener votos favorables provenientes de por lo menos de tres 

(3) clases de acreedores. 
3. En caso de que solo existan tres (3) clases de acreedores, la mayoría 

deberá conformarse con votos favorables provenientes de acreedores per-
tenecientes a dos (2) de ellas.

4. De existir solo dos (2) clases de acreedores, la mayoría deberá con-
formarse con votos favorables provenientes de ambas clases de acree-
dores.

Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es presenta-
do en el término previsto en este artículo, comenzará a correr de inmediato 
el término para celebrar el acuerdo de adjudicación.

El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de un 
número plural de acreedores que representen, por lo menos, el setenta y 
cinco por ciento (75%) de los votos no requerirá de las clases de acree-
dores votantes, establecida en las reglas contenidas en los numerales an-
teriores. 

Parágrafo: Para los efectos previstos en esta ley se consideran acreedo-
res internos los socios o accionistas de las sociedades, el titular de las cuo-
tas o acciones en la empresa unipersonal, y los titulares de participaciones 
en cualquier otro tipo de persona jurídica.

Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá derecho 
a un número de votos igual a su porcentaje de participación en el patrimo-
nio de la persona jurídica, deducidas las utilidades decretadas en especie 
y el monto de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido 
capitalizada, de conformidad con el balance cortado en la fecha en que se 
actualice la información destinada al Juez del Concurso.

La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el 
mismo porcentaje de votos requeridos para su aprobación y confirmación. 
Para el efecto, serán descontados de los votos originalmente determinados 
aquellas acreencias que ya hayan sido extinguidas en ejecución del acuer-
do de reorganización, permaneciendo los votos de los acreedores internos 
igual a los calculados para la primera determinación, con base en la fecha 
de inicio del proceso.

• Artículo 34. Contenido del acuerdo.
Se propone que el privilegio de los créditos para financiar el pago de 

pasivos pensionales o para realizar su conmutación, sea también de apli-
cación inmediata en los concursos que se tramitan bajo la Ley 222 de 1995 
y la Ley 550 de 1999.

El artículo 34 del proyecto, quedará así.
Artículo 34. Contenido del acuerdo. Las estipulaciones del acuerdo 

deberán tener carácter general, en forma que no quede excluido ningún 
crédito reconocido o admitido, y respetarán para efectos del pago, la pre-
lación, los privilegios y preferencias establecidas en la ley.

Los créditos a favor de la DIAN y los demás acreedores de carácter 
fiscal no estarán sujetos a los términos del estatuto tributario y demás dis-
posiciones especiales, para efectos de determinar sus condiciones de pago 
y tasas, las cuales quedarán sujetas a las resultas del acuerdo de reorgani-
zación o de adjudicación.

El acuerdo deberá incluir, entre otras, cláusulas que regulen la con-
formación y funciones de un comité de acreedores con participación de 
acreedores internos y externos, que no tendrán funciones de administra-
ción ni coadministración de la empresa.

 Así mismo deberá pactarse la celebración de, por lo menos, una reunión 
anual de acreedores, con el fin de hacer seguimiento al cumplimiento del 
mismo, dando aviso oportuno de su convocatoria al Juez del concurso.

Parágrafo 1º. Los acuerdos de reorganización que suscriban los em-
pleadores que tengan a su cargo el pago de pasivos pensionales, deberán 
incluir un mecanismo de normalización de pasivos pensionales. Dichos 
mecanismos podrán consistir en la constitución de reservas adecuadas 
dentro de un plazo determinado, la conciliación, negociación y pago de 
pasivos, la conmutación pensional total o parcial y la constitución de pa-
trimonios autónomos, todo ello de conformidad con la ley y con la regla-
mentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.
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Los mecanismos de normalización pensional podrán aplicarse volun-
tariamente en todos los casos en que sea procedente la normalización del 
pasivo pensional, aun cuando esta no sea realizada dentro de un proceso 
de insolvencia.

La Superintendencia que ejerza la inspección, vigilancia o control del 
empleador, autorizará el mecanismo que este elija para la normalización 
de su pasivo, previo el concepto favorable del Ministerio de la Protec-
ción Social. Los acuerdos de reorganización o los mecanismos de norma-
lización pensional que sean establecidos sin la autorización y el concepto 
mencionados, carecerán de eficacia jurídica.

Parágrafo 2º. Cuando sean otorgados créditos para financiar el pago de 
los pasivos pensionales o para realizar su conmutación, dichos créditos 
tendrán el mismo privilegio de los créditos laborales cuyo pago haya sido 
realizado o conmutado. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 117 de 
esta ley, este beneficio tendrá aplicación inmediata sin necesidad de que el 
beneficiario del crédito se encuentre adelantando o ejecutando un acuerdo 
concursal ya se trate de la Ley 222 de 1995 o de la Ley 550 de 1999 y se 
hace extensivo a aquellos eventos en que se acuda a mecanismos de cré-
dito subordinado.

Parágrafo 3º. Los créditos fiscales a favor de la empresa insolvente 
podrán ser utilizados para atender las acreencias a favor del fisco.

• Artículo 35. Audiencia de confirmación del acuerdo.
En este artículo se propone ampliar el término que tiene el Juez para 

confirmar el acuerdo, de tres (3) a (8) días.
El artículo 35 del proyecto, quedará así:
Artículo 35. Audiencia de confirmación del acuerdo de reorganiza-

ción. Dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que el promotor 
radique el acuerdo de reorganización aprobado por los acreedores, el Juez 
del Concurso convocará a una audiencia de confirmación del acuerdo, la 
cual deberá ser realizada dentro de los cinco (5) días siguientes, para que 
los acreedores tengan la oportunidad de presentar sus observaciones ten-
dientes a que el Juez verifique su legalidad.

Si el juez niega la confirmación, expresará las razones que tuvo para 
ello, y suspenderá la audiencia, por una sola vez y por un término máximo 
durante ocho (8) días, para que el acuerdo sea corregido y aprobado por 
los acreedores, de conformidad con lo ordenado, so pena del inicio del 
término para celebrar acuerdo de adjudicación.

Presentado debidamente dentro del plazo mencionado en el inciso an-
terior, el Juez, determinará dentro de los ocho (8) días siguientes, si lo 
confirma o no. Al vencimiento de tal término, será reanudada la audiencia 
de confirmación, en la cual se emitirá el fallo, que no será susceptible 
de recurso alguno. No presentado o no confirmado el acuerdo de reor-
ganización, el juez ordenará la celebración del acuerdo de adjudicación, 
mediante providencia en la cual fijará la fecha de extinción de la persona 
jurídica, la cual deberá enviarse de oficio para su inscripción en el registro 
mercantil.

• Artículo 37. Plazo y confirmación del acuerdo de adjudicación.
En este artículo se propone precisar el tratamiento de los bienes exclui-

dos del acuerdo de adjudicación, de conformidad con lo dispuesto sobre el 
particular para el proceso de liquidación judicial de que trata el proyecto.

Artículo 37. Plazo y confirmación del acuerdo de adjudicación. Ven-
cido el término para presentar el acuerdo de reorganización, sin que este 
haya sido presentado, o no confirmado el mismo, empezará a contarse un 
plazo máximo de treinta (30) días para que el promotor presente al Juez 
del Concurso, el acuerdo de adjudicación, al que hayan llegado los acree-
dores del deudor, incluyendo los gastos de administración.

Durante el término anterior, solo podrán enajenarse los bienes perece-
deros del deudor que estén en riesgo inminente de deterioro, depositando 
el producto de la venta a orden del Juez del concurso. Los demás bienes 
podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría absoluta de los acreedores, 
autorización que en todo caso deberá ser confirmada por el Juez compe-
tente.

En el acuerdo de adjudicación pactarán la forma como serán adjudica-
dos los bienes del deudor, pagando primero las obligaciones causadas con 
posterioridad al inicio del proceso de insolvencia y luego las contenidas 
en la calificación y graduación aprobada. En todo caso deberán seguirse 
las reglas de adjudicación señaladas en esta ley.

El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la 
forma prevista en la presente ley para la aprobación del acuerdo de reor-
ganización, respetando en todo caso las prelaciones de ley y, en especial, 
las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el deudor acreditará 
estado actual de los gastos de administración y los necesarios para la eje-
cución del acuerdo y la forma de pago, respetándoles su prelación.

Si el acuerdo de adjudicación, no es presentado ante el Juez del Con-
curso en el plazo previsto en la presente norma, se entenderá que los acree-
dores aceptan que la Superintendencia o el juez adjudiquen los bienes del 
deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bienes previstas en la 
presente ley. 

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas 
normas de confirmación del acuerdo de reorganización, entendiéndose 
que, si no hay confirmación del de adjudicación, el Juez del Concurso, 
procederá a adjudicar los bienes del deudor en los términos señalados en 
el inciso anterior. 

La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro de 
los quince (15) días siguientes a la audiencia de confirmación del acuerdo 
de adjudicación sin que el mismo haya sido confirmado o al vencimiento 
del plazo para su presentación observando los parámetros previstos en 
esta ley. Contra el acto que decrete la adjudicación de los bienes no pro-
cederá recurso alguno.

Parágrafo 1º. En todo caso, el Juez del Concurso ordenará la cancela-
ción de los gravámenes que pesen sobre los bienes adjudicados, incluyen-
do los de mayor extensión.

Parágrafo 2º. Respecto de los bienes que no forman parte del patrimo-
nio a adjudicar, se aplicará lo dispuesto a los bienes excluidos de confor-
midad con lo previsto en la presente ley para el proceso de liquidación 
judicial.

• Artículo 41. Prelación de créditos y ventajas.
Por coherencia de la ley, se propone corregir la redacción del artículo, 

teniendo en cuenta que el parágrafo primero se encuentra repetido como 
“parágrafo”.

Artículo 41. Prelación de créditos y ventajas. En el acuerdo podrá 
modificarse la prelación de créditos, siempre que sean cumplidas las si-
guientes condiciones:

1. La decisión sea adoptada con una mayoría superior al 60% de los 
votos admisibles.

2. Tenga como propósito facilitar la finalidad del acuerdo de reorgani-
zación.

3. No degrade la clase de ningún acreedor sino que mejore la categoría 
de aquellos que entreguen recursos frescos o que en general adopten con-
ductas que contribuyan a mejorar el capital de trabajo y la recuperación 
del deudor.

4. No afecte la prelación de créditos pensionales, laborales, de la segu-
ridad social, adquirentes de vivienda, sin perjuicio que un pensionado o 
trabajador, o cualquier otro acreedor, acepte expresamente los efectos de 
una cláusula del acuerdo referente a un derecho renunciable, siempre que 
ello conduzca a la recuperación de su crédito.

La prelación de las obligaciones de la DIAN y demás autoridades fis-
cales, podrá ser compartida a prorrata con aquellos acreedores que durante 
el proceso hayan entregado nuevos recursos al deudor o que se compro-
metan a hacerlo en ejecución del acuerdo, la cual será aplicada inclusive 
en el evento del proceso de liquidación judicial. Para tal efecto, cada peso 
nuevo suministrado, dará prelación a un peso de la deuda anterior. La 
prelación no es aplicable por la capitalización de pasivos, ni por la mera 
continuación de los contratos de tracto sucesivo.

Para el caso de nuevas capitalizaciones que generen ingreso de recur-
sos frescos al deudor, durante el proceso y ejecución del acuerdo de reor-
ganización, los inversionistas que realicen tales aportes de capital, además 
de las ventajas anteriores, al momento de su liquidación, tendrán prelación 
en el reembolso de su remanente frente a otros aportes y hasta por el mon-
to de los nuevos recursos aportados.

Los acreedores que entreguen al deudor nuevos recursos, condonen 
parcialmente sus obligaciones, otorguen quitas, plazos de gracia espe-
ciales, podrán obtener, como contraprestación las ventajas que en el 
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acuerdo se otorguen a todos aquellos que concedan los mismos benefi-
cios al deudor.

Parágrafo 1º. En el evento de no cumplirse el acuerdo de manera tal 
que satisfaga las obligaciones que han renunciado a prelación o preferen-
cia, estas recuperarán dicha prelación o preferencia cualquiera que sea la 
modalidad con la que concluya el proceso de insolvencia.

Parágrafo 2º: Los créditos laborales podrán capitalizarse siempre y 
cuando sus titulares convengan, individual y expresamente, las condicio-
nes, proporciones, cuantías y plazos en que se mantenga o modifique, total 
o parcialmente la prelación que le corresponde como acreencias privile-
giadas. En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización los cré-
ditos laborales capitalizados recuperan la prelación de primer grado para 
efectos del acuerdo de adjudicación y el de liquidación judicial.

• Artículo 44. Providencia de apertura.
Se propone que la reforma de estatutos contenida en el acuerdo de re-

estructuración, debe ser adoptada por el órgano social, de acuerdo con los 
estatutos sociales.

El artículo 44 del proyecto, quedará así:
Artículo 44. Reformas estatutarias y enajenación de establecimientos 

de comercio y disposición de activos dentro del acuerdo de reorganiza-
ción. Cuando el acuerdo de reorganización contenga cláusulas que refor-
men los estatutos del deudor persona jurídica, el mismo hará las veces 
de reforma estatutaria, sin que se requiera otra formalidad, cuya decisión 
deberá ser adoptada por parte del órgano competente al interior del con-
cursado, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos sociales, lo cual 
producirá efectos entre los asociados desde la confirmación del acuerdo, 
sin que sea posible impugnar la correspondiente decisión.

En caso de fusiones y escisiones, la adopción del acuerdo de reorgani-
zación en la forma prevista en la ley, excluye el ejercicio de los derechos 
previstos en los artículos 175 del Código de Comercio y 6º de la Ley 222 
de 1995, así como las disposiciones especiales referentes a los tenedores 
de bonos; tampoco podrá ejercerse el derecho de retiro de socios previs-
to en el artículo 12 de la Ley 222 de 1995. Dicha exclusión es aplicable 
únicamente a los derechos de los acreedores externos y socios de aquellos 
deudores mencionados en el acuerdo de reorganización, quedando a salvo 
los derechos de los acreedores y socios de otras personas jurídicas. 

En las enajenaciones de establecimientos de comercio de propiedad 
del deudor como consecuencia de un acuerdo de reorganización, no habrá 
lugar a la oposición de acreedores prevista en el artículo 530 del Código 
de Comercio. 

Para la inscripción en el registro mercantil de cualquiera de los actos 
contemplados en este artículo bastará que se presente a la Cámara de Co-
mercio correspondiente la parte pertinente del acuerdo que contenga la 
decisión.

• Artículo 48. Providencia de apertura.
Se propone en este artículo ampliar el plazo de 10 a 20 días para que 

los acreedores presenten su crédito al liquidador. Asimismo, se propone 
que el liquidador le entregue al Juez Concursal el inventario para que este 
corra el traslado del mismo, por un término de 10 días.

El artículo 48 del proyecto, quedará así:
Artículo 48. Providencia de apertura. La providencia de apertura del 

proceso de liquidación judicial dispondrá:
1. El nombramiento de un liquidador, quien tendrá la representación 

legal, advirtiendo que su gestión deberá ser austera y eficaz.
2. La imposibilidad, a partir de la fecha de la misma, para que el deudor 

realice operaciones en desarrollo de su objeto, pues conservará su capa-
cidad jurídica únicamente para los actos necesarios a la inmediata liqui-
dación, sin perjuicio de aquellos que busquen la adecuada conservación 
de los activos. Los actos celebrados en contravención a lo anteriormente 
dispuesto, serán ineficaces de pleno derecho.

3. Las medidas cautelares sobre los bienes del deudor y ordenar al li-
quidador la inscripción en el registro competente de la providencia de 
inicio del proceso de liquidación judicial, respecto de aquellos sujetos a 
esa formalidad. 

4. La fijación por parte del Juez del concurso, en un lugar visible al 
público y por un término de diez (10) días, de un aviso que informe acer-

ca del inicio del mismo, el nombre del liquidador y el lugar donde los 
acreedores deberán presentar sus créditos. Copia del aviso será fijada en 
la página web de la Superintendencia de Sociedades, en la del deudor, 
en la sede, sucursales, agencias, por este y el liquidador durante todo el 
trámite.

5. Un plazo de veinte (20) días, a partir de la fecha de desfijación del 
aviso que informa sobre la apertura del proceso de liquidación judicial, 
para que los acreedores presenten su crédito al liquidador, allegando prue-
ba de la existencia y cuantía del mismo. Cuando el proceso de liquidación 
judicial sea iniciado como consecuencia del incumplimiento del acuerdo 
de reorganización, de liquidación judicial, fracaso o incumplimiento del 
concordato o de un acuerdo de reestructuración, los acreedores recono-
cidos y admitidos en ellos, se entenderán presentados en tiempo al liqui-
dador, en el proceso de liquidación judicial. Los créditos no calificados y 
graduados en el acuerdo de reorganización y los derivados de gastos de 
administración, deberán ser presentados al liquidador

6. Transcurrido el plazo previsto en el numeral anterior, el liquidador, 
dentro de los quince (15) días siguientes, remitirá al Juez del Concurso to-
dos los documentos que le hayan presentado los acreedores y el proyecto 
de graduación y calificación de créditos, con el fin de que aquel, dentro de 
los quince (15) días siguientes, emita auto que reconozca los mismos, de 
no haber objeciones. De haberlas, se procederá de igual manera que para 
lo establecido en el proceso de reorganización.

7. La remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio 
de la Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Aduanas Naciona-
les, y a la superintendencia que ejerza vigilancia o control, para lo de su 
competencia.

8. Inscribir en el registro mercantil de la cámara de comercio del domi-
cilio del deudor y sus sucursales, el aviso que informa sobre la expedición 
de la providencia de inicio del proceso de liquidación judicial.

9. Oficiar a los jueces que conozcan de procesos de ejecución o de 
aquellos en los cuales se esté ejecutando la sentencia.

10. Ordenar al liquidador la elaboración del inventario de los activos 
del deudor, el cual deberá elaborar el liquidador en un plazo máximo de 
treinta (30) días a partir de su posesión. Los bienes serán avaluados por 
expertos designados de listas elaboradas por la Superintendencia de So-
ciedades.

11. Una vez vencido el término, el liquidador entregará al juez concur-
sal el inventario para que este le corra traslado por el término de diez (10) 
días.

• Artículo 53. Inventario de bienes, reconocimiento de créditos y de-
rechos de voto.

Se propone que, tal y como se incluyó el derecho de voto de los acree-
dores internos en el proceso de reorganización, debe incluirse en el proce-
so de liquidación judicial.

El artículo 53 del proyecto, quedará así:
Artículo 53. Inventario de bienes, reconocimiento de créditos y dere-

chos de voto. El liquidador procederá a actualizar los créditos reconocidos 
y graduados y el inventario de bienes en el acuerdo de reorganización y a 
incorporar los créditos calificados y graduados en el concordato, si fuere 
el caso, los derechos de votos y los créditos en el acuerdo de reorganiza-
ción fallido y a realizar el inventario de bienes en estos dos últimos, desde 
la fecha del vencimiento de la obligación hasta la de inicio del proceso de 
liquidación judicial, en los términos previstos en la presente ley.

En el caso del proceso de liquidación judicial inmediata, o respecto a 
los gastos causados con posterioridad a la admisión al acuerdo de reorga-
nización, el acuerdo de reestructuración o el concordato, tendrá aplicación 
lo dispuesto en esta Ley en materia de elaboración de inventarios por parte 
del liquidador y presentación de acreencias .

En el proceso de liquidación judicial, el traslado del reconocimiento 
de créditos, del inventario de los bienes del deudor y las objeciones a los 
mismos serán tramitados en los mismos términos previstos en la presente 
ley para el acuerdo de reorganización.

Parágrafo: El liquidador, al determinar los derechos de voto, no incluirá 
a los acreedores internos, de conformidad con las reglas para los derechos 
de voto de los acreedores internos establecidos en esta ley.

• Artículo 56. Proceso para entregar bienes excluidos.
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Se aclara la redacción del inciso primero del artículo sobre la entrega 
de bienes que no forman parte del patrimonio a liquidar.

El artículo 56 del proyecto, quedará así:
Artículo 56. Proceso para entregar bienes excluidos. 
Para la entrega de los bienes que no forman parte del patrimonio a 

liquidar por parte del liquidador, el solicitante, antes de que tales bienes 
hayan sido enajenados o adjudicados, deberá obtener previa autorización 
del Juez del concurso, acompañando prueba del derecho que le asiste.

Cumplidos los requisitos anteriores, procederá la entrega, para lo cual 
el liquidador levantará un acta en la que identificará el bien que excluye, 
así como el estado del mismo, la que deberá suscribirse por el liquidador 
y quien reciba. 

• Artículo 57. Enajenación de activos y plazo para presentar el acuer-
do de adjudicación.

Por coherencia legal, se modifica la redacción, modificando “con rela-
ción a los activos no relacionados”, por “con relación a los dineros recibi-
dos y activos no enajenados”, el liquidador presenta al Juez del Concurso 
el acuerdo de adjudicación.

El artículo 57 del proyecto, quedará así:
Artículo 57. Enajenación de activos y plazo para presentar el acuerdo 

de adjudicación.
En un plazo de dos (2) meses contados a partir de la fecha en que quede 

en firme la calificación y graduación de créditos y el inventario de bienes 
del deudor, el liquidador procederá a enajenar los activos inventariados 
por un valor no inferior al del avalúo, en forma directa o acudiendo al 
sistema de subasta privada.

Con relación a los dineros recibidos y los activos no enajenados, el 
liquidador tendrá un plazo máximo de treinta (30) días para presentar al 
Juez del Concurso, el acuerdo de adjudicación al que hayan llegado los 
acreedores del deudor.

El acuerdo de adjudicación requiere, además de la aprobación de los 
acreedores, la confirmación del Juez del Concurso, impartida en audiencia 
que será celebrada en los términos y para los fines previstos en esta ley 
para la audiencia de confirmación del acuerdo de reorganización. 

De no aprobarse el citado acuerdo, el Juez dictará la providencia de 
adjudicación dentro de los quince (15) días siguientes al vencimiento del 
término anterior.

• Artículo 58. Reglas para la adjudicación.
Por coherencia de la Ley, se incluyen las reglas para la adjudicación de 

bienes, de acuerdo con el enunciado del artículo, tomadas de la ponencia 
inicial.

Artículo 58. Reglas para la adjudicación.
Los bienes no enajenados por el liquidador, de conformidad con lo pre-

visto en el artículo anterior, serán adjudicados a los acreedores mediante 
providencia motivada, de conformidad con las siguientes reglas:

1. La totalidad de los bienes a adjudicar, incluyendo el dinero existente 
y el obtenido de las enajenaciones, será repartido con sujeción a la prela-
ción legal de créditos.

2. Respetará la igualdad entre los acreedores, adjudicando en lo posible 
a todos y cada uno de la misma clase, en proporción a su respectivo crédi-
to, cosas de la misma naturaleza y calidad.

3. En primer lugar será repartido el dinero, enseguida los inmuebles, 
posteriormente los bienes muebles corporales y finalmente las cosas in-
corporales.

4. Habrá de preferirse la adjudicación en bloque o en estado de unidad 
productiva. Si no pudiera hacerse en tal forma, los bienes serán adjudica-
dos en forma separada, siempre con el criterio de generación de valor.

5. La adjudicación de bienes a varios acreedores será realizada en co-
mún y proindiviso en la proporción que corresponda a cada uno.

6. El juez del proceso de liquidación judicial hará la adjudicación apli-
cando criterios de semejanza, igualdad y equivalencia entre los bienes, 
con el propósito de obtener el resultado más equitativo posible.

Con la adjudicación, los acreedores adquieren el dominio de los bienes, 
extinguiéndose las obligaciones del deudor frente a cada uno de ellos, 
hasta concurrencia del valor de los mismos.

Para la transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos a re-
gistro, bastará la inscripción de la providencia de adjudicación en el co-
rrespondiente registro, sin necesidad de otorgar ningún otro documento o 
paz y salvo. Dicha providencia será considerada sin cuantía para efectos 
de timbre, impuestos y derechos de registro, sin que al nuevo adquirente 
se le pueda hacer exigibles las obligaciones que pesen sobre los bienes 
adjudicados o adquiridos. 

Tratándose de bienes muebles, la tradición de los mismos operará por 
ministerio de la ley, llevada a cabo a partir del décimo (10) día siguiente a 
la ejecutoria de la providencia.

El liquidador procederá a la entrega material de los bienes muebles e 
inmuebles dentro de los treinta (30) días siguientes a la celebración de la 
adjudicación o de la expedición de la providencia de adjudicación, en el 
estado en que se encuentren.

Parágrafo: Las obligaciones que se deriven para el adquirente sobre 
los bienes adjudicados serán las que se causen a partir de la ejecutoria de 
la providencia que apruebe la enajenación o adjudicación del respectivo 
bien.

• Artículo 59. Pagos, adjudicaciones y rendición de cuentas.
Se propone que los remanentes luego de la adjudicación de los bienes 

(pago) de la sociedad deudora, no recibidos por los socios o accionistas o 
por el deudor comerciante, se entregarán a entidades públicas de benefi-
cencia.

El artículo 59 del proyecto, quedará así:
Artículo 59. Pagos, adjudicaciones y rendición de cuentas. 
Dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de la providencia 

de adjudicación de bienes, el acreedor destinatario que opte por no aceptar 
la adjudicación deberá informarlo al liquidador. 

Vencido este término, el liquidador, de manera inmediata, deberá in-
formar al Juez del Concurso cuáles acreedores no aceptaron recibir los 
bienes, evento en el cual se entenderá que estos renuncian al pago de su 
acreencia dentro del proceso de liquidación judicial y, en consecuencia, el 
juez procederá a adjudicar los bienes a los acreedores restantes, respetan-
do el orden de prelación.

Los bienes no recibidos se destinarán al pago de los acreedores que 
acepten la adjudicación hasta concurrencia del monto de sus créditos re-
conocidos y calificados.

Los bienes remanentes serán adjudicados a los socios o accionistas de 
una sociedad a prorrata de sus aportes, para el caso de las personas ju-
rídicas o al deudor en el caso de las personas naturales comerciantes o 
propietarias de una empresa. Los bienes no recibidos por los socios o ac-
cionistas o por la persona natural comerciante o que desarrolle actividades 
empresariales, serán adjudicados a una entidad pública de beneficencia 
del domicilio del deudor o, en su defecto, del lugar más cercano. Los 
bienes no recibidos por aquellas dentro de los diez (10) días siguientes a 
su adjudicación serán considerados vacantes o mostrencos según su natu-
raleza y recibirán el tratamiento legal respectivo. 

El liquidador, una vez ejecutadas las órdenes incluidas en el auto de 
adjudicación de bienes, respetando los plazos señalados en el artículo 
anterior, deberá presentar al juez del proceso de liquidación judicial una 
rendición de cuentas finales de su gestión, donde incluirá una relación 
pormenorizada de los pagos efectuados, acompañada de las pruebas per-
tinentes.

No obstante, previa autorización del Juez del Concurso, y respetando la 
prelación y los privilegios de ley, al igual que las reglas de la adjudicación 
previstas en esta ley, el liquidador podrá solicitar al juez autorización para 
la cancelación anticipada de obligaciones a cargo del deudor y a favor de 
acreedores cuyo crédito haya quedado en firme.

• Artículo 65. Rendición de cuentas finales.
Se sugiere la ampliación del término de revisión de las cuentas finales 

del liquidador de 10 a 20 días, para una mejor revisión de las mismas.
El artículo 65 del proyecto, quedará así:
Artículo 65. Rendición de cuentas finales. 
Las cuentas finales de la gestión del liquidador estarán sujetas a las 

siguientes reglas:
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1. Contendrán una memoria detallada de las actividades realizadas du-
rante el período.

2. Las cuentas presentadas serán puestas a disposición de las partes 
por el término de veinte (20) días con el fin de que puedan ser objetadas. 
Vencido dicho traslado, el liquidador tendrá dos (2) días para pronunciarse 
sobre las objeciones, después de lo cual el juez decidirá en auto que no es 
susceptible de recurso.

• Artículo 67. Promotores o liquidadores.
Se suprime el inciso segundo, teniendo en cuenta que las personas na-

turales no comerciantes, no están sujetas a este régimen.
Adicionalmente se establece la exclusión de la lista de auxiliares de la 

justicia hasta por 20 años, cuando estos han sido removidos en los térmi-
nos de la reglamentación que expida el Gobierno.

Artículo 67. Promotores o liquidadores. 
Al iniciar el proceso de insolvencia, el Juez del Concurso, según sea el 

caso, designará por sorteo al promotor o liquidador, en calidad de auxiliar 
de la justicia, escogido de la lista elaborada para el efecto por la Superin-
tendencia de Sociedades. 

En cualquier tiempo, los acreedores que representen por lo menos el 
sesenta por ciento (60%) de las acreencias, calificadas y graduadas, podrán 
sustituir al liquidador designado por el Juez, escogiendo el reemplazo de 
la lista citada en el inciso anterior, quien deberá posesionarse ante aquel. 
Lo anterior aplicará también al promotor cuando actúe como representan-
te legal para efectos del acuerdo de adjudicación. 

Adicionalmente, los promotores y liquidadores podrán ser recusados o 
removidos por el Juez del Concurso por las causales objetivas establecidas 
por el Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los términos de tal reglamenta-
ción, no tendrán derecho sino al pago mínimo que para el efecto determine 
el Gobierno, teniendo en consideración el estado de avance del proceso y 
serán excluidos de la lista oficial por el término de veinte (20) años.

Una misma persona podrá actuar como promotor o como liquidador en 
varios procesos, sin exceder un máximo de tres (3) procesos en que pueda 
actuar en forma simultánea. 

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquidadores de la Superinten-
dencia de Sociedades será abierta y a ella ingresarán todas las personas 
que cumplan con los requisitos mínimos de experiencia e idoneidad pro-
fesional que para el efecto establezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la empresa carezca de ac-
tivos suficientes y se requiera un pago mínimo, la remuneración de liqui-
dadores no podrá exceder, del seis por ciento (6%) del valor de los activos 
de la empresa insolvente. Para los promotores el valor de los honorarios 
no podrá exceder del punto dos por ciento (0,2%) del valor de los activos 
de la empresa insolvente, por cada mes de negociación.

Parágrafo 3°. El Gobierno reglamentará el presente artículo dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la fecha de promulgación de la presente ley. 
Mientras tanto, se aplicarán a promotores y liquidadores los requisitos y 
demás normas establecidas en las normas vigentes al momento de promul-
garse la presente ley.

• Artículo 71. Obligaciones posteriores al inicio del proceso de insol-
vencia.

Por concordancia de la ley, se propone indicar que los créditos por con-
cepto de facilidades de pago a que hace referencia el artículo 11 de esta 
ley, tendrán preferencia, inclusive sobre los gastos de administración.

El artículo 71 del proyecto, quedará así.
Artículo 71. Obligaciones posteriores al inicio del proceso de insol-

vencia.
Las obligaciones causadas con posterioridad a la fecha de inicio del 

proceso de insolvencia son gastos de administración y tendrán preferencia 
en su pago sobre aquellas objeto del acuerdo de reorganización o del pro-
ceso de liquidación judicial, según sea el caso, y podrá exigirse coactiva-
mente su cobro, sin perjuicio de la prioridad que corresponde a mesadas 
pensionales y contribuciones parafiscales de origen laboral, causadas antes 
y después del inicio del proceso de liquidación judicial. Igualmente ten-
drán preferencia en su pago, inclusive sobre los gastos de administración, 

los créditos por concepto de facilidades de pago a que hace referencia el 
parágrafo del artículo 11 y el parágrafo 2º del artículo 34 de esta ley.

• Artículo 79. Facultades de los apoderados.
Por coherencia de la ley, se aclara la redacción del inciso primero, en 

relación con la calidad de abogados que deben tener los apoderados que 
concurran al proceso de reorganización, o de liquidación judicial.

El artículo 79 del proyecto, quedará así:
Artículo 79. Facultades de los apoderados.
Los apoderados designados por el deudor y los acreedores, respecti-

vamente, que concurran al proceso de reorganización y de liquidación ju-
dicial, deberán ser abogados con y se entenderán facultados para tomar 
toda clase de decisiones que correspondan a sus mandantes, inclusive las 
de celebrar acuerdos de reorganización y adjudicación y obligarlos a las 
resultas del mismo.

Parágrafo. De conformidad con lo previsto en el presente artículo, el 
representante de la entidad estatal acreedora, tendrá entre otras facultades, 
la posibilidad de otorgar rebajas, disminuir intereses, conceder plazos, 
para lo cual deberá contar con autorización expresa del funcionario res-
pectivo de la entidad oficial.

• Artículo 81. Peritos y avaluadores.
Se propone que cuando en el acuerdo de reorganización, en la adjudi-

cación o en la liquidación judicial se pacte la venta de la empresa como 
unidad de explotación económica, será necesario adelantar una valoración 
por firmas especializadas, que ingresen a la lista establecida por la Super-
intendencia de Sociedades.

El artículo 81 del proyecto, quedará así:
Artículo 81. Peritos y avaluadores.
El Gobierno Nacional establecerá las condiciones que deberán cumplir 

los peritos y avaluadores para la prestación de los servicios que requiera 
esta ley.

Mientras el Gobierno Nacional no establezca los requisitos aplicables 
a peritos y avaluadores, se aplicarán las normas vigentes al momento de 
expedirse la presente ley.

Parágrafo. Cuando en el acuerdo de reorganización, en la adjudicación 
o en la liquidación judicial se pacte la venta de la empresa como unidad 
de explotación económica, será necesario adelantar una valoración por 
firmas especializadas, que ingresen a la lista establecida por la Superin-
tendencia de Sociedades. 

El presente parágrafo será reglamentado por el Gobierno Nacional.
• Artículo 83. Inhabilidad para ejercer el comercio.
Se considera que 20 años para inhabilitar a una persona en el comercio 

es un tiempo excesivo, por lo cual se propone reducir dicha sanción a 10 
años.

Artículo 83. Inhabilidad para ejercer el comercio.
Los administradores y socios de la deudora y las personas naturales 

serán inhabilitados para ejercer el comercio, hasta por diez (10), cuando 
estén acreditados uno o varios de los siguientes eventos o conductas: 

1. Constituir o utilizar la empresa con el fin de defraudar a los acree-
dores.

2. Llevar la empresa mediante fraude al estado de crisis económica.
3. Destruir total o parcialmente los bienes que conforman su patri-

monio.
4. Malversar o dilapidar bienes, que conduzcan a la apertura del proce-

so de liquidación judicial.
5. Incumplir sin justa causa el acuerdo de reorganización suscrito con 

sus acreedores.
6. Cuando antes o después de la apertura del trámite, especule con las 

obligaciones a su cargo, adquiriéndolas a menor precio.
7. La distracción, disminución, u ocultamiento total o parcial de 

bienes.
8. La realización de actos simulados, o cuando simule gastos, deudas 

o pérdidas.
9. Cuando sin justa causa y en detrimento de los acreedores, hubieren 

desistido, renunciado o transigido, una pretensión patrimonial cierta.
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10. Cuando a sabiendas se excluyan acreencias de la relación de acree-
dores o se incluyan obligaciones inexistentes.

Parágrafo 1°. En los casos a que haya lugar, el Juez del Concurso orde-
nará la inscripción en el registro mercantil de la sanción prevista en este 
artículo.

• Artículo 84. Validación Judicial de Acuerdos Extrajudiciales de Re-
organización.

Se propone dar claridad en este artículo sobre los efectos tanto para 
validar el acuerdo extrajudicial de reorganización, como en el caso de 
incumplimiento del mismo, haciendo aplicables en tal evento, las normas 
para el incumplimiento de un acuerdo de reorganización suscrito dentro 
del trámite concursal.

Artículo 84. Validación Judicial de Acuerdos Extrajudiciales de Re-
organización.

Cuando por fuera del proceso de reorganización, con el consentimiento 
del deudor, un número plural de acreedores que equivalga a la mayoría 
que se requiere en la presente ley para celebrar un acuerdo de reorgani-
zación, celebren por escrito un acuerdo de esta naturaleza, cualquiera de 
las partes de dicho acuerdo podrá pedir al Juez del Concurso que hubiere 
sido competente para tramitar el proceso de reorganización, la apertura 
de un proceso de validación del acuerdo extrajudicial de reorganización 
celebrado, con el fin de verificar que este:

1. Cuenta con los porcentajes requeridos en esta ley.
2. Deja constancia de que las negociaciones han tenido suficiente pu-

blicidad y apertura frente a todos los acreedores.
3. Otorga los mismos derechos a todos los acreedores de una misma 

clase.
4. No incluye cláusulas ilegales o abusivas, y
5. En términos generales, cumple con los preceptos legales.
El proceso de validación tendrá en consideración las reglas sobre notifi-

cación establecidas en esta ley, las reglas para la calificación y graduación 
de créditos y votos, y las demás que en lo relativo a su forma y sustancia 
le sean aplicables, incluyendo los efectos jurídicos a que hace referencia 
el artículo 17 y el Capítulo IV de la presente Ley. 

Si como resultado del proceso de validación el juez del Concurso auto-
riza el acuerdo, este tendrá los mismos efectos que la presente ley confiere 
a un acuerdo de reorganización.

Incumplido el acuerdo de reorganización extrajudicial, se aplicarán las 
normas que para el efecto están establecidas para el incumplimiento del 
acuerdo de reorganización de que trata la presente ley. 

• Artículo 112. Formas de cooperación.
Se complementa el artículo con todas las formas de cooperación de la 

norma CNUDMI.
Artículo 112. Formas de cooperación.
La cooperación de que tratan los artículos anteriores podrá ser puesta 

en práctica por cualquier medio apropiado y, en particular, mediante:
1. El nombramiento de una persona para que actúe bajo dirección de la 

autoridad colombiana competente.
2. La comunicación de información por cualquier medio que la autori-

dad colombiana competente considere oportuno.
3. La coordinación de la administración y la supervisión de los bienes 

y negocios del deudor.
4. La aprobación o la aplicación por los tribunales de los acuerdos re-

lativos a la coordinación de los procedimientos.
5. La coordinación de los procesos seguidos simultáneamente respecto 

de un mismo deudor.
• Artículo 123. Vigencia y derogatorias.
Por estructura legal, se propone que el artículo 117 del proyecto sea el 

último y se renumeren los artículos del 118 al 123. Así mismo, se indica 
en este artículo precisar que el Título III de la Ley 222 de 1995 y la Ley 
550 de 1999 continuarán vigentes hasta la entrada en vigencia de esta ley, 
lo cual será seis meses después de su promulgación.

De otra parte, se propone que los acuerdos de reestructuración de pasi-
vos que adelanta el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, correspon-
den al Ministerio de Educación, a partir de la promulgación de la ley.

El artículo 117 del proyecto quedará así:
Artículo 123. Vigencia y derogatorias. La presente ley comenzará a 

regir seis (6) meses después de su promulgación y deroga el Título II de la 
Ley 222 de 1995, y la Ley 550 de 1999, las cuales estarán vigentes hasta 
la fecha en que entre a regir la presente ley. 

A partir de la entrada en vigencia de esta Ley, se deroga el artículo 
470 del Código de Comercio, en cuanto a la competencia que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades frente a las Sucursales de las Sociedades 
extranjeras que desarrollen actividades permanentes en Colombia, la cual 
se regirá por lo establecido en el artículo 84 de la Ley 222 de 1995.

Las entidades territoriales, las descentralizadas del mismo orden y las 
universidades estatales del orden nacional o territorial de que trata la Ley 
922 de 2004, podrán seguir celebrando acuerdos de reestructuración de 
pasivos de acuerdo con lo dispuesto en el Título V y demás normas perti-
nentes de la Ley 550 de 1999 y sus Decretos Reglamentarios, incluidas las 
modificaciones introducidas a dichas normas con posterioridad a su entra-
da en vigencia por la Ley 617 de 2000, sin que sea necesario constituir las 
garantías establecidas en el artículo 10 de la Ley 550 de 1999.

A partir de la promulgación de esta Ley, en relación con los acuerdos 
de reestructuración de pasivos adelantados por las universidades estatales 
de que trata el presente artículo, su nominación y promoción corresponde-
rá al Ministerio de Educación, el cual asumirá los procesos en curso cuya 
promoción se encuentre adelantando el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

Salvo aquellos casos que expresamente determine el Gobierno Nacio-
nal, en razón a la conservación del orden público económico, no habrá 
lugar a la intervención de la Superintendencia de Sociedades respecto de 
lo establecido en los artículos 233 a 237 del Código de Comercio.

Las normas del régimen establecido en la presente ley prevalecerán 
sobre cualquier otra que le sea contraria.

• Artículo 118. Concordatos y liquidaciones obligatorias en curso y 
acuerdos de reestructuración.

Se propone precisar la aplicabilidad inmediata de esta ley ante el fra-
caso de un concordato; para el inicio de las acciones revocatorias o de 
simulación y sobre lo dispuesto referente a los inmuebles destinados a 
vivienda.

Artículo 117. Concordatos y liquidaciones obligatorias en curso y 
acuerdos de reestructuración.

Las negociaciones de acuerdos de reestructuración, los concordatos 
y liquidaciones obligatorias de personas naturales y jurídicas iniciados 
durante la vigencia del Título II de la Ley 222 de 1995, al igual que los 
acuerdos de reestructuración ya celebrados y los concordatos y quiebras 
indicados en el artículo 237 de la Ley 222 de 1995, seguirán rigiéndose 
por las normas aplicables al momento de entrar a regir esta ley. 

No obstante, esta ley tendrá aplicación inmediata sobre las personas 
naturales comerciantes o que desarrollen una actividad empresarial y las 
personas jurídicas:

1. Ante el fracaso o incumplimiento de un concordato, dando inicio al 
proceso de liquidación judicial regulada en esta ley.

2. Para el inicio de las acciones revocatorias y de simulación en los 
procesos concursales.

3. Respecto de las disposiciones referentes a inmuebles destinados a 
vivienda, promitentes compradores de vivienda y prorratas previstas en 
esta ley, incluyendo los procesos liquidatorios en curso, al momento de 
su vigencia.

• Artículo 122. Contribuciones.
Por razones de técnica legislativa se aclara el texto relativo a contribu-

ciones y tasas que puede cobrar la Superintendencia de Sociedades. 
El artículo 122 del proyecto, quedará así:
Artículo 121. Contribuciones. 
Los recursos necesarios para cubrir los gastos de funcionamiento e in-

versión que requiera la Superintendencia de Sociedades provendrán de la 
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contribución a cargo de las sociedades sometidas a su vigilancia o control, 
así como de las tasas de que trata el presente artículo.

La contribución consistirá en una tarifa que será calculada sobre el 
monto total de los activos, incluidos los ajustes integrales por inflación, 
que registre la sociedad a 31 de diciembre del año inmediatamente ante-
rior. Dicha contribución será liquidada conforme a las siguientes reglas:

1. El total de las contribuciones corresponderá al monto del presupues-
to de funcionamiento e inversión que demande la Superintendencia en la 
vigencia anual respectiva, deducidos los excedentes por contribuciones y 
tasas de la vigencia anterior.

2. Con base en el total de activos de las sociedades vigiladas y contro-
ladas al final del período anual anterior, el Gobierno Nacional, mediante 
resolución, establecerá la tarifa de la contribución a cobrar, que podrá ser 
diferente según se trate de sociedades activas, en período preoperativo, en 
concordato, en reorganización o en liquidación.

3. La tarifa que sea fijada no podrá ser superior al uno por mil del total 
de activos de las sociedades vigiladas o controladas.

4. En ningún caso, la contribución a cobrar a cada sociedad podrá ex-
ceder del uno por ciento del total de las contribuciones, ni ser inferior a un 
(1) salario mínimo legal mensual vigente.

5. Cuando la sociedad contribuyente no permanezca vigilada o con-
trolada durante toda la vigencia, su contribución será proporcional al 
período bajo vigilancia o control. No obstante, si por el hecho de que 
alguna o algunas sociedades no permanezcan bajo vigilancia o control 
durante todo el período, se genera algún defecto presupuestal que re-
quiera subsanarse, el Superintendente podrá liquidar y exigir a los de-
más contribuyentes el monto respectivo en cualquier tiempo durante la 
vigencia correspondiente.

6. Las contribuciones serán liquidadas para cada sociedad anualmente 
con base en el total de sus activos, multiplicados por la tarifa que fije el 
Gobierno Nacional para el período fiscal correspondiente.

7. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balances 
cortados a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, la Super-
intendencia hará la correspondiente liquidación con base en los activos 
registrados en el último balance que repose en los archivos de la entidad. 
Sin embargo, una vez recibidos los estados financieros correspondientes 
a la vigencia anterior, deberá procederse a la reliquidación de la contribu-
ción.

8. Cuando una sociedad presente saldos a favor producto de la reliqui-
dación, estos podrán ser aplicados, en primer lugar, a obligaciones pen-
dientes de pago con la entidad, y, en segundo lugar, para ser deducidos del 
pago de la vigencia fiscal que esté en curso.

La Superintendencia de Sociedades podrá cobrar a las sociedades no 
vigiladas ni controladas o a otras entidades o personas, tasas por los servi-
cios que les preste, según sean los costos que cada servicio implique para 
la entidad, determinados con base en la remuneración del personal dedi-
cado a la actividad, en forma proporcional al tiempo requerido; el coste de 
su desplazamiento en términos de viáticos y transporte terrestre y aéreo, 
cuando a ello hubiere lugar; y gastos administrativos tales como correo, 
fotocopias, certificados y peritos.

Las sumas por concepto de contribuciones o tasas por prestación de 
servicios que no sean canceladas en los plazos fijados por la Superinten-
dencia, causarán los mismos intereses de mora aplicables al impuesto de 
renta y complementarios.

• Artículos	 123. Subsistencia de normas
124 Armonización de normas contables y subsidio de liquidadores.
Por coherencia de la ley, por incorporar los mismos temas, se propone 

unificar los artículos 122 y 123, correspondiendo en este proyecto al nú-
mero 122.

Artículo 122. Armonización de normas contables y subsidio de liqui-
dadores.

Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la in-
formación que se suministre a los asociados y a terceros, el Gobierno Na-
cional revisará las normas actuales en materia de contabilidad, auditoría, 
revisoría fiscal y divulgación de información, con el objeto de ajustarlas a 

los parámetros internacionales y proponer al Congreso las modificaciones 
pertinentes.

En aquellas liquidaciones en las cuales no existan recursos suficientes 
para atender gastos de archivo y remuneración de los liquidadores, sus 
honorarios serán subsidiados con el dinero proveniente de las contribu-
ciones que sufragan las sociedades vigiladas por la Superintendencia de 
Sociedades, de conformidad con la reglamentación que expida el Gobier-
no. El subsidio no podrá ser en ningún caso superior a veinte (20) salarios 
mínimos legales mensuales, pagaderos, siempre y cuando el respectivo 
auxiliar cumpla con sus funciones y el proceso liquidatorio marche nor-
malmente.

En el proceso de liquidación judicial, tramitados ante la Superinten-
dencia de Sociedades que no existan recursos suficientes para atender gas-
tos de archivo y los honorarios de los liquidadores, serán subsidiados con 
el dinero proveniente de las contribuciones que sufragan las sociedades 
vigiladas por la Superintendencia de Sociedades, hasta por veinte (20) 
salarios mínimos.

• Propuestas generales
Por uniformidad del proyecto de ley se propone sustituir “Superinten-

dencia de Sociedades o Juez” por juez del Concurso, en todas las normas 
que así lo indiquen. Igualmente, se propone cambiar el nombre del pro-
ceso de pago y extinción por liquidación judicial, el cual es conveniente 
para evitar confusiones frente a la denominación de las personas jurídicas 
cuando se encuentran en extinción de dominio.

Proposición
Con fundamento en las consideraciones expuestas y teniendo en 

cuenta las modificaciones sugeridas, los ponentes abajo firmantes, soli-
citan a la Plenaria de la Cámara de Representantes se dé primer debate 
al Proyecto de ley número 154 de 2006 Cámara, “Por la cual se establece 
el régimen de insolvencia de la República de Colombia y se dictan otras 
disposiciones”.

Cordialmente,
Bernardo Elías, Eduardo Crissien, Fernando Tamayo, Santiago Cas-

tro, Omar Flórez, Oscar Wilches, Alfredo Cuello, Enrique Ángel Barco, 
Fabio Amín, Mauricio Lizcano, Luis Alejandro Perea y Luis Fernando 
Almario.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO  DE LEY NUMERO 207 DE 2005 SENADO

por la cual se establece el régimen de insolvencia empresarial   
en la República de Colombia y dicta otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TITULO I

DEL REGIMEN DE INSOLVENCIA
CAPITULO I

Finalidad, principios y alcance del régimen de insolvencia
Artículo 1°. Finalidad del régimen de insolvencia. El régimen judicial 

de insolvencia regulado en la presente ley, tiene por objeto la protección 
del crédito y la recuperación y conservación de la empresa como unidad 
de explotación económica y fuente generadora de empleo, a través de los 
procesos de reorganización y de Liquidación judicial, siempre bajo el cri-
terio de agregación de valor. 

El proceso de reorganización pretende a través de un acuerdo, preser-
var empresas viables y normalizar sus relaciones comerciales y crediti-
cias, mediante su reestructuración operacional, administrativa, de activos 
o pasivos. 

El proceso de liquidación judicial persigue la liquidación pronta y or-
denada, buscando el aprovechamiento del patrimonio del deudor.

El régimen de insolvencia, además, propicia y protege la buena fe en 
las relaciones comerciales y patrimoniales en general y sanciona las con-
ductas que le sean contrarias.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Estarán sometidas al régimen de 
insolvencia las personas naturales y jurídicas no excluidas de la aplicación 
del mismo, que realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de 
carácter privado o mixto, siempre y cuando tengan la calidad de comer-
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ciantes o desarrollen actividades empresariales, independientemente de 
que dicha actividad la realicen a través de establecimientos de comercio. 
Así mismo, estarán sometidas al régimen de insolvencia las sucursales de 
sociedades extranjeras.

El Gobierno Nacional podrá mediante decreto:
a) Excluir de la masa una o más clases de activos transferidos a título 

de fiducia mercantil; y
b) Incluir dentro del ámbito de aplicación del régimen de insolvencia a 

los patrimonios autónomos afectos a la realización de actividades empre-
sariales, pudiendo ajustar los requisitos de admisión de la presente ley a la 
naturaleza de los mismos.

Artículo 3°. Personas excluidas. No están sujetas al régimen de insol-
vencia previsto en la presente ley:

1. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régi-
men Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud y las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias.
3. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Co-

lombia. Lo anterior no incluye a los emisores de valores, sometidos úni-
camente a control de la referida entidad.

4. Las entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía Soli-
daria que desarrollen actividades financieras, de ahorro y crédito.

5. Las sociedades de capital público, y las empresas industriales y co-
merciales del Estado nacionales y de cualquier nivel territorial.

6. Las entidades de derecho público, entidades territoriales y descen-
tralizadas.

7. Las empresas de servicios públicos domiciliarios.
8. Las personas naturales no comerciantes o que no sean propietarias 

de una empresa.
9. Las demás personas jurídicas que estén sujetas a un régimen especial 

de recuperación de negocios, liquidación o intervención administrativa 
para administrar o liquidar. 

Parágrafo. Las empresas desarrolladas mediante contratos o patrimo-
nios que no tengan como efecto la personificación jurídica no pueden ser 
objeto del proceso de insolvencia en forma separada o independiente del 
respectivo o respectivos deudores.

Artículo 4°. Principios del régimen de insolvencia. El régimen de in-
solvencia está orientado por los siguientes principios: 

1. Universalidad: la totalidad de los bienes del deudor y todos sus 
acreedores quedan vinculados al proceso de insolvencia a partir de su ini-
ciación.

2. Igualdad: tratamiento equitativo a todos los acreedores que concu-
rran al proceso de insolvencia, sin perjuicio de la aplicación de las reglas 
sobre prelación de créditos y preferencias.

3. Eficiencia: aprovechamiento de los recursos existentes y la mejor 
administración de los mismos, basados en la información disponible.

4. Información: en virtud del cual, deudor y acreedores deben propor-
cionar la información de manera oportuna, transparente y comparable, 
permitiendo el acceso a ella en cualquier oportunidad del proceso.

5. Negociabilidad: las actuaciones en el curso del proceso deben propi-
ciar entre los interesados la negociación no litigiosa, proactiva, informada 
y de buena fe, en relación con las deudas y bienes del deudor.

6. Reciprocidad: reconocimiento, colaboración y coordinación mutua 
con las autoridades extranjeras, en los casos de insolvencia transfronte-
riza.

7. Gobernabilidad económica: Obtener a través del proceso de insol-
vencia, una dirección gerencial definida, para el manejo y destinación de 
los activos, con miras a lograr propósitos de pago y de reactivación em-
presarial.

Artículo 5°. Facultades y atribuciones del Juez del Concurso. Para los 
efectos de la presente ley, el Juez del concurso, según lo establecido en el 
artículo 6º de esta ley, tendrá las siguientes facultades y atribuciones, sin 
perjuicio de lo establecido en otras disposiciones:

1. Solicitar u obtener, en la forma que estime conveniente, la infor-
mación que requiera para la adecuada orientación del proceso de insol-
vencia.

2. Ordenar las medidas pertinentes a proteger, custodiar y recuperar 
los bienes que integran el activo patrimonial del deudor, incluyendo la 
revocatoria de los actos efectuados en perjuicio de los acreedores, salvo 
aquellos actos relativos a derechos de naturaleza negociable que tengan 
por objeto o efecto la captación de recursos del público y que hayan reci-
bido una orden de transferencia aceptada por el sistema de compensación 
y liquidación de que tratan los artículos 2° y 10 de la Ley 964 de 2005.

3. Objetar los nombramientos o contratos hechos por el liquidador, cuando 
afecten el patrimonio del deudor o los intereses de los acreedores.

4. Decretar la inhabilidad hasta por diez (10) años para ejercer el co-
mercio en los términos previstos en la presente ley. Los administradores 
objeto de la inhabilidad podrán solicitar al juez del régimen de insolvencia 
la disminución del tiempo de inhabilidad, cuando el deudor haya pagado 
la totalidad del pasivo externo calificado y graduado.

5. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos 
(200) salarios mínimos legales mensuales, cualquiera sea el caso, a quie-
nes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.

6. Actuar como conciliador en el curso del proceso.
7. Con base en la información presentada por el deudor en la solicitud, 

reconocer y graduar las acreencias objeto del proceso de insolvencia, y 
resolver las objeciones presentadas, cuando haya lugar a ello.

8. Decretar la sustitución, de oficio o a petición del acreedor, de los 
auxiliares de la justicia, durante todo el proceso de insolvencia, con oca-
sión del incumplimiento de las funciones previstas en la ley o de las ór-
denes del Juez del Concurso, mediante providencia motivada en la cual 
designará su reemplazo.

9. Ordenar la remoción de los administradores y del revisor fiscal, se-
gún sea el caso, por incumplimiento de las órdenes del Juez del Concurso 
o de los deberes previstos en la ley o en los estatutos, de oficio o a peti-
ción de acreedor, mediante providencia motivada en la cual designará su 
reemplazo.

10. Reconocer, de oficio o a petición de parte, los presupuestos de in-
eficacia previstos en esta ley.

11. En general, tendrá atribuciones suficientes para dirigir el proceso y 
lograr que se cumplan las finalidades del mismo.

Artículo 6°. Competencia. Conocerán del proceso de insolvencia, como 
jueces del concurso:

La Superintendencia de Sociedades, en uso de facultades jurisdiccio-
nales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 116 
de la Constitución Política, en el caso de todas las sociedades, empresas 
unipersonales y sucursales de sociedades extranjeras y, a prevención, tra-
tándose de deudores personas naturales comerciantes.

El Juez Civil del Circuito del domicilio principal del deudor, en los 
demás casos, no excluidos del proceso.

Parágrafo 1°. El proceso de insolvencia adelantado ante la Superinten-
dencia de Sociedades es de única instancia. 

Las providencias que profiera el juez civil del circuito dentro de los 
trámites previstos en esta ley, solo tendrán recurso de reposición, a excep-
ción de las siguientes contra las cuales procede el recurso de apelación, en 
el efecto en que respecto de cada una de ellas se indica:

1. La de apertura del trámite, en el devolutivo.
2. La que apruebe la calificación y graduación de créditos, en el devo-

lutivo.
3. La que rechace pruebas, en el devolutivo.
4. La que rechace la solicitud de nulidad, en el efecto devolutivo, y la 

que la decrete en el efecto suspensivo. 
5. La que decrete o niegue medidas cautelares, en el efecto devolu-

tivo.
6. La que ordene la entrega de bienes, en el efecto suspensivo y la que 

la niegue, en el devolutivo.
7. Las que impongan sanciones, en el devolutivo.
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8. La que declare cumplido el acuerdo de reorganización, en el efecto 
suspensivo y la que lo declare incumplido en el devolutivo.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas en la presente 
ley al Juez del Concurso, la superintendencia u organismo de control que 
ejerza facultades de supervisión las conservará de manera permanente du-
rante el proceso.

Parágrafo 3º. El Superintendente de Sociedades deberá delegar en 
las intendencias regionales las atribuciones necesarias para conocer de 
estos procesos, conforme a la reglamentación que expida el Gobierno 
Nacional.

Artículo 7°. No prejudicialidad. El inicio, impulsión y finalización del 
proceso de insolvencia y de los asuntos sometidos a él, no dependerán ni 
estarán condicionados o supeditados a la decisión que haya de adoptarse 
en otro proceso, cualquiera sea su naturaleza. De la misma manera, la de-
cisión del proceso de insolvencia tampoco constituirá prejudicialidad.

Artículo 8°. Incidentes y actos de trámite. Las cuestiones accesorias 
que se susciten en el curso del proceso de insolvencia se resolverán si-
guiendo el procedimiento previsto en los artículos 135 a 139 del Código 
de Procedimiento Civil.

Los actos de trámite que deban surtirse dentro del proceso de insolven-
cia y que correspondan a actuaciones que no deben ser controvertidas por 
las demás partes del proceso, tales como expedición de copias, archivo 
y desglose de documentos, comunicación al promotor o liquidador de su 
designación como tal, entre otros, no requerirán la expedición de provi-
dencia judicial que así lo ordene o decrete y para su perfeccionamiento 
bastará con el hecho de dejar constancia en el expediente de lo actuado, lo 
cual tampoco requerirá notificación.

Artículo 9°. Supuestos de admisibilidad. El inicio del proceso de reor-
ganización de un deudor supone la existencia de una situación de cesación 
de pagos o de incapacidad de pago inminente.

1. Cesación de pagos. El deudor estará en cesación de pagos cuando: 
Incumpla el pago por más de noventa (90) días de dos (2) o más obli-

gaciones a favor de dos (2) o más acreedores, contraídas en desarrollo de 
su actividad, o tenga por lo menos dos (2) demandas de ejecución pre-
sentadas por dos (2) o más acreedores para el pago de obligaciones. En 
cualquier caso, el valor acumulado de las obligaciones en cuestión deberá 
representar no menos del diez por ciento (10%) del pasivo total a cargo 
del deudor a la fecha de los estados financieros de la solicitud, de confor-
midad con lo establecido para el efecto en la presente ley.

2. Incapacidad de pago inminente. El deudor estará en situación de 
incapacidad de pago inminente, cuando acredite la existencia de circuns-
tancias en el respectivo mercado o al interior de su organización o es-
tructura, que afecten o razonablemente puedan afectar en forma grave, 
el cumplimiento normal de sus obligaciones, con un vencimiento igual o 
inferior a un año. 

Parágrafo. En el caso de las personas naturales comerciantes o que de-
sarrollen actividades empresariales no procederá la causal de incapacidad 
de pago inminente. Para efectos de la cesación de pagos no contarán las 
obligaciones alimentarias, ni los procesos ejecutivos correspondientes a 
las mismas. 

CAPITULO II
Requisitos de inicio del proceso de reorganización

Artículo 10. Otros presupuestos de admisión. La solicitud de inicio 
del proceso de reorganización deberá presentarse, acompañada de los do-
cumentos que acrediten, además de los supuestos de cesación de pagos 
o de incapacidad de pago inminente, el cumplimiento de los siguientes 
requisitos:

1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar las 
causales de disolución, sin haber adoptado las medidas tendientes a sub-
sanarla. 

2. Estar cumpliendo con sus obligaciones de comerciante, establecidas 
en el Código de Comercio, cuando sea del caso.

3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener aprobado el cál-
culo actuarial y estar al día en el pago de las mesadas pensionales, bonos 
y títulos pensionales exigibles. 

4. No tener a cargo obligaciones vencidas por retenciones de carácter 
obligatorio, a favor de autoridades fiscales, por descuentos efectuados a 
los trabajadores, o por aportes al Sistema de Seguridad Social Integral.

Parágrafo. Las obligaciones por los conceptos indicados en los nume-
rales 3 y 4 del presente artículo, causadas durante el proceso, o las faci-
lidades celebradas con las respectivas entidades responsables sobre tales 
conceptos con anterioridad a la apertura del proceso concursal que haya 
suscrito el deudor para cumplir con el presupuesto para acceder al mismo, 
serán pagadas de preferencia, inclusive sobre los demás gastos de admi-
nistración.

Artículo 11. Legitimación. El inicio de un proceso de reorganización 
podrá ser solicitado únicamente por los siguientes interesados:

1. En la cesación de pagos, por el respectivo deudor, o por uno o va-
rios de sus acreedores titulares de acreencias incumplidas, o solicitada de 
oficio por la Superintendencia que ejerza supervisión sobre el respectivo 
deudor o actividad. 

2. En la situación de incapacidad de pago inminente, el inicio deberá 
ser solicitado por el deudor o por un número plural de acreedores externos 
sin vinculación con el deudor o con sus socios, 

3. Como consecuencia de la solicitud presentada por el representante 
extranjero de un proceso de insolvencia extranjero.

Parágrafo. La solicitud de inicio del proceso de reorganización y la 
intervención de los acreedores en el mismo, podrá hacerse directamente o 
a través de abogado.

Artículo 12. Matrices, Controlantes, Vinculados y Sucursales de socie-
dades extranjeras en Colombia. 

Una solicitud de inicio del proceso de reorganización podrá referirse 
simultáneamente a varios deudores vinculados entre sí por su carácter de 
matrices, controlantes o subordinados, o cuyos capitales estén integra-
dos mayoritariamente por las mismas personas jurídicas o naturales, sea 
que estas obren directamente o por conducto de otras personas. Para tales 
efectos, no se requerirá que la situación de control haya sido declarada o 
inscrita previamente en el registro mercantil.

El inicio de los procesos deberá ser solicitado ante la Superinten-
dencia de Sociedades de existir deudores sujetos a su competencia, que 
tengan un vínculo de subordinación o control, quien será la competente 
para conocer de los procesos de todos los deudores vinculados, sin per-
juicio de la posibilidad de celebrar acuerdos de reorganización indepen-
dientes.

El reconocimiento del proceso extranjero de insolvencia de la matriz o 
controlante de la sucursal extranjera establecida en Colombia, en la forma 
prevista en esta ley, dará lugar al inicio del proceso de reorganización de 
la sucursal.

Artículo 13. Solicitud de admisión. La solicitud de inicio del proceso 
de reorganización por parte del deudor o de este y sus acreedores deberá 
venir acompañada de los siguientes documentos:

1. Los cinco (5) estados financieros básicos, tratándose de comercian-
tes, correspondientes a los tres (3) últimos ejercicios y los dictámenes 
respectivos, si existieren,

2. Los cinco (5) estados financieros básicos, tratándose de comercian-
tes cortados al último día calendario del mes inmediatamente anterior a la 
fecha de la solicitud.

3. Un estado de inventario cortado en la misma fecha indicada en el 
numeral anterior, debidamente certificado y valorado.

4. Memoria explicativa de las causas que lo llevaron a la situación de 
insolvencia.

5. Un plan de negocios de reorganización del deudor que contemple no 
sólo la reestructuración financiera, sino también organizacional, operativa 
o de competitividad, conducentes a solucionar las razones por las cuales 
es solicitado el proceso, cuando sea del caso.

6. El proyecto de calificación y graduación de acreencias del deudor, 
en los términos previstos en el Título XL del Libro Cuarto del Código 
Civil y demás normas legales que lo modifiquen y adicionen, así como 
el proyecto de determinación de los derechos de voto correspondientes a 
cada acreedor.
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Parágrafo. Cuando la solicitud se presente por los acreedores se deberá 
acreditar mediante prueba siquiera sumaria la existencia, cuantía y fecha 
desde la cual están vencidas las obligaciones a cargo del deudor, o la exis-
tencia de los supuestos que configuran la incapacidad de pago inminente

Artículo 14. Admisión o Rechazo de la solicitud de inicio del proceso. 
Recibida la solicitud de inicio de un proceso de reorganización, el Juez del 
Concurso verificará el cumplimiento de los supuestos y requisitos legales 
necesarios para su presentación y trámite, y si está ajustada a la ley, la 
aceptará dentro de los tres (3) días siguientes a su presentación.

Si falta información exigida, el Juez del Concurso requerirá mediante 
oficio al solicitante para que, dentro de los diez (10) días siguientes, com-
plete lo que haga falta o rinda las explicaciones a que haya lugar. Este 
requerimiento interrumpirá los términos para que las autoridades compe-
tentes decidan. Desde la fecha en que el interesado aporte nuevos docu-
mentos e informaciones para satisfacer el requerimiento, comenzarán a 
correr otra vez los términos.

Cuando el requerimiento no sea respondido oportunamente o la res-
puesta no contenga las informaciones o explicaciones pedidas, será recha-
zada la solicitud. 

Si la solicitud es presentada por acreedores la autoridad competente 
requerirá al deudor para que, dentro de los treinta (30) días siguientes 
presente los documentos exigidos en la ley. 

Si la información allegada por el deudor no cumple dichos requisitos 
se le requerirá para que dentro de los diez (10) días siguientes los allegue 
al proceso. Si este requerimiento no se cumple, se ordenará la apertura del 
proceso de liquidación judicial u ordenará la remoción inmediata de los 
administradores. 

Artículo 15. Inicio de oficio. La Superintendencia de Sociedades podrá 
decretar de oficio el inicio de un proceso de reorganización en los siguien-
tes eventos:

1. Cuando una sociedad comercial sometida a su vigilancia o control 
incurra en la cesación de pagos prevista en la presente ley.

2.	 Como consecuencia de la solicitud expresa de otra autoridad que 
adelante funciones de inspección y vigilancia de empresas, cuando se 
cumpla el supuesto de cesación de pagos previsto en esta Ley.

3. Cuando o con ocasión del proceso de insolvencia de una vinculada, 
la situación económica de la sociedad matriz o controlante, filial o subsi-
diaria provoque la cesación de pagos de la vinculada.

Parágrafo 1º. El Juez Civil del Circuito podrá iniciar de manera oficio-
sa el proceso de reorganización en el evento establecido en el numeral 2) 
del presente artículo. 

Parágrafo 2º. Para la iniciación oficiosa del proceso de reorganización, 
el Juez del Concurso requerirá al deudor en los términos establecidos por 
el artículo anterior de la presente ley.

Artículo 16. Ineficacia de estipulaciones contractuales. Son ineficaces, 
sin necesidad de declaración judicial, las estipulaciones contractuales que 
tengan por objeto o finalidad impedir u obstaculizar directa o indirecta-
mente el inicio de un proceso de reorganización, mediante la terminación 
anticipada de contratos, la aceleración de obligaciones, la imposición de 
restricciones y, en general, a través de cualquier clase de prohibiciones, 
solicitud de autorizaciones o imposición de efectos desfavorables para el 
deudor que sea admitido al proceso de reorganización previsto en esta ley. 
Así mismo, toda estipulación que impida o dificulte la participación del 
deudor en licitaciones públicas o privadas, en igualdad de circunstancias.

Las discrepancias sobre los presupuestos de la ineficacia de una estipu-
lación, en el supuesto previsto en el presente artículo, serán decididas por 
el Juez del Concurso. 

De verificarse la ocurrencia de la ineficacia y haber intentado hacer 
efectiva la cláusula el acreedor, el pago de los créditos a su favor quedará 
legalmente postergado a la atención previa de todos los demás créditos 
dentro de dicho proceso, y el juez, de considerarlo necesario para el logro 
de los fines del proceso, podrá ordenar la cancelación inmediata de todas 
las garantías que hayan sido otorgadas por el deudor o por terceros para 
caucionar los créditos objeto de la ineficacia.

Artículo 17. Efectos de la presentación de la solicitud de admisión al 
proceso de reorganización con respecto al deudor. A partir de la fecha de 
presentación de la solicitud, se prohíbe a los administradores la adopción 

de reformas estatutarias; la constitución y ejecución de garantías o cau-
ciones que recaigan sobre bienes propios del deudor, incluyendo fiducias 
mercantiles o encargos fiduciarios; efectuar compensaciones, pagos, arre-
glos, desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo 
acuerdo de procesos en curso; conciliaciones o transacciones de ninguna 
clase de obligaciones a su cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes 
u operaciones que no correspondan al giro ordinario de los negocios del 
deudor o que se lleven a cabo sin sujeción a las limitaciones estatutarias 
aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los encargos fiduciarios 
que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al fiduciario en tal 
sentido; salvo que exista autorización previa, expresa y precisa del Juez 
del Concurso.

La autorización para la celebración, ejecución o modificación de cual-
quiera de las operaciones indicadas podrá ser solicitada por el deudor me-
diante escrito motivado ante el Juez del Concurso, según sea el caso. 

La celebración de fiducias mercantiles en garantía que contengan emi-
sión de títulos colocados a través del mercado público de valores, deberán 
obtener autorización de la autoridad competente.

La emisión de títulos colocados a través del mercado público de valo-
res, directamente o a través de patrimonios autónomos, deberán obtener 
adicionalmente la autorización de la autoridad competente.

En el caso de que la operación en cuestión corresponda a la ejecución 
de una fiducia mercantil en garantía que haga parte de la estructuración de 
una emisión de títulos colocados a través del mercado público de valores, 
la correspondiente solicitud deberá ser tramitada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia, y se formulará de conformidad con lo dispues-
to por la mayoría absoluta de los respectivos tenedores. Tratándose de 
la ejecución de fiducias mercantiles cuyos patrimonios autónomos estén 
constituidos por los bienes objeto de titularizaciones, colocadas a través 
del mercado público de valores, no se requerirá la autorización a que se 
refiere este artículo.

Parágrafo 1°. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contravención 
a lo dispuesto en el presente artículo dará lugar a la remoción de los ad-
ministradores, quienes serán solidariamente responsables de los daños y 
perjuicios causados a la sociedad, a los socios y acreedores. Así mismo, 
se podrá imponer multas sucesivas hasta de doscientos (200) salarios mí-
nimos mensuales legales vigentes al acreedor, al deudor y a sus adminis-
tradores, según el caso, hasta tanto sea reversada la operación respectiva; 
así como a la postergación del pago de sus acreencias. El trámite de dichas 
sanciones se adelantará de conformidad con el artículo 8° de esta ley, y no 
suspende el proceso de reorganización.

Parágrafo 2°. A partir de la admisión al proceso de insolvencia, de rea-
lizarse cualquiera de los actos a que hace referencia el presente artículo 
sin la respectiva autorización, será ineficaz de pleno derecho, sin perjuicio 
de las sanciones a los administradores señaladas en el parágrafo anterior.

CAPITULO III
Inicio del proceso

Artículo 18. Inicio del proceso de reorganización. El proceso de reor-
ganización comienza el día de expedición del auto de iniciación del pro-
ceso por parte del Juez del Concurso.

La providencia que decrete la iniciación del proceso de reorganización 
no será susceptible de ningún recurso. La que lo niegue sólo será suscepti-
ble del recurso de reposición, que podrá ser interpuesto por el deudor o el 
acreedor o acreedores solicitantes. Lo anterior sin perjuicio de lo estable-
cido en el parágrafo primero del artículo 6º de la presente ley.

Artículo 19. Providencia de inicio del proceso. La providencia que 
decreta el inicio del proceso de reorganización deberá comprender los si-
guientes aspectos:

1. Designar al promotor y poner a su disposición la totalidad de los 
documentos aportados con la solicitud de admisión al trámite.

2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorganiza-
ción en el registro mercantil de la Cámara de Comercio correspondiente 
al domicilio del deudor y de sus sucursales o en el registro que haga sus 
veces.

3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información 
aportada por el deudor y demás documentos y elementos de prueba que 
aporten los interesados, presente dentro de los veinte (20) días siguientes 
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al inicio del proceso de reorganización, el proyecto de calificación y gra-
duación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias 
causadas entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión 
al proceso y la fecha de inicio del proceso, so pena de la imposición de 
multas sucesivas o inicio del proceso de liquidación judicial.

4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir del ven-
cimiento del término anterior, del estado del inventario de los bienes del 
deudor, presentado con la solicitud de inicio del proceso, y del proyecto de 
calificación y graduación de créditos y derechos de voto mencionada en el 
anterior numeral, con el fin de que los acreedores puedan objetarlos.

5. Ordenar al deudor mantener a disposición de los acreedores, en su 
página electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Socie-
dades, o por cualquier otro medio idóneo que cumpla igual propósito, 
dentro de los diez (10) primeros días de cada mes, a partir del inicio de 
la negociación, los estados financieros básicos actualizados, y la infor-
mación relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la 
negociación, así como el estado actual del proceso de reorganización, so 
pena de multas.

6. Prevenir al deudor que, sin autorización del Juez del Concurso, no 
podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordi-
nario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, 
ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar 
reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.

7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares sobre 
los bienes del deudor y ordenar, en todo caso, la inscripción en el registro 
competente de la providencia de inicio del proceso de reorganización, res-
pecto de aquellos sujetos a esa formalidad. 

8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que informe 
sobre el inicio del proceso, en la sede y sucursales del deudor. 

9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través 
de los medios que estimen idóneos en cada caso, efectivamente infor-
men a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de reorganiza-
ción, transcribiendo el aviso que informe acerca del inicio expedido por 
la autoridad competente, incluyendo a los jueces que tramiten procesos 
de ejecución y restitución. En todo caso, deberá acreditar ante el Juez 
del Concurso el cumplimiento de lo anterior y siempre los gastos serán a 
cargo del deudor.

10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura al 
Ministerio de la Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, y a la Superintendencia que ejerza la vigilancia o control del 
deudor, para lo de su competencia.

11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al público 
y por un término de cinco (5) días, de un aviso que informe acerca del 
inicio del mismo, del nombre del promotor, la prevención al deudor que, 
sin autorización del Juez del Concurso, según sea el caso, no podrá reali-
zar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus 
negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos 
o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar reformas estatu-
tarias tratándose de personas jurídicas.

Parágrafo. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares de la 
mayoría absoluta de los votos, podrán, en cualquier momento, reemplazar 
al promotor designado por el Juez del Concurso, siempre y cuando este 
último haga parte de la lista elaborada por la Superintendencia de Socie-
dades.

CAPITULO IV
Efectos del inicio del proceso de reorganización

Artículo 20. Nuevos procesos de ejecución y procesos de ejecución en 
curso. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá 
admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso 
de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que 
hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán 
remitirse para ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las 
excepciones de mérito pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas 
como objeciones, para efectos de calificación y graduación y las medi-
das cautelares quedarán a disposición del Juez del Concurso, según sea el 
caso, quien determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse, 
según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomendación 

del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad 
operacional, debidamente motivada.

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las 
actuaciones surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, 
por auto que no tendrá recurso alguno.

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar in-
dividual o conjuntamente la nulidad del proceso al juez competente, para 
lo cual bastará aportar copia del certificado de la Cámara de Comercio, en 
el que conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la provi-
dencia de apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los 
incisos anteriores incurrirá en causal de mala conducta. 

Artículo 21. Continuidad de contratos. Por el hecho de la admisión de 
la solicitud de admisión al proceso de reorganización no podrá decretarse 
al deudor la terminación unilateral de ningún contrato. Tampoco podrá 
decretarse la caducidad administrativa, a no ser que el proceso de declara-
toria de dicha caducidad haya sido iniciado con anterioridad a esa fecha.

Los incumplimientos de obligaciones contractuales causadas con pos-
terioridad al inicio del proceso de reorganización, o las distintas al in-
cumplimiento de obligaciones objeto de dicho trámite, podrán alegarse 
para exigir su terminación, independientemente de cuando hayan ocurrido 
dichas causales.

El deudor admitido a un trámite de reorganización podrá buscar la re-
negociación, de mutuo acuerdo, de los contratos de tracto sucesivo de que 
fuera parte.

Cuando no sea posible la renegociación de mutuo acuerdo, el deudor 
podrá solicitar al Juez del Concurso, autorización para la terminación del 
contrato respectivo. La autorización podrá darse cuando el empresario 
acredite las siguientes circunstancias:

1. El contrato es uno de tracto sucesivo que aún se encuentra en proce-
so de ejecución;

2. Las prestaciones a cargo del deudor resultan excesivas, tomando en 
consideración el precio de las operaciones equivalentes o de reemplazo 
que el deudor podría obtener en el mercado al momento de la terminación. 
Al momento de la solicitud, el deudor deberá presentar:

a) Un análisis de la relación costo-beneficio para el propósito de la 
reorganización de llevarse a cabo la terminación, en la cual se tome en 
cuenta la indemnización a cuyo pago podría verse sujeto el deudor con 
ocasión de la terminación;

b) En caso de que el juez de concurso autorice la terminación del con-
trato, la indemnización respectiva se tramitará a través del procedimiento 
abreviado y el monto que resulte de la indemnización se incluirá en el 
acuerdo de reorganización, en la clase que corresponda. 

Artículo 22. Procesos de restitución de bienes operacionales arrenda-
dos y contratos de leasing. A partir de la apertura del proceso de reorgani-
zación no podrán iniciarse o continuarse procesos de restitución de tenen-
cia sobre bienes muebles o inmuebles con los que el deudor desarrolle su 
objeto social, siempre que la causal invocada fuere la mora en el pago de 
cánones, precios, rentas o cualquier otra contraprestación correspondiente 
a contratos de arrendamiento o de leasing. 

El incumplimiento en el pago de los cánones causados con posteriori-
dad al inicio del proceso podrá dar lugar a la terminación de los contratos 
y facultará al acreedor para iniciar procesos ejecutivos y de restitución, 
procesos estos en los cuales no puede oponerse como excepción el hecho 
de estar tramitándose el proceso de reorganización. 

Artículo 23. Suspensión de la causal de disolución por pérdidas. Du-
rante el trámite del proceso de reorganización queda suspendido de pleno 
derecho, el plazo dentro del cual pueden tomarse u ordenar las medidas 
conducentes al restablecimiento del patrimonio social, con el objeto de 
enervar la causal de disolución por pérdidas. 

En el acuerdo de reorganización deberá pactarse expresamente la for-
ma y términos como subsanarán dicha causal, incluyendo el documento 
de compromiso de los socios, cuando sea del caso.

CAPITULO V
Calificación y graduación de créditos y derechos de voto  

e inventario de bienes
Artículo 24. Calificación y graduación de créditos y derechos de voto. 

Para el desarrollo del proceso, el deudor deberá allegar con destino al pro-
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motor un proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto, en el cual estén detalladas claramente las obligaciones y los acree-
dores de las mismas, debidamente clasificados para el caso de los créditos, 
en los términos del Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás 
normas legales que lo modifiquen o adicionen.

Los derechos de voto, y solo para esos efectos, serán calculados, a 
razón de un voto por cada peso del valor de su acreencia cierta, sea o no 
exigible, sin incluir intereses, multas, sanciones u otros conceptos dis-
tintos del capital, salvo aquellas provenientes de un acto administrativo 
en firme, adicionándoles para su actualización la variación en el índice 
mensual de precios al consumidor certificado por el DANE, durante el 
período comprendido entre la fecha de vencimiento de la obligación y la 
fecha de corte de la calificación y graduación de créditos. En el caso de 
obligaciones pagadas en varios contados o instalamentos, serán actualiza-
das en forma separada.

En esta relación de acreedores deberá indicarse claramente cuáles de 
ellos son los vinculados al deudor, a sus socios, administradores o contro-
lantes, por cualquiera de las siguientes razones:

1. Parentesco, hasta cuarto grado de consanguinidad, segundo de afini-
dad o único civil;

2. Tener o haber tenido en los cinco últimos años accionistas, socios o 
asociados comunes;

3. Tener o haber tenido, en el mismo período indicado en el numeral 
anterior, representantes o administradores comunes;

4. Existencia de una situación de subordinación o grupo empresa-
rial.

Las reglas anteriores deberán aplicarse en todos los eventos donde haya 
lugar a la actualización de la calificación y graduación de créditos y los 
derechos de voto de los acreedores.

Artículo 25. Créditos. Los créditos a cargo del deudor deben ser re-
lacionados precisando quiénes son los acreedores titulares y su lugar de 
notificación, discriminando cuál es la cuantía del capital y cuáles son las 
tasas de interés, expresadas en términos efectivos anuales, correspondien-
tes a todas las acreencias causadas u originadas con anterioridad a la fecha 
de inicio del proceso.

Los créditos litigiosos y las acreencias condicionales, quedarán sujetos 
a los términos previstos en el acuerdo, en condiciones iguales a los de su 
misma clase y prelación legal, así como a las resultas correspondientes al 
cumplimiento de la condición o de la sentencia o laudo respectivo. En el 
entretanto, el deudor constituirá una provisión contable para atender su 
pago. 

Los fallos de cualquier naturaleza proferidos con posterioridad a la fir-
ma del acuerdo, por motivo de obligaciones objeto del proceso de reor-
ganización, no constituyen gastos de administración y serán pagados en 
los términos previstos en el mismo para los de su misma clase y prelación 
legal. En el evento de estar cancelados los de su categoría, procederá su 
pago, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del fallo.

Artículo 26. Acreencias no relacionadas por el deudor. Los acreedores 
cuyas obligaciones no hayan sido relacionadas en el inventario de acreen-
cias y en el correspondiente proyecto de reconocimiento y graduaciones 
de créditos y derechos de voto a que hace referencia esta ley y que no 
hayan formulado oportunamente objeciones a las mismas, sólo podrán 
hacerlas efectivas persiguiendo los bienes del deudor que queden una vez 
cumplido el acuerdo celebrado o cuando sea incumplido este, salvo que 
sean expresamente admitidos por los demás acreedores en el acuerdo de 
reorganización.

No obstante, las acreencias que, a sabiendas, no hubieren sido relacio-
nadas en el proyecto de reconocimiento y graduación de créditos y que 
no estuvieren registradas en la contabilidad, darán derecho al acreedor de 
perseguir solidariamente, en cualquier momento, a los administradores, 
contadores públicos y revisores fiscales, por los daños que le ocasionen, 
sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar. 

Artículo 27. Reglas especiales de votos. Los votos de los siguientes 
acreedores están sujetos a reglas especiales adicionales:

1. Los votos de las acreencias laborales serán los que correspondan a 
acreencias ciertas, establecidas en la ley, contrato de trabajo, convención 
colectiva, pacto colectivo o laudo arbitral, aunque no sean exigibles.

2. Los correspondientes a las acreencias derivadas de contratos de 
tracto sucesivo, solo incluirán los instalamentos causados y pendientes 
de pago. 

Artículo 28. Subrogación y cesión de acreencias. La subrogación legal 
o cesión de créditos traspasan al nuevo acreedor todos los derechos, accio-
nes, privilegios y accesorios en los términos del artículo 1670 del Código 
Civil. El adquirente de la respectiva acreencia será titular también de los 
votos correspondientes a ella.

Artículo 29. Objeciones. Del proyecto de reconocimiento y graduación 
de créditos y derechos de voto presentados por el promotor y del inven-
tario de bienes del deudor, se correrá traslado, en las oficinas del Juez del 
concurso o donde este determine, según sea el caso, por el término de diez 
(10) días.

Dentro del término de traslado previsto en el inciso anterior, los acree-
dores podrán presentar las objeciones, con relación a tales actuaciones, 
solicitando o allegando las pruebas que pretendan hacer valer.

Al día siguiente de vencido el término anterior, el Juez del concurso 
correrá traslado de las objeciones y observaciones por un término de cinco 
(5) días para que los interesados hagan los pronunciamientos que conside-
ren pertinentes, solicitando o allegando las pruebas a que haya lugar.

Una vez vencido dicho término, el promotor tendrá diez (10) días para 
provocar la conciliación de dichas objeciones. Dentro de los dos (2) días 
siguientes al vencimiento del término mencionado, el promotor informará 
al Juez del Concurso, el resultado de su gestión.

No presentadas objeciones, el Juez del Concurso declarará aprobado 
el inventario, reconocerá los créditos, establecerá los derechos de voto, y 
fijará plazo para la presentación del acuerdo.

Artículo 30. Decisión de objeciones. Si se presentaren objeciones, el 
Juez del Concurso procederá así:

1. Decretará y ordenará de oficio o a solicitud de los interesados la 
práctica de las pruebas que sean conducentes. 

2. Practicadas las pruebas en un tiempo no superior a treinta (30) días, 
convocará a audiencia en la cual resolverá las objeciones. En la misma 
providencia aprobará el inventario, reconocerá los créditos, asignará los 
derechos de voto y fijará plazo para la presentación del acuerdo.

3. La suspensión de la audiencia sólo podrá ser decretada por el Juez 
del Concurso cuando existan comprobados motivos que ameriten dicha 
suspensión, siempre en beneficio del proceso y en todo caso por un térmi-
no no mayor a diez (10) días.

Resueltas las objeciones, el Juez del concurso mediante providencia 
declarará aprobado el inventario valorado, la calificación y graduación 
de créditos, así como los derechos de voto, y fijará plazo para la presen-
tación del plan del acuerdo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
siguiente.

Igualmente, el deudor, con la mayoría absoluta de acreedores, podrán 
acordar la designación de un nuevo promotor.

CAPITULO VI
Acuerdo de reorganización

Artículo 31. Término para celebrar el acuerdo de reorganización. En 
la providencia de reconocimiento de créditos se señalará el plazo para 
celebrar el acuerdo, el cual, en principio, no será superior a cuatro (4) 
meses.

No obstante, antes del vencimiento del término indicado en el inciso 
anterior, el deudor y un número plural de acreedores que represente la ma-
yoría de los votos, podrán presentar una solicitud conjunta, debidamente 
motivada, para que sea concedida una prórroga en el plazo para celebrar 
el acuerdo, la cual en ningún caso podrá ser superior a dos (2) meses adi-
cionales a los inicialmente otorgados.

Esta misma regla aplicará para el evento de la no confirmación del 
acuerdo en la audiencia respectiva.

Para efectos de lo anterior, el promotor deberá informar acerca de esta 
situación, respaldada en una certificación expedida por el representante 
legal y el revisor fiscal o en ausencia de este funcionario por un contador 
público, donde acrediten que la sociedad viene cumpliendo con el pago 
oportuno de tales obligaciones.
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Dentro del plazo indicado para celebrar el acuerdo, el promotor con 
fundamento en el plan de reorganización de la empresa y el flujo de caja 
elaborado para atender el pago de las obligaciones, deberá presentar ante 
el Juez del Concurso, según sea el caso, un acuerdo de reorganización de-
bidamente aprobado por el voto favorable de un número plural de acree-
dores que representen, por lo menos, la mayoría absoluta de los votos ad-
mitidos. Dicha mayoría deberá, adicionalmente, conformarse de acuerdo 
con las siguientes reglas:

1. Existen cinco (5) clases de acreedores, compuestas respectivamen-
te por:

a) Los titulares de acreencias laborales;
b) Las entidades públicas y las instituciones de seguridad social;
c) Las instituciones financieras nacionales y demás entidades sujetas a 

la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia 
de carácter privado, mixto o público; y las instituciones financieras ex-
tranjeras; 

d) Acreedores internos, y
e) Los demás acreedores externos.
2. Deben obtener votos favorables provenientes de por lo menos de tres 

(3) clases de acreedores. 
3. En caso de que solo existan tres (3) clases de acreedores, la mayoría 

deberá conformarse con votos favorables provenientes de acreedores per-
tenecientes a dos (2) de ellas.

4. De existir solo dos (2) clases de acreedores, la mayoría deberá con-
formarse con votos favorables provenientes de ambas clases de acree-
dores.

Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es presenta-
do en el término previsto en este artículo, comenzará a correr de inmediato 
el término para celebrar el acuerdo de adjudicación.

El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de un 
número plural de acreedores que representen, por lo menos, el setenta y 
cinco por ciento (75%) de los votos no requerirá de las clases de acree-
dores votantes, establecida en las reglas contenidas en los numerales an-
teriores. 

Parágrafo. Para los efectos previstos en esta ley se consideran acreedo-
res internos los socios o accionistas de las sociedades, el titular de las cuo-
tas o acciones en la empresa unipersonal, y los titulares de participaciones 
en cualquier otro tipo de persona jurídica.

Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá derecho 
a un número de votos igual a su porcentaje de participación en el patrimo-
nio de la persona jurídica, deducidas las utilidades decretadas en especie 
y el monto de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido 
capitalizada, de conformidad con el balance cortado en la fecha en que se 
actualice la información destinada al Juez del Concurso.

La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el 
mismo porcentaje de votos requeridos para su aprobación y confirmación. 
Para el efecto, serán descontados de los votos originalmente determinados 
aquellas acreencias que ya hayan sido extinguidas en ejecución del acuer-
do de reorganización, permaneciendo los votos de los acreedores internos 
igual a los calculados para la primera determinación, con base en la fecha 
de inicio del proceso.

Artículo 32. Mayoría especial en el caso de las organizaciones em-
presariales y acreedores internos. Además de la mayoría exigida por el 
artículo anterior para la aprobación del acuerdo, cuando los acreedores 
internos o cuando uno o varios acreedores, pertenecientes a una misma 
organización o grupo empresarial emitan votos en un mismo sentido que 
equivalgan a la mayoría absoluta o más de los votos admisibles, la apro-
bación requerirá, además, del voto emitido en el mismo sentido por un 
número plural de acreedores de cualquier clase o clases que sea igual o 
superior al veinticinco por ciento (25%) de los votos restantes admitidos. 

Forman parte de una organización empresarial:
1. Las personas que tengan la calidad de matrices o controlantes y sus 

subordinadas, en los términos de los artículos 260 y 261 del Código de 
Comercio. 

2. Los empresarios y empresas anunciados ante terceros como “grupo”, 
“organización”, “agrupación”, “conglomerado” o expresión semejante.

3. Las personas naturales o jurídicas vinculadas por medio de contra-
tos de colaboración tales como sociedades de hecho, consorcios, uniones 
temporales y contrato de riesgo compartido, siempre y cuando exista ple-
na prueba sobre la existencia de tales contratos. 

Las discrepancias al respecto serán decididas por el Juez del Concurso, 
en la audiencia de confirmación. 

Cuando dos o más acreedores configuren una misma organización o 
grupo empresarial, deberán informar al promotor sobre el particular, a más 
tardar en la fecha de la audiencia de decisión de objeciones o en la fecha 
de la expedición de la providencia que fija el plazo para la celebración del 
acuerdo. En caso de incumplimiento de la anterior obligación, respecto de 
los acreedores que no hayan informado sobre la conformación de grupo 
empresarial, sus derechos de voto quedarán reducidos a la mitad.

Artículo 33. Mayoría especial para las rebajas al capital. Sin perjui-
cio de las mayorías establecidas en el artículo precedente, las prórrogas, 
plazos de gracia, quitas y condonaciones estipulados en el acuerdo, no 
podrán implicar que el pago de las acreencias objeto de reorganización 
sea inferior al valor del capital de las mismas, a menos que tales estipu-
laciones:

1. Sean aprobadas con el voto favorable de un número plural de acree-
dores que equivalga a no menos del sesenta por ciento (60%) de votos 
admisibles de los acreedores externos, de la clase cuyas acreencias serán 
afectadas y sin participación del voto de los acreedores internos; o

2. Cuenten con el consentimiento individual y expreso del respectivo 
acreedor, en el caso de no contar con la mayoría prevista en el numeral 
anterior.

Artículo 34. Contenido del acuerdo. Las estipulaciones del acuerdo 
deberán tener carácter general, en forma que no quede excluido ningún 
crédito reconocido o admitido, y respetarán para efectos del pago, la pre-
lación, los privilegios y preferencias establecidas en la ley.

Los créditos a favor de la DIAN y los demás acreedores de carácter 
fiscal no estarán sujetos a los términos del estatuto tributario y demás dis-
posiciones especiales, para efectos de determinar sus condiciones de pago 
y tasas, las cuales quedarán sujetas a las resultas del acuerdo de reorgani-
zación o de adjudicación.

El acuerdo deberá incluir, entre otras, cláusulas que regulen la con-
formación y funciones de un comité de acreedores con participación de 
acreedores internos y externos, que no tendrán funciones de administra-
ción ni coadministración de la empresa.

 Así mismo deberá pactarse la celebración de, por lo menos, una reunión 
anual de acreedores, con el fin de hacer seguimiento al cumplimiento del 
mismo, dando aviso oportuno de su convocatoria al Juez del concurso.

Parágrafo 1º. Los acuerdos de reorganización que suscriban los em-
pleadores que tengan a su cargo el pago de pasivos pensionales, deberán 
incluir un mecanismo de normalización de pasivos pensionales. Dichos 
mecanismos podrán consistir en la constitución de reservas adecuadas 
dentro de un plazo determinado, la conciliación, negociación y pago de 
pasivos, la conmutación pensional total o parcial y la constitución de pa-
trimonios autónomos, todo ello de conformidad con la ley y con la regla-
mentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.

Los mecanismos de normalización pensional podrán aplicarse volun-
tariamente en todos los casos en que sea procedente la normalización del 
pasivo pensional, aun cuando esta no sea realizada dentro de un proceso 
de insolvencia.

La Superintendencia que ejerza la inspección, vigilancia o control del 
empleador, autorizará el mecanismo que este elija para la normalización 
de su pasivo, previo el concepto favorable del Ministerio de la Protec-
ción Social. Los acuerdos de reorganización o los mecanismos de norma-
lización pensional que sean establecidos sin la autorización y el concepto 
mencionados, carecerán de eficacia jurídica.

Parágrafo 2º. Cuando sean otorgados créditos para financiar el pago de 
los pasivos pensionales o para realizar su conmutación, dichos créditos 
tendrán el mismo privilegio de los créditos laborales cuyo pago haya sido 
realizado o conmutado. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 117 de 
esta ley, este beneficio tendrá aplicación inmediata sin necesidad de que el 
beneficiario del crédito se encuentre adelantando o ejecutando un acuerdo 
concursal ya se trate de la Ley 222 de 1995 o de la Ley 550 de 1999 y se 
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hace extensivo a aquellos eventos en que se acuda a mecanismos de cré-
dito subordinado.

Parágrafo 3º. Los créditos fiscales a favor de la empresa insolvente 
podrán ser utilizados para atender las acreencias a favor del fisco.

Artículo 35. Audiencia de confirmación del acuerdo de reorganiza-
ción. Dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que el promotor 
radique el acuerdo de reorganización aprobado por los acreedores, el Juez 
del Concurso convocará a una audiencia de confirmación del acuerdo, la 
cual deberá ser realizada dentro de los cinco (5) días siguientes, para que 
los acreedores tengan la oportunidad de presentar sus observaciones ten-
dientes a que el Juez verifique su legalidad. 

Si el juez niega la confirmación, expresará las razones que tuvo para 
ello, y suspenderá la audiencia, por una sola vez y por un término máximo 
durante ocho (8) días, para que el acuerdo sea corregido y aprobado por 
los acreedores, de conformidad con lo ordenado, so pena del inicio del 
término para celebrar acuerdo de adjudicación.

Presentado debidamente dentro del plazo mencionado en el inciso an-
terior, el Juez, determinará dentro de los ocho (8) días siguientes, si lo 
confirma o no. Al vencimiento de tal término, será reanudada la audiencia 
de confirmación, en la cual se emitirá el fallo, que no será susceptible 
de recurso alguno. No presentado o no confirmado el acuerdo de reor-
ganización, el juez ordenará la celebración del acuerdo de adjudicación, 
mediante providencia en la cual fijará la fecha de extinción de la persona 
jurídica, la cual deberá enviarse de oficio para su inscripción en el registro 
mercantil.

Artículo 36. Inscripción del acta y levantamiento de medidas cautela-
res. El Juez del concurso, en la providencia de confirmación del acuerdo 
de reorganización y adjudicación, ordenará a las autoridades o entidades 
correspondientes la inscripción de la misma, junto con la parte pertinente 
del acta que contenga el acuerdo. 

En la misma providencia ordenará el levantamiento de las medidas 
cautelares vigentes, salvo que el acuerdo haya dispuesto otra cosa. 

Cuando el mismo tenga por objeto transferir, modificar, limitar el do-
minio u otro derecho real sobre bienes sujetos a registro, constituir gravá-
menes o cancelarlos, ordenará la inscripción de la parte pertinente del acta 
en el correspondiente registro, no siendo necesario el otorgamiento previo 
de ningún documento. 

Artículo 37. Plazo y confirmación del acuerdo de adjudicación. Ven-
cido el término para presentar el acuerdo de reorganización, sin que este 
haya sido presentado, o no confirmado el mismo, empezará a contarse un 
plazo máximo de treinta (30) días para que el promotor presente al Juez 
del Concurso, el acuerdo de adjudicación, al que hayan llegado los acree-
dores del deudor, incluyendo los gastos de administración.

Durante el término anterior, sólo podrán enajenarse los bienes perece-
deros del deudor que estén en riesgo inminente de deterioro, depositando 
el producto de la venta a orden del Juez del concurso. Los demás bienes 
podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría absoluta de los acreedores, 
autorización que en todo caso deberá ser confirmada por el Juez compe-
tente.

En el acuerdo de adjudicación pactarán la forma como serán adjudica-
dos los bienes del deudor, pagando primero las obligaciones causadas con 
posterioridad al inicio del proceso de insolvencia y luego las contenidas 
en la calificación y graduación aprobada. En todo caso deberán seguirse 
las reglas de adjudicación señaladas en esta ley.

El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la 
forma prevista en la presente ley para la aprobación del acuerdo de reor-
ganización, respetando en todo caso las prelaciones de ley y, en especial, 
las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el deudor acreditará 
estado actual de los gastos de administración y los necesarios para la eje-
cución del acuerdo y la forma de pago, respetándoles su prelación.

Si el acuerdo de adjudicación no es presentado ante el Juez del Concur-
so en el plazo previsto en la presente norma, se entenderá que los acree-
dores aceptan que la Superintendencia o el juez adjudiquen los bienes del 
deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bienes previstas en la 
presente Ley. 

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas 
normas de confirmación del acuerdo de reorganización, entendiéndose 

que, si no hay confirmación del de adjudicación, el Juez del Concurso 
procederá a adjudicar los bienes del deudor en los términos señalados en 
el inciso anterior. 

La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro de 
los quince (15) días siguientes a la audiencia de confirmación del acuerdo 
de adjudicación sin que el mismo haya sido confirmado o al vencimiento 
del plazo para su presentación observando los parámetros previstos en 
esta ley. Contra el acto que decrete la adjudicación de los bienes no pro-
cederá recurso alguno.

Parágrafo 1º. En todo caso, el Juez del Concurso ordenará la cancela-
ción de los gravámenes que pesen sobre los bienes adjudicados, incluyen-
do los de mayor extensión.

Parágrafo 2º. Respecto de los bienes que no forman parte del patrimo-
nio a adjudicar, se aplicará lo dispuesto a los bienes excluidos de confor-
midad con lo previsto en la presente ley para el proceso de liquidación 
judicial.

Artículo 38. Efectos de la no presentación o falta de confirmación del 
acuerdo de reorganización. Los efectos que producirá la no presentación 
o no confirmación del acuerdo serán los siguientes:

1. Disolución de la persona jurídica.
2. Separación de los administradores, quienes finalizarán sus funciones 

entregando la totalidad de los bienes y la contabilidad al promotor, quien 
para los efectos de celebración y culminación del acuerdo de adjudicación 
asumirá la representación legal de la empresa, a partir de su inscripción en 
el registro mercantil.

3. La culminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento 
diferido o de ejecución instantánea, no necesarios para la preservación de 
los activos, así como los contratos de fiducia mercantil o encargos fidu-
ciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre bienes 
propios y para amparar obligaciones propias o ajenas, salvo autorización 
para continuar su ejecución, impartida por el juez del proceso de liquida-
ción judicial.

4. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y los 
contratos de fiducia mercantil celebrados por el deudor, con el fin de ga-
rantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. El juez del 
proceso ordenará la cancelación de los certificados de garantía y la restitu-
ción de los bienes que conforman el patrimonio autónomo. Serán tenidas 
como obligaciones del fideicomitente las adquiridas por cuenta del patri-
monio autónomo.

Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del con-
trato, mediante oficio al notario competente que conserve el original de las 
escrituras pertinentes. La providencia respectiva será inscrita en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos, en la matrícula correspondiente. El 
acto de restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo 
será considerado sin cuantía, para efectos de derechos notariales, de regis-
tro y de timbre.

Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán tratados 
como acreedores con garantía prendaria o hipotecaria, de acuerdo con la 
naturaleza de los bienes fideicomitidos.

La restitución de los activos que conforman el patrimonio autónomo 
implica que la masa de bienes pertenecientes al deudor responderá por 
las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de conformidad con las 
prelaciones de ley aplicables al concurso.

La fiduciaria entregará los bienes al promotor dentro del plazo que el 
Juez del Concurso señale y no podrá alegar en su favor derecho de reten-
ción por concepto de comisiones, honorarios o remuneraciones derivadas 
del contrato.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará respecto de 
los contratos de fiducia mercantil que hagan parte de la estructuración de 
una emisión de títulos colocados a través del mercado público de valores, 
ni de patrimonios autónomos constituidos para adelantar procesos de titu-
larización a través del mercado público de valores.

Artículo 39. Publicidad y depósito del acuerdo. La providencia de 
confirmación ordenará la inscripción del acuerdo de reorganización o de 
adjudicación en el registro mercantil de la cámara de comercio correspon-
diente al domicilio del deudor y el de las sucursales que este posea o en 
el registro que haga sus veces, dentro de los tres (3) días siguientes a la 
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ejecutoria de la misma. Dicha inscripción no generará costo alguno y el 
texto completo del acuerdo deberá ser depositado en el expediente.

Todos los gastos derivados de la publicidad del proceso, de la negocia-
ción, de la celebración y de la ejecución de un acuerdo de reorganización 
o del acuerdo de adjudicación, con excepción de los avalúos solicitados 
por los acreedores, correrán por cuenta del deudor, sin perjuicio de estipu-
lación en contrario prevista en el acuerdo. 

CAPITULO VII 
Efectos, ejecución y terminación de los acuerdos  

de reorganización y de adjudicación
Artículo 40. Efecto general del acuerdo de reorganización y del acuer-

do de adjudicación. Como consecuencia de la función social de la empresa, 
los acuerdos de reorganización y los acuerdos de adjudicación celebrados 
en los términos previstos en la presente ley, serán de obligatorio cumpli-
miento para el deudor o deudores respectivos y para todos los acreedores, 
incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del acuerdo 
o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él. 

Artículo 41. Prelación de créditos y ventajas. En el acuerdo podrá mo-
dificarse la prelación de créditos, siempre que sean cumplidas las siguien-
tes condiciones:

1. La decisión sea adoptada con una mayoría superior al 60% de los 
votos admisibles.

2. Tenga como propósito facilitar la finalidad del acuerdo de reorgani-
zación.

3. No degrade la clase de ningún acreedor sino que mejore la categoría 
de aquellos que entreguen recursos frescos o que en general adopten con-
ductas que contribuyan a mejorar el capital de trabajo y la recuperación 
del deudor.

4. No afecte la prelación de créditos pensionales, laborales, de la segu-
ridad social, adquirentes de vivienda, sin perjuicio que un pensionado o 
trabajador, o cualquier otro acreedor, acepte expresamente los efectos de 
una cláusula del acuerdo referente a un derecho renunciable, siempre que 
ello conduzca a la recuperación de su crédito.

La prelación de las obligaciones de la DIAN y demás autoridades fis-
cales, podrá ser compartida a prorrata con aquellos acreedores que durante 
el proceso hayan entregado nuevos recursos al deudor o que se compro-
metan a hacerlo en ejecución del acuerdo, la cual será aplicada inclusi-
ve en el evento del proceso de liquidación judicial. Para tal efecto, cada 
peso nuevo suministrado dará prelación a un peso de la deuda anterior. La 
prelación no es aplicable por la capitalización de pasivos, ni por la mera 
continuación de los contratos de tracto sucesivo.

Para el caso de nuevas capitalizaciones que generen ingreso de recur-
sos frescos al deudor, durante el proceso y ejecución del acuerdo de reor-
ganización, los inversionistas que realicen tales aportes de capital, además 
de las ventajas anteriores, al momento de su liquidación, tendrán prelación 
en el reembolso de su remanente frente a otros aportes y hasta por el mon-
to de los nuevos recursos aportados.

Los acreedores que entreguen al deudor nuevos recursos, condonen 
parcialmente sus obligaciones, otorguen quitas, plazos de gracia espe-
ciales, podrán obtener, como contraprestación las ventajas que en el 
acuerdo se otorguen a todos aquellos que concedan los mismos benefi-
cios al deudor.

Parágrafo 1º. En el evento de no cumplirse el acuerdo de manera tal 
que satisfaga las obligaciones que han renunciado a prelación o preferen-
cia, estas recuperarán dicha prelación o preferencia cualquiera que sea la 
modalidad con la que concluya el proceso de insolvencia.

Parágrafo 2º. Los créditos laborales podrán capitalizarse siempre y 
cuando sus titulares convengan, individual y expresamente, las condicio-
nes, proporciones, cuantías y plazos en que se mantenga o modifique, total 
o parcialmente la prelación que le corresponde como acreencias privile-
giadas. En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización los cré-
ditos laborales capitalizados recuperan la prelación de primer grado para 
efectos del acuerdo de adjudicación y el de liquidación judicial.

Artículo 42. Flexibilización de las condiciones de aportes al capital. 
La suscripción y pago de nuevos aportes en el capital de los deudores rees-
tructurados, podrá hacerse en condiciones, proporciones y plazos distintos 

de los previstos en el Código de Comercio, sin exceder el plazo previsto 
para la ejecución del acuerdo.

La colocación de las participaciones sociales podrá hacerse por un pre-
cio de suscripción inferior al valor nominal, fijado con base en procesos de 
valoración técnicamente reconocidos, por avaluadores independientes.

La capitalización de acreencias y las daciones en pago requerirán el 
consentimiento individual del respectivo acreedor.

Artículo 43. Conservación y exigibilidad de gravámenes y de garantías 
reales y fiduciarias. En relación con las garantías reales y los contratos de 
fiducia mercantil y encargos fiduciarios que incluyan entre sus finalidades 
las de garantía y que estén vinculadas con acuerdos de reorganización, 
aplicarán las siguientes reglas:

1. Los créditos amparados por fiducias mercantiles y encargos fiducia-
rios se asimilan a los créditos de la segunda y tercera clase previstos en 
los artículos 2497 y 2499 del Código Civil, de acuerdo con la naturaleza 
de los bienes fideicomitidos o que formen parte del patrimonio autónomo, 
salvo cláusula expresamente aceptada por el respectivo acreedor que dis-
ponga otra cosa;

2. Durante la vigencia del acuerdo queda suspendida la exigibilidad 
de gravámenes y garantías reales y fiduciarias, constituidas por el deudor. 
La posibilidad de hacer efectivas tales garantías durante dicha vigencia, 
o la constitución de las mismas, tendrá que pactarse en el acuerdo, con 
la mayoría absoluta de los votos admisibles, adicionada con el voto del 
beneficiario o beneficiarios respectivos;

3. Si el acuerdo termina por incumplimiento, conforme a lo dispuesto 
en la presente ley, para efectos del proceso de liquidación judicial, queda 
restablecida de pleno derecho la preferencia de los gravámenes y garan-
tías reales y fiduciarias suspendidas, a menos que el acreedor beneficiario 
haya consentido en un trato distinto;

4. Si durante la ejecución del acuerdo son enajenados los bienes objeto 
de la garantía, el acreedor gozará de la misma prelación que le otorgaba 
el gravamen para que le paguen el saldo insoluto de sus créditos, hasta 
la concurrencia del monto por el cual haya sido enajenado el respectivo 
bien;

5. La constitución, modificación o cancelación de garantías, o la sus-
pensión o conservación de su exigibilidad derivadas del acuerdo, requerirá 
el voto del beneficiario respectivo y bastará la inscripción de la parte per-
tinente del mismo en el correspondiente registro, sin necesidad de otorgar 
nuevamente ningún otro documento y, salvo pacto en contrario, compar-
tirá proporcionalmente el mismo grado de todos aquellos acreedores que 
concedan las mismas ventajas al deudor. Para tales efectos, las cláusulas 
pertinentes del acuerdo prestarán mérito ejecutivo;

6. La estipulación de un acuerdo de reorganización que amplíe el plazo 
de aquellas obligaciones del deudor que cuenten con garantes personales 
o con cauciones reales constituidas sobre bienes distintos de los del deu-
dor, no pone fin a la responsabilidad de los garantes ni extingue dichas 
cauciones reales;

7. En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, el acree-
dor que cuente con garantías reales o personales constituidas por terceros 
para amparar créditos cuyo pago haya sido contemplado en el acuerdo, 
podrá iniciar procesos de cobro contra los garantes del deudor o continuar 
los que estén en curso al momento de la celebración del acuerdo.

Artículo 44. Reformas estatutarias y enajenación de establecimientos 
de comercio y disposición de activos dentro del acuerdo de reorganiza-
ción. Cuando el acuerdo de reorganización contenga cláusulas que refor-
men los estatutos del deudor persona jurídica, el mismo hará las veces 
de reforma estatutaria, sin que se requiera otra formalidad, cuya decisión 
deberá ser adoptada por parte del órgano competente al interior del con-
cursado, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos sociales, lo cual 
producirá efectos entre los asociados desde la confirmación del acuerdo, 
sin que sea posible impugnar la correspondiente decisión.

En caso de fusiones y escisiones, la adopción del acuerdo de reorgani-
zación en la forma prevista en la ley, excluye el ejercicio de los derechos 
previstos en los artículos 175 del Código de Comercio y 6º de La ley 222 
de 1995, así como las disposiciones especiales referentes a los tenedores 
de bonos; tampoco podrá ejercerse el derecho de retiro de socios previs-
to en el artículo 12 de la Ley 222 de 1995. Dicha exclusión es aplicable 
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únicamente a los derechos de los acreedores externos y socios de aquellos 
deudores mencionados en el acuerdo de reorganización, quedando a salvo 
los derechos de los acreedores y socios de otras personas jurídicas. 

En las enajenaciones de establecimientos de comercio de propiedad 
del deudor como consecuencia de un acuerdo de reorganización, no habrá 
lugar a la oposición de acreedores prevista en el artículo 530 del Código 
de Comercio. 

Para la inscripción en el registro mercantil de cualquiera de los actos 
contemplados en este artículo bastará que se presente a la Cámara de Co-
mercio correspondiente la parte pertinente del acuerdo que contenga la 
decisión.

Artículo 45. Causales de terminación del acuerdo de reorganización. 
El acuerdo de reorganización terminará en cualquiera de los siguientes 
eventos:

1. Por el cumplimiento de las obligaciones pactadas en el mismo. 
2. Si ocurre un evento de incumplimiento no subsanado en audiencia.
3. Por la no atención oportuna en el pago de las mesadas pensionales o 

aportes al sistema de seguridad social y demás gastos de administración.
Parágrafo. En el supuesto previsto en el numeral 1 de este artículo, el 

deudor informará de su ocurrencia al Juez del Concurso para que verifique 
la situación y decrete la terminación del acuerdo mediante providencia 
inscrita de oficio en la cámara de comercio del domicilio principal y su-
cursales del deudor, o en el que haga sus veces, y contra la cual sólo proce-
derá recurso de reposición. En los eventos descritos en los numerales 2º y 
3º, habrá lugar a la declaratoria de liquidación judicial, previa celebración 
de la audiencia de incumplimiento descrita a continuación.

Artículo 46. Audiencia de incumplimiento. Si algún acreedor o el deu-
dor denuncia el incumplimiento del acuerdo de reorganización o de los 
gastos de administración, el Juez del concurso verificará dicha situación y 
en caso de encontrarlo acreditado, requerirá al promotor para que, dentro 
de un término no superior a un (1) mes, actualice la calificación y gradua-
ción de créditos y derechos de voto, gestione las posibles alternativas de 
solución y presente al Juez del concurso el resultado de sus diligencias. 

Recibido el Informe del Promotor, el Juez del concurso, convocará al 
deudor y a los acreedores cuyos créditos no hayan sido pagados, a una 
audiencia para deliberar sobre la situación y decidir lo pertinente. 

Cuando el incumplimiento provenga de gastos de administración, debe 
ser subsanado con el consentimiento individual de cada acreedor, sin que 
sus créditos cuenten para efectos de voto.

Si la situación es resuelta, el Juez del concurso confirmará la alternati-
va de solución acordada y el promotor deberá cumplir con las formalida-
des previstas en la presente Ley. En caso contrario, el Juez del Concurso 
declarará terminado el acuerdo de reorganización y ordenará la apertura 
del trámite del proceso de liquidación judicial.

A partir de la fecha de convocatoria de la audiencia de incumplimiento, 
deberán suspenderse los pagos previstos en el acuerdo de reorganización, 
so pena de ineficacia de pleno derecho de los mismos.

CAPITULO VIII
Proceso de liquidación judicial

Artículo 47. Inicio. El proceso de liquidación judicial iniciará por:
a) Incumplimiento del acuerdo de reorganización, fracaso o incumpli-

miento del concordato o de un acuerdo de reestructuración de los regula-
dos por la Ley 550 de 1999;

b) Las causales de liquidación judicial inmediata previstas en la pre-
sente ley.

Artículo 48. Providencia de apertura. La providencia de apertura del 
proceso de liquidación judicial dispondrá:

1. El nombramiento de un liquidador, quien tendrá la representación 
legal, advirtiendo que su gestión deberá ser austera y eficaz.

2. La imposibilidad, a partir de la fecha de la misma, para que el deudor 
realice operaciones en desarrollo de su objeto, pues conservará su capa-
cidad jurídica únicamente para los actos necesarios a la inmediata liqui-
dación, sin perjuicio de aquellos que busquen la adecuada conservación 
de los activos. Los actos celebrados en contravención a lo anteriormente 
dispuesto, serán ineficaces de pleno derecho.

3. Las medidas cautelares sobre los bienes del deudor y ordenar al li-
quidador la inscripción en el registro competente de la providencia de 
inicio del proceso de liquidación judicial, respecto de aquellos sujetos a 
esa formalidad. 

4. La fijación por parte del Juez del concurso, en un lugar visible al 
público y por un término de diez (10) días, de un aviso que informe acer-
ca del inicio del mismo, el nombre del liquidador y el lugar donde los 
acreedores deberán presentar sus créditos. Copia del aviso será fijada en 
la página web de la Superintendencia de Sociedades, en la del deudor, 
en la sede, sucursales, agencias, por este y el liquidador durante todo el 
trámite.

5. Un plazo de veinte (20) días, a partir de la fecha de desfijación del 
aviso que informa sobre la apertura del proceso de liquidación judicial, 
para que los acreedores presenten su crédito al liquidador, allegando prue-
ba de la existencia y cuantía del mismo. Cuando el proceso de liquidación 
judicial sea iniciado como consecuencia del incumplimiento del acuerdo 
de reorganización, de liquidación judicial, fracaso o incumplimiento del 
concordato o de un acuerdo de reestructuración, los acreedores recono-
cidos y admitidos en ellos, se entenderán presentados en tiempo al liqui-
dador, en el proceso de liquidación judicial. Los créditos no calificados y 
graduados en el acuerdo de reorganización y los derivados de gastos de 
administración, deberán ser presentados al liquidador.

6. Transcurrido el plazo previsto en el numeral anterior, el liquidador, 
dentro de los quince (15) días siguientes, remitirá al Juez del Concurso to-
dos los documentos que le hayan presentado los acreedores y el proyecto 
de graduación y calificación de créditos, con el fin de que aquel, dentro de 
los quince (15) días siguientes, emita auto que reconozca los mismos, de 
no haber objeciones. De haberlas, se procederá de igual manera que para 
lo establecido en el proceso de reorganización.

7. La remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio 
de Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, 
y a la superintendencia que ejerza vigilancia o control, para lo de su com-
petencia.

8. Inscribir en el registro mercantil de la cámara de comercio del domi-
cilio del deudor y sus sucursales, el aviso que informa sobre la expedición 
de la providencia de inicio del proceso de liquidación judicial.

9. Oficiar a los jueces que conozcan de procesos de ejecución o de 
aquellos en los cuales se esté ejecutando la sentencia.

10.	 Ordenar al liquidador la elaboración del inventario de los activos 
del deudor, el cual deberá elaborar el liquidador en un plazo máximo de 
treinta (30) días a partir de su posesión. Los bienes serán avaluados por 
expertos designados de listas elaboradas por la Superintendencia de So-
ciedades.

11. Una vez vencido el término, el liquidador entregará al juez concur-
sal el inventario para que este le corra traslado por el término de diez (10) 
días.

Artículo 49. Apertura del proceso de liquidación judicial inmediata. 
Procederá de manera inmediata en los siguientes casos: 

1. Cuando el deudor lo solicite directamente, o cuando incumpla su 
obligación de entregar oportunamente la documentación requerida, como 
consecuencia de la solicitud a un proceso de insolvencia por parte de un 
acreedor.

2. Cuando el deudor abandone sus negocios.
3. Por solicitud de la autoridad que vigile o controle a la respectiva 

empresa.
4. Por decisión de la Superintendencia de Sociedades adoptada de ofi-

cio o como consecuencia de la solicitud de apertura de un proceso de reor-
ganización, o cuando el deudor no actualice el proyecto de reconocimien-
to y graduación de créditos y derechos de voto requerida en la providencia 
de inicio del proceso de reorganización.

5. A petición conjunta del deudor y de un número plural de acreedores 
titular de no menos del cincuenta por ciento (50%) del pasivo externo.

6. Solicitud expresa de inicio del trámite del proceso de liquidación 
judicial por parte de una autoridad o representante extranjero, de confor-
midad con lo dispuesto en la presente ley.
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7. Tener a cargo obligaciones vencidas, por concepto de mesadas pen-
sionales, retenciones de carácter obligatorio a favor de autoridades fis-
cales, descuentos efectuados a los trabajadores, o aportes al Sistema de 
Seguridad Social Integral, sin que las mismas fuesen subsanadas dentro 
del término indicado por el Juez del concurso, que en ningún caso será 
superior a tres (3) meses.

8. La providencia judicial que decreta la apertura inmediata del trámite 
del proceso de liquidación judicial no admite ningún recurso, con excep-
ción de la causal prevista en los numerales 2º y 7° de este artículo, evento 
en el que sólo cabrá el recurso de reposición.

Si el Juez del Concurso verifica previamente que el deudor no cumple 
con sus deberes legales, especialmente en cuanto a llevar contabilidad 
regular de sus negocios, conforme a las leyes vigentes, podrá ordenar la 
liquidación del ente, caso en el cual los acreedores podrán demandar la 
responsabilidad subsidiaria de los administradores, socios o controlantes.

Artículo 50. Efectos de la apertura del proceso de liquidación judicial. 
La declaración judicial del proceso de liquidación judicial produce:

1. La disolución de la persona jurídica. En consecuencia, para todos 
los efectos legales, esta deberá anunciarse siempre con la expresión “en 
liquidación judicial”.

2. La cesación de funciones de los órganos sociales y de fiscalización 
de la persona jurídica, si los hubiere.

3. La separación de todos los administradores.
4. La terminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento 

diferido o de ejecución instantánea, no necesarios para la preservación de 
los activos, así como los contratos de fiducia mercantil o encargos fidu-
ciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre bienes 
propios y para amparar obligaciones propias o ajenas, salvo autorización 
para continuar su ejecución, impartida por el Juez del Concurso.

5. La terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente 
pago de las indemnizaciones a favor de los trabajadores, de conformidad 
con lo previsto en el Código Sustantivo del Trabajo, para lo cual no será 
necesaria autorización administrativa o judicial alguna quedando sujetas 
a las reglas del concurso, las obligaciones derivadas de dicha finalización 
sin perjuicio de las preferencias y prelaciones que les correspondan.

6. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura del 
proceso de liquidación judicial al Ministerio de la Protección Social, con 
el propósito de velar por el cumplimiento de las obligaciones laborales.

7. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y los 
contratos de fiducia mercantil celebrados por el deudor, con el fin de ga-
rantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. El juez del 
proceso ordenará la cancelación de los certificados de garantía y la restitu-
ción de los bienes que conforman el patrimonio autónomo. Serán tenidas 
como obligaciones del fideicomitente las adquiridas por cuenta del patri-
monio autónomo.

Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del con-
trato, mediante oficio al notario competente que conserve el original de las 
escrituras pertinentes. La providencia respectiva será inscrita en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos, en la matrícula correspondiente. El 
acto de restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo 
se considerará sin cuantía, para efectos de derechos notariales, de registro 
y de timbre.

Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán tratados 
como acreedores con garantía prendaria o hipotecaria, de acuerdo con la 
naturaleza de los bienes fideicomitidos.

La restitución de los activos que conforman el patrimonio autónomo 
implica que la masa de bienes pertenecientes al deudor, responderá por 
las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de conformidad con las 
prelaciones de ley aplicables al concurso.

La fiduciaria entregará los bienes al liquidador dentro del plazo que 
el juez del proceso de liquidación judicial señale y no podrá alegar en su 
favor derecho de retención por concepto de comisiones, honorarios o re-
muneraciones derivadas del contrato.

8. La interrupción del término de prescripción y la inoperancia de la 
caducidad de las acciones respecto de las obligaciones que contra el deu-
dor o contra sus codeudores, fiadores, avalistas, aseguradores, emisores de 
cartas de crédito o cualquier otra persona que deba cumplir la obligación, 

estuvieren perfeccionadas o sean exigibles desde antes del inicio del pro-
ceso de liquidación judicial.

9. La exigibilidad de todas las obligaciones a plazo del deudor. La 
apertura del proceso de liquidación judicial del deudor solidario no con-
llevará la exigibilidad de las obligaciones solidarias respecto de los otros 
codeudores.

10. La prevención a los deudores del concursado de que sólo pueden 
pagar al liquidador, advirtiendo la ineficacia del pago hecho a persona 
distinta.

11. La prohibición para administradores, asociados y controlantes de 
disponer de cualquier bien que forme parte del patrimonio liquidable del 
deudor o de realizar pagos o arreglos sobre obligaciones anteriores al ini-
cio del proceso de liquidación judicial, a partir de la fecha de la provi-
dencia que lo decrete, so pena de ineficacia, cuyos presupuestos serán 
reconocidos por el Juez del concurso, sin perjuicio de las sanciones que 
aquellos le impongan.

12. La remisión al Juez del concurso de todos los procesos de ejecu-
ción que estén siguiéndose contra el deudor, hasta antes de la audiencia de 
decisión de objeciones, con el objeto de que sean tenidos en cuenta para 
la calificación y graduación de créditos y derechos de voto. Con tal fin, el 
liquidador oficiará a los jueces de conocimiento respectivos. La continua-
ción de los mismos por fuera de la actuación aquí descrita será nula, cuya 
declaratoria corresponderá al Juez del concurso. 

Los procesos de ejecución incorporados al proceso de liquidación ju-
dicial, estarán sujetos a la suerte de este y deberán incorporarse antes del 
traslado para objeciones a los créditos.

Cuando se remita un proceso de ejecución en el que no se hubiesen 
decidido en forma definitiva las excepciones de mérito propuestas estas 
serán consideradas objeciones y tramitadas como tales.

13. La preferencia de las normas del proceso de liquidación judicial 
sobre cualquier otra que le sea contraria.

Artículo 51. Promitentes compradores de inmuebles destinados a vi-
vienda. Los promitentes compradores de bienes inmuebles destinados a 
vivienda, deberán comparecer al proceso dentro de la oportunidad legal, a 
solicitar la ejecución de la venta prometida.

En tal caso, el Juez del Concurso, ordenará al liquidador el otorga-
miento de la escritura pública de compraventa, previa consignación a sus 
órdenes del valor restante del precio si lo hubiere, y de las sanciones con-
tractuales e intereses de mora generados por el no cumplimiento, para lo 
cual procederá al levantamiento de las medidas cautelares que lo afecten.

La misma providencia dispondrá la cancelación de la hipoteca de ma-
yor extensión que afecte el inmueble, así como la entrega material, si la 
misma no se hubiere producido.

Los recursos obtenidos como consecuencia de esta operación deberán 
destinarse de manera preferente a la atención de los gastos de administra-
ción y las obligaciones de la primera clase.

El Juez del Concurso autorizará el otorgamiento de la escritura pública, 
si con los bienes restantes queda garantizado el pago de los gastos de ad-
ministración y de las obligaciones privilegiadas. De no poder cumplirse la 
obligación prometida, procederá la devolución de las sumas pagas por el 
promitente comprador siguiendo las reglas de prelación de créditos. 

Artículo 52. Prorratas e hipotecas de mayor extensión. Cuando la 
actividad del deudor incluya la construcción de inmuebles destinados a 
vivienda y la propiedad de los mismos hubiera sido transferida al adqui-
rente estando pendiente la cancelación de la hipoteca de mayor extensión, 
el propietario comparecerá al proceso dentro de la oportunidad procesal 
correspondiente y, previa acreditación del pago de la totalidad del precio, 
el Juez del Concurso dispondrá la cancelación del gravamen de mayor 
extensión. 

Artículo 53. Inventario de bienes, reconocimiento de créditos y dere-
chos de voto. El liquidador procederá a actualizar los créditos reconocidos 
y graduados y el inventario de bienes en el acuerdo de reorganización y a 
incorporar los créditos calificados y graduados en el concordato, si fuere 
el caso, los derechos de votos y los créditos en el acuerdo de reorganiza-
ción fallido y a realizar el inventario de bienes en estos dos últimos, desde 
la fecha del vencimiento de la obligación hasta la de inicio del proceso de 
liquidación judicial, en los términos previstos en la presente ley.
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En el caso del proceso de liquidación judicial inmediata, o respecto a 
los gastos causados con posterioridad a la admisión al acuerdo de reorga-
nización, el acuerdo de reestructuración o el concordato, tendrá aplicación 
lo dispuesto en esta Ley en materia de elaboración de inventarios por parte 
del liquidador y presentación de acreencias.

En el proceso de liquidación judicial, el traslado del reconocimiento 
de créditos, del inventario de los bienes del deudor y las objeciones a los 
mismos serán tramitados en los mismos términos previstos en la presente 
ley para el acuerdo de reorganización.

Parágrafo. El liquidador, al determinar los derechos de voto, no incluirá 
a los acreedores internos, de conformidad con las reglas para los derechos 
de voto de los acreedores internos establecidos en esta ley.

Artículo 54. Medidas cautelares. Las medidas cautelares practicadas y 
decretadas sobre bienes del deudor, continuarán vigentes y deberán inscri-
birse a órdenes del juez del proceso de liquidación judicial. 

De haberse practicado diligencias de secuestro, el juez, previa remi-
sión del proceso al liquidador, ordenará efectuar el relevo inmediato de 
los secuestres designados, ordenando para ello la entrega de los bienes 
al liquidador con la correspondiente obligación del secuestre de rendir 
cuentas comprobadas de su gestión ante el juez del proceso de liquidación 
judicial y para tal efecto presentará una relación de los bienes entregados 
en la diligencia de secuestro, indicando su estado y ubicación, así como 
una memoria detallada de las actividades realizadas durante el período de 
la vigencia de su cargo. Así mismo, el secuestre deberá consignar a órde-
nes del juez del proceso de liquidación judicial, en la cuenta de depósitos 
judiciales, los rendimientos obtenidos en la administración de los bienes. 

Artículo 55. Bienes excluidos. No formarán parte del patrimonio a li-
quidar los siguientes bienes:

1. Las mercancías que tenga el deudor en su poder a título de comi-
sión.

2. Los títulos de crédito entregados al deudor para su cobranza y los 
que haya adquirido por cuenta de otro, siempre y cuando estén emitidos o 
endosados directamente a favor del comitente.

3. El dinero remitido al deudor fuera de cuenta corriente, en desarrollo 
de una comisión o mandato del comitente o mandante.

4. Las mercancías que el deudor haya adquirido al fiado, mientras no se 
haya producido su entrega.

5. Los bienes que tenga el deudor en calidad de depositario.
6. Las prestaciones que por cuenta ajena estén debiendo al deudor a la 

fecha de la apertura del proceso, de proceso de liquidación judicial, si del 
hecho hubiere por lo menos un principio de prueba.

7. Los documentos que estén en poder del deudor, siempre que los hu-
biere recibido por cuenta de un comitente, aún cuando no estén otorgados 
a favor de este.

8. En general, las especies que aún encontrándose en poder del deudor, 
pertenezcan a otra persona, para lo cual deberá acreditar prueba suficiente.

9. Los bienes inmuebles destinados a vivienda respecto de los cuales 
el deudor hubiere otorgado la escritura pública de venta que no estuviere 
registrada. En atención a esa circunstancia, el Juez del Concurso, previa 
solicitud del adquirente, dispondrá el levantamiento de la cautela que re-
caiga sobre el inmueble, a fin de facilitar la inscripción del título en la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados.

En el evento que el adquirente tenga sumas pendientes de cancelar 
como consecuencia de la operación, el levantamiento de la cautela queda-
rá condicionado a la previa consignación por su parte a órdenes del Juez 
del Concurso del saldo por pagar.

Si los bienes descritos en este numeral están gravados con hipoteca de 
mayor extensión constituida por el deudor a favor de un acreedor para ga-
rantizar las obligaciones por él contraídas, el Juez del Concurso dispondrá, 
a solicitud de los acreedores, de manera simultánea con el levantamiento 
de la cautela y la cancelación del gravamen de mayor extensión.

Artículo 56. Proceso para entregar bienes excluidos. Para la entrega 
de los bienes que no forman parte del patrimonio a liquidar por parte del 
liquidador, el solicitante, antes de que tales bienes hayan sido enajenados 
o adjudicados, deberá obtener previa autorización del Juez del concurso, 
acompañando prueba del derecho que le asiste.

Cumplidos los requisitos anteriores, procederá la entrega, para lo cual 
el liquidador levantará un acta en la que identificará el bien que excluye, 
así como el estado del mismo, la que deberá suscribirse por el liquidador 
y quien reciba. 

Artículo 57. Enajenación de activos y plazo para presentar el acuerdo 
de adjudicación. En un plazo de dos (2) meses contados a partir de la 
fecha en que quede en firme la calificación y graduación de créditos y el 
inventario de bienes del deudor, el liquidador procederá a enajenar los ac-
tivos inventariados por un valor no inferior al del avalúo, en forma directa 
o acudiendo al sistema de subasta privada.

Con relación a los dineros recibidos y los activos no enajenados, el 
liquidador tendrá un plazo máximo de treinta (30) días para presentar al 
Juez del Concurso, el acuerdo de adjudicación al que hayan llegado los 
acreedores del deudor.

El acuerdo de adjudicación requiere, además de la aprobación de los 
acreedores, la confirmación del Juez del Concurso, impartida en audiencia 
que será celebrada en los términos y para los fines previstos en esta ley 
para la audiencia de confirmación del acuerdo de reorganización. 

De no aprobarse el citado acuerdo, el Juez dictará la providencia de 
adjudicación dentro de los quince (15) días siguientes al vencimiento del 
término anterior.

Artículo 58. Reglas para la adjudicación. Los bienes no enajenados 
por el liquidador, de conformidad con lo previsto en el artículo anterior, 
serán adjudicados a los acreedores mediante providencia motivada, de 
conformidad con las siguientes reglas:

1. La totalidad de los bienes a adjudicar, incluyendo el dinero existente 
y el obtenido de las enajenaciones, será repartido con sujeción a la prela-
ción legal de créditos.

2. Respetará la igualdad entre los acreedores, adjudicando en lo posible 
a todos y cada uno de la misma clase, en proporción a su respectivo crédi-
to, cosas de la misma naturaleza y calidad.

3. En primer lugar será repartido el dinero, enseguida los inmuebles, 
posteriormente los bienes muebles corporales y finalmente las cosas in-
corporales.

4. Habrá de preferirse la adjudicación en bloque o en estado de unidad 
productiva. Si no pudiera hacerse en tal forma, los bienes serán adjudica-
dos en forma separada, siempre con el criterio de generación de valor.

5. La adjudicación de bienes a varios acreedores será realizada en co-
mún y proindiviso en la proporción que corresponda a cada uno.

6. El juez del proceso de liquidación judicial hará la adjudicación apli-
cando criterios de semejanza, igualdad y equivalencia entre los bienes, 
con el propósito de obtener el resultado más equitativo posible.

Con la adjudicación, los acreedores adquieren el dominio de los bienes, 
extinguiéndose las obligaciones del deudor frente a cada uno de ellos, 
hasta concurrencia del valor de los mismos.

Para la transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos a re-
gistro, bastará la inscripción de la providencia de adjudicación en el co-
rrespondiente registro, sin necesidad de otorgar ningún otro documento o 
paz y salvo. Dicha providencia será considerada sin cuantía para efectos 
de timbre, impuestos y derechos de registro, sin que al nuevo adquirente 
se le pueda hacer exigibles las obligaciones que pesen sobre los bienes 
adjudicados o adquiridos. 

Tratándose de bienes muebles, la tradición de los mismos operará por 
ministerio de la ley, llevada a cabo a partir del décimo (10) día siguiente a 
la ejecutoria de la providencia.

El liquidador procederá a la entrega material de los bienes muebles e 
inmuebles dentro de los treinta (30) días siguientes a la celebración de la 
adjudicación o de la expedición de la providencia de adjudicación, en el 
estado en que se encuentren.

Parágrafo: La obligaciones que se deriven para el adquirente sobre los 
bienes adjudicados serán las que se causen a partir de la ejecutoria de 
la providencia que apruebe la enajenación o adjudicación del respectivo 
bien. 

Artículo 59. Pagos, adjudicaciones y rendición de cuentas. Dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de la providencia de adjudica-
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ción de bienes, el acreedor destinatario que opte por no aceptar la adjudi-
cación deberá informarlo al liquidador. 

Vencido este término, el liquidador, de manera inmediata, deberá in-
formar al Juez del Concurso cuáles acreedores no aceptaron recibir los 
bienes, evento en el cual se entenderá que estos renuncian al pago de su 
acreencia dentro del proceso de liquidación judicial y, en consecuencia, el 
juez procederá a adjudicar los bienes a los acreedores restantes, respetan-
do el orden de prelación.

Los bienes no recibidos se destinarán al pago de los acreedores que 
acepten la adjudicación hasta concurrencia del monto de sus créditos re-
conocidos y calificados.

Los bienes remanentes serán adjudicados a los socios o accionistas de 
una sociedad a prorrata de sus aportes, para el caso de las personas ju-
rídicas o al deudor en el caso de las personas naturales comerciantes o 
propietarias de una empresa. Los bienes no recibidos por los socios o ac-
cionistas o por la persona natural comerciante o que desarrolle actividades 
empresariales, serán adjudicados a una entidad pública de beneficencia 
del domicilio del deudor o, en su defecto, del lugar más cercano. Los 
bienes no recibidos por aquellas dentro de los diez (10) días siguientes a 
su adjudicación serán considerados vacantes o mostrencos según su natu-
raleza y recibirán el tratamiento legal respectivo. 

El liquidador, una vez ejecutadas las órdenes incluidas en el auto de 
adjudicación de bienes, respetando los plazos señalados en el artículo 
anterior, deberá presentar al juez del proceso de liquidación judicial una 
rendición de cuentas finales de su gestión, donde incluirá una relación 
pormenorizada de los pagos efectuados, acompañada de las pruebas per-
tinentes.

No obstante, previa autorización del Juez del Concurso, y respetando la 
prelación y los privilegios de ley, al igual que las reglas de la adjudicación 
previstas en esta ley, el liquidador podrá solicitar al juez autorización para 
la cancelación anticipada de obligaciones a cargo del deudor y a favor de 
acreedores cuyo crédito haya quedado en firme.

Artículo 60. Obligaciones a cargo de los socios. Cuando sean insufi-
cientes los activos para atender el pago de los pasivos de la entidad deu-
dora, el liquidador deberá exigir a los socios el pago del valor de los ins-
talamentos de las cuotas o acciones no pagadas y el correspondiente a la 
responsabilidad adicional pactada en los estatutos.

Para los efectos de este artículo, el liquidador promoverá proceso eje-
cutivo contra los socios, el cual tramitará ante el juez que conozca del 
proceso de liquidación judicial. En estos procesos, el título ejecutivo lo 
integrará la copia de los inventarios y avalúos en firme y una certificación 
de contador público o de revisor fiscal, si lo hubiere, que acredite la insu-
ficiencia de los activos y la cuantía de la prestación a cargo del socio. 

No obstante, los socios podrán proponer como excepción la suficiencia 
de los activos sociales, o el hecho de que no fueron destinados al pago del 
pasivo externo de la sociedad.

Artículo 61. De los controlantes. Cuando la situación de insolvencia 
o de liquidación judicial, haya sido producida por causa o con ocasión 
de las actuaciones que haya realizado la sociedad matriz o controlante 
en virtud de la subordinación y en interés de esta o de cualquiera de sus 
subordinadas y en contra del beneficio de la sociedad en reorganización 
o proceso de liquidación judicial, la matriz o controlante responderá en 
forma subsidiaria por las obligaciones de aquella. Se presumirá que la 
sociedad está en esa situación concursal, por las actuaciones derivadas del 
control, a menos que la matriz o controlante o sus vinculadas, según el 
caso, demuestren que esta fue ocasionada por una causa diferente. 

El Juez de Concurso conocerá, a solicitud de parte, de la presente ac-
ción, la cual se tramitará mediante procedimiento abreviado. Esta acción 
tendrá una caducidad de cuatro (4) años.

Artículo 62. Exoneración de gravámenes. La adjudicación de bienes a 
pensionados y trabajadores no será un ingreso constitutivo de renta ni de 
ganancia ocasional para efectos tributarios.

En la adjudicación de bienes a los acreedores no habrá lugar a la obli-
gación legal de retención en la fuente.

En adición a las excepciones previstas en el artículo 191 del Estatuto 
Tributario, en caso de declaración judicial de liquidación judicial, el deu-
dor no estará sometido al régimen de la renta presuntiva.

Artículo 63. Terminación. El proceso de liquidación judicial ter-
minará:

1. Ejecutoriada la providencia de adjudicación;
2. Por la celebración de un acuerdo de reorganización.
Cumplido lo anterior, dispondrá el archivo del expediente, sin perjui-

cio de la responsabilidad civil y penal que proceda contra el deudor, los 
administradores, socios y el liquidador, y ordenará la inscripción de la 
providencia en el registro mercantil o en el que corresponda. La anotación 
indicada extinguirá la persona jurídica de la deudora.

Artículo 64. Adjudicación adicional. Cuando después de terminado el 
proceso de liquidación judicial, aparezcan nuevos bienes del deudor, o 
cuando el juez del proceso de liquidación judicial dejó de adjudicar bienes 
inventariados, habrá lugar a una adjudicación adicional conforme a las 
siguientes reglas:

1. Podrá formular la solicitud cualquiera de los acreedores reconocidos 
o el liquidador, haciendo una relación de los nuevos bienes, acompañando 
las pruebas a que hubiere lugar.

2. De la adjudicación adicional conocerá el mismo Juez del Concurso 
ante quien cursó el proceso de liquidación judicial, sin necesidad de re-
parto.

3. El juez del proceso de liquidación judicial informará de la solicitud a 
los acreedores insolutos distintos del solicitante y adelantará la actuación 
en el mismo expediente.

4. Una vez establecida la existencia de los bienes, ordenará al liquida-
dor que proceda a valorar el inventario en los términos de la presente ley, 
sin que sea necesaria la intervención de los acreedores.

5. Una vez acreditada esta circunstancia, el juez del proceso de liqui-
dación judicial procederá a adjudicar los bienes objeto de la solicitud a los 
acreedores insolutos, en el orden estrictamente establecido en la califica-
ción y graduación de créditos.

Artículo 65. Rendición de cuentas finales. Las cuentas finales de la 
gestión del liquidador estarán sujetas a las siguientes reglas:

1. Contendrán una memoria detallada de las actividades realizadas du-
rante el período.

2. Las cuentas presentadas serán puestas a disposición de las partes 
por el término de veinte (20) días con el fin de que puedan ser objetadas. 
Vencido dicho traslado, el liquidador tendrá dos (2) días para pronunciarse 
sobre las objeciones, después de lo cual el juez decidirá en auto que no es 
susceptible de recurso.

Artículo 66. Acuerdo de reorganización dentro del proceso de liquida-
ción judicial. Aprobado el inventario valorado, la calificación y gradua-
ción de créditos y los derechos de voto, el liquidador, el deudor o acreedo-
res que representen no menos del treinta y cinco por ciento (35%) de los 
derechos de voto admitidos, podrán proponer la celebración de un acuerdo 
de reorganización, para lo cual, el Juez del concurso, convocará a una 
audiencia. A este acuerdo, le serán aplicables en lo pertinente las reglas 
previstas en esta ley para el acuerdo de reorganización.

En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, será reini-
ciado el proceso de liquidación judicial.

T I T U L O   II
DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 67. Promotores o liquidadores. Al iniciar el proceso de insol-
vencia, el Juez del Concurso, según sea el caso, designará por sorteo al pro-
motor o liquidador, en calidad de auxiliar de la justicia, escogido de la lista 
elaborada para el efecto por la Superintendencia de Sociedades. 

En cualquier tiempo, los acreedores que representen por lo menos el 
sesenta por ciento (60%) de las acreencias, calificadas y graduadas, podrán 
sustituir al liquidador designado por el Juez, escogiendo el reemplazo de 
la lista citada en el inciso anterior, quien deberá posesionarse ante aquel. 
Lo anterior aplicará también al promotor cuando actúe como representan-
te legal para efectos del acuerdo de adjudicación. 

Adicionalmente, los promotores y liquidadores podrán ser recusados o 
removidos por el Juez del Concurso por las causales objetivas establecidas 
por el Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los términos de tal reglamenta-
ción, no tendrán derecho sino al pago mínimo que para el efecto determine 
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el Gobierno, teniendo en consideración el estado de avance del proceso y 
serán excluidos de la lista oficial por el término de veinte (20) años.

Una misma persona podrá actuar como promotor o como liquidador en 
varios procesos, sin exceder un máximo de tres (3) procesos en que pueda 
actuar en forma simultánea. 

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquidadores de la Superinten-
dencia de Sociedades será abierta y a ella ingresarán todas las personas 
que cumplan con los requisitos mínimos de experiencia e idoneidad pro-
fesional que para el efecto establezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la empresa carezca de ac-
tivos suficientes y se requiera un pago mínimo, la remuneración de liqui-
dadores no podrá exceder, del seis por ciento (6%) del valor de los activos 
de la empresa insolvente. Para los promotores el valor de los honorarios 
no podrá exceder del punto dos por ciento (0,2%) del valor de los activos 
de la empresa insolvente, por cada mes de negociación.

Parágrafo 3°. El Gobierno reglamentará el presente artículo dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la fecha de promulgación de la presente ley. 
Mientras tanto, se aplicarán a promotores y liquidadores los requisitos y 
demás normas establecidas en las normas vigentes al momento de promul-
garse la presente ley.

Artículo 68. Formalidades. El acuerdo de reorganización y el de adju-
dicación deberán constar íntegramente en un documento escrito, firmado 
por quienes lo hayan votado favorablemente. Cuando el acuerdo tenga por 
objeto transferir, modificar, limitar el dominio u otro derecho real sobre 
bienes sujetos a registro, constituir gravámenes o cancelarlos, la inscrip-
ción de la parte pertinente del acta en el correspondiente registro será 
suficiente sin que se requiera el otorgamiento previo de escritura pública 
u otro documento.

Si el promotor ha utilizado para la votación sistemas de comunicación 
simultánea o sucesiva, deberá acompañar prueba de la expresión y conte-
nido de las decisiones y de los votos en documento o documentos escritos, 
debidamente firmados por él mismo. 

Para efectos de timbre, impuestos y derechos de registro el acuerdo de 
reorganización o de adjudicación, al igual que las escrituras públicas otor-
gadas en su desarrollo o ejecución, incluidas aquellas que tengan por ob-
jeto reformas estatutarias o daciones en pago sujetas a dicha solemnidad, 
directamente relacionadas con el mismo, serán documentos sin cuantía. 
Los documentos en que consten las deudas una vez reestructuradas que-
dan exentos del impuesto de timbre.

El pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios 
públicos y cualquier otra tasa o contribución necesarios para obtener el 
paz y salvo en la enajenación de inmuebles o cualquier otro bien sujeto a 
registro, sólo podrá exigirse respecto de aquellas acreencias causadas con 
posterioridad al inicio del proceso de insolvencia. Las anteriores, queda-
rán sujetas a los términos del acuerdo o a las resultas del trámite de liqui-
dación judicial. El funcionario que desatienda lo dispuesto en el presente 
inciso, responderá civil y penalmente por los daños y perjuicios causados, 
sin perjuicio de las multas sucesivas que imponga el Juez del concurso, las 
cuales podrán ascender hasta doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 69. Créditos legalmente postergados en el proceso de reorga-
nización y de liquidación judicial. Estos créditos serán atendidos, una vez 
cancelados los demás créditos y corresponden a:

1. Obligaciones con personas especialmente relacionadas con el deu-
dor, salvo aquellas provenientes de recursos entregados después de la ad-
misión al trámite y destinados a la recuperación de la empresa.

2. Deudas por servicios públicos, si la entidad prestadora se niega a 
restablecerlos cuando han sido suspendidos sin atender lo dispuesto en la 
presente ley.

3. Créditos de los acreedores que intenten pagarse por su propia cuenta 
a costa de bienes o derechos del deudor, o que incumplan con las obliga-
ciones pactadas en el acuerdo de reorganización o del proceso de liquida-
ción judicial.

4. Valores derivados de sanciones pactadas mediante acuerdos de vo-
luntades.

5. Las obligaciones que teniendo la carga de presentarse al trámite de 
liquidación judicial, no lo hicieren dentro de los términos fijados en la 
presente ley. 

6. El valor de intereses, en el proceso de liquidación judicial.
7. Los demás cuya postergación está expresamente prevista en esta 

ley.
Parágrafo 1°. El pago de los créditos postergados respetará las reglas 

de prelación legal.
Parágrafo 2°. Para efectos del presente artículo, son personas especial-

mente relacionadas con el deudor, las siguientes:
1. Las personas jurídicas vinculadas entre sí por su carácter de matrices 

o subordinadas, y aquellas en las cuales exista unidad de propósito y de 
dirección respecto del deudor.

2. Administradores, revisores fiscales y apoderados judiciales por sa-
larios u honorarios no contabilizados en su respectivo ejercicio, así como 
indemnizaciones, sanciones y moratorias, provenientes de conciliaciones, 
fallos judiciales o actos similares.

3. Los cesionarios o adjudicatarios de créditos pertenecientes a cual-
quiera de las personas antes mencionadas, siempre que la adquisición hu-
biera tenido lugar dentro de los dos (2) años anteriores a la iniciación del 
proceso de insolvencia.

Parágrafo 3°. No serán postergadas las obligaciones de los acreedores 
que suministren nuevos recursos al deudor o que se comprometan a hacer-
lo en ejecución del acuerdo.

Artículo 70. Continuación de los procesos ejecutivos en donde existen 
otros demandados. En los procesos de ejecución en que sean demandados 
el deudor y los garantes o deudores solidarios, o cualquier otra persona 
que deba cumplir la obligación, el juez de la ejecución, dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación que le informe del ini-
cio del proceso de insolvencia, mediante auto pondrá tal circunstancia en 
conocimiento del demandante, a fin que en el término de su ejecutoria, 
manifieste si prescinde de cobrar su crédito al garante o deudor solidario. 
Si guarda silencio, continuará la ejecución contra los garantes o deudores 
solidarios.

Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los garantes, 
deudores solidarios o cualquier persona que deba cumplir la obligación 
del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que prescinde de co-
brar el crédito a aquellos.

Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago de-
berá denunciar dicha circunstancia al promotor o liquidador y al Juez del 
Concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y graduación de 
créditos y derechos de voto.

De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar medi-
das cautelares sobre bienes del deudor en reorganización, y las practi-
cadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del Juez del Concurso, 
aplicando las disposiciones sobre medidas cautelares contenidas en esta 
ley. 

Parágrafo. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no hubiere 
iniciado proceso ejecutivo en contra del deudor, ello no le impide hacer 
efectivo su derecho contra los garantes o codeudores. 

Artículo 71. Obligaciones posteriores al inicio del proceso de insolven-
cia. Las obligaciones causadas con posterioridad a la fecha de inicio del 
proceso de insolvencia son gastos de administración y tendrán preferencia 
en su pago sobre aquellas objeto del acuerdo de reorganización o del proce-
so de liquidación judicial, según sea el caso, y podrá exigirse coactivamente 
su cobro, sin perjuicio de la prioridad que corresponde a mesadas pensiona-
les y contribuciones parafiscales de origen laboral, causadas antes y después 
del inicio del proceso de liquidación judicial. Igualmente tendrán preferen-
cia en su pago, inclusive sobre los gastos de administración, los créditos 
por concepto de facilidades de pago a que hace referencia el parágrafo del 
artículo 11 y el parágrafo 2º del artículo 34 de esta ley.

Artículo 72. Interrupción del término de prescripción e inoperancia de 
la caducidad. Desde el inicio del proceso de reorganización o de liquida-
ción judicial, y durante la ejecución del acuerdo de reorganización o de 
adjudicación queda interrumpido el término de prescripción y no operará 
la caducidad de las acciones respecto de los créditos causados contra el 
deudor antes del inicio del proceso.
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Artículo 73. Servicios públicos. Desde la presentación de la solicitud 
de inicio del proceso de reorganización o de liquidación judicial, las per-
sonas o sociedades que presten al deudor servicios públicos domiciliarios, 
no podrán suspenderlos o terminarlos por causa de créditos insolutos a su 
favor, exigibles con anterioridad a dicha fecha. Si la prestación estuvie-
re suspendida o terminada, estarán obligadas a restablecerlos de manera 
inmediata a partir de la solicitud, so pena de responder por los perjuicios 
que ocasionen y que el pago de su crédito sea postergado en los términos 
establecidos en esta ley. 

El valor de los nuevos servicios prestados a partir del inicio del pro-
ceso será pagado con la preferencia propia de los gastos de administra-
ción.

Cuando sea necesaria la prestación del servicio público para la conser-
vación de los activos, el juez podrá ordenar su prestación inmediata, por 
tiempo definido, aún existiendo créditos insolutos a favor de la empresa 
prestadora de los mismos, causados con posterioridad al inicio del proce-
so, indicando en la providencia que lo ordene la manera preferente de su 
pago, cuyo plazo en ningún caso podrá superar los tres (3) meses siguien-
tes a partir de la orden de suministro.

Artículo 74. Acción revocatoria y de simulación. Durante el trámite 
del proceso de insolvencia podrá demandarse ante el Juez del concurso, 
la revocación o simulación de los siguientes actos o negocios realizados 
por el deudor cuando dichos actos hayan perjudicado a cualquiera de los 
acreedores o afectado el orden de prelación de los pagos y cuando los bie-
nes que componen el patrimonio del deudor sean insuficientes para cubrir 
el total de los créditos reconocidos:

1. La extinción de las obligaciones, las daciones en pago y, en general, 
todo acto que implique transferencia, disposición, constitución o cance-
lación de gravámenes, limitación o desmembración del dominio de bie-
nes del deudor, realizados en detrimento de su patrimonio, o contratos de 
arrendamiento o comodato que impidan el objeto del proceso, durante los 
diez y ocho (18) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, 
o del proceso de liquidación judicial, cuando no aparezca que el adquiren-
te, arrendatario o comodatario, obró de buena fe.

2. Todo acto a título gratuito celebrado dentro de los veinticuatro (24) 
meses anteriores al inicio del proceso de reorganización o del proceso de 
liquidación judicial.

3. Las reformas estatutarias acordadas de manera voluntaria por los so-
cios, solemnizadas e inscritas en el registro mercantil dentro de los seis (6) 
meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, o del proceso de 
liquidación judicial, cuando ellas disminuyan el patrimonio del deudor, en 
perjuicio de los acreedores, o modifiquen el régimen de responsabilidad 
de los asociados. 

Parágrafo. En el evento que la acción prospere, total o parcialmente, 
el acreedor demandante tendrá derecho a que la sentencia le reconozca a 
título de recompensa, una suma equivalente al cuarenta por ciento (40%) 
del valor comercial del bien recuperado para el patrimonio del deudor, o 
del beneficio que directa o indirectamente se reporte.

Artículo 75. Legitimación, Procedimiento, Alcance y Caducidad. Las 
acciones revocatorias y de simulación podrán interponerse por cualquiera 
de los acreedores, el promotor o el liquidador hasta dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la fecha en que quede en firme la calificación y gradua-
ción de créditos y derechos de voto.

La acción se tramitará como proceso abreviado regulado en el Código 
de Procedimiento Civil.

La sentencia que decrete la revocación o la simulación del acto deman-
dado dispondrá, entre otras medidas, la cancelación de la inscripción de 
los derechos del demandado vencido y las de sus causahabientes, y en su 
lugar ordenará inscribir al deudor como nuevo titular de los derechos que 
le correspondan. Con tal fin, la secretaría librará las comunicaciones y 
oficios a las oficinas de registro correspondientes.

Todo aquel que haya contratado con el deudor y sus causahabientes, de 
mala fe, estará obligado a restituir al patrimonio las cosas enajenadas en 
razón de la revocación o la declaración de simulación, así como, sus fru-
tos y cualquier otro beneficio percibido. Si la restitución no fuere posible, 
deberá entregar al deudor el valor en dinero de las mencionadas cosas a la 
fecha de la sentencia.

Cuando fuere necesario asegurar las resultas de las acciones revocato-
rias o de simulación de actos del deudor, el juez, de oficio o a petición de 
parte y previo el otorgamiento de la caución que fijare, decretará el em-
bargo y secuestro de bienes o la inscripción de la demanda. Estas medidas 
estarán sujetas a las disposiciones previstas en el Código de Procedimien-
to Civil.

Parágrafo. La acción referente a las daciones en pago y los actos a títu-
lo gratuito, podrán ser iniciadas de oficio por el Juez del Concurso.

Artículo 76. Presupuestos de ineficacia. El Juez del concurso, según 
el caso, de oficio o a solicitud de parte, podrán reconocer la ocurrencia 
de los presupuestos que den lugar a la sanción de ineficacia en los casos 
señalados en la presente ley.

Artículo 77. Procesos ejecutivos alimentarios en curso. En los pro-
cesos de insolvencia de las personas naturales comerciantes o que desa-
rrollen una actividad empresarial, los procesos ejecutivos alimentarios 
continuarán su curso y no serán suspendidas ni levantadas las medidas 
cautelares decretadas y practicadas en ellos. No obstante, en caso de lle-
gar a desembargarse bienes o de quedar un remanente del producto de los 
embargados o subastados, serán puestos a disposición del Juez que conoce 
del proceso de insolvencia.

No obstante lo anterior, en la calificación y graduación de créditos y 
derechos de voto deben ser relacionados todos los procesos alimentarios 
en curso contra el deudor.

Artículo 78. Transparencia Empresarial. Los acuerdos de reorganiza-
ción incluirán un Código de Gestión Ética Empresarial y de responsabi-
lidad social, exigible al deudor, el cual precisará, entre otras, las reglas a 
que debe sujetarse la administración del deudor en relación con:

1. Operaciones con asociados y vinculados, incluyendo normas sobre 
distribución de utilidades y reparto de dividendos durante la vigencia del 
acuerdo, sujetando el reparto a la satisfacción de los créditos y el fortaleci-
miento patrimonial del deudor. En todo caso, cualquier decisión al respec-
to deberá contar con la autorización previa del comité de vigilancia. 

2. Manejo del flujo de caja y de los activos no relacionados con la ac-
tividad empresarial.

3. Ajustes administrativos exigidos en el acuerdo para hacer efectivos 
los deberes legales de los administradores de las sociedades consagrados 
en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, y en cualquier otra disposición, 
de la manera que corresponda según la forma de organización propia del 
respectivo empresario.

4. Los compromisos de ajuste de las prácticas contables y de divulga-
ción de información de la actividad del deudor o ente contable respectivo 
a las normas legales que le sean aplicables, los cuales deberán cumplirse 
en un plazo no superior a seis (6) meses. 

5. Las reglas que deba observar la administración en su planeación y 
ejecución financiera y administrativa, con el objeto de atender oportuna-
mente los créditos pensionales, laborales, de seguridad social y fiscales 
que surjan durante la ejecución del acuerdo.

6. Otras obligaciones que se acuerden en códigos de buen gobierno. 
Los administradores de todas las empresas, en forma acorde con la or-

ganización del respectivo deudor que no tenga naturaleza asociativa, están 
sujetos a los deberes legales consagrados en el artículo 23 de la Ley 222 
de 1995 y a las reglas de responsabilidad civil previstas en el artículo 24 
de la misma ley, sin perjuicio de las reglas especiales que les sean aplica-
bles en cada caso.

Parágrafo. El incumplimiento de las obligaciones derivadas de los có-
digos de gestión ética empresarial dará lugar a la remoción del cargo y a 
la imposición de multas sucesivas de carácter personal a cada uno de los 
administradores y al revisor fiscal, contralor, auditor o contador público 
responsables, hasta por doscientos (200) salarios mínimos mensuales le-
gales vigentes. La imposición de una o ambas clases de sanciones corres-
ponderá al Juez del Concurso competente, según el caso, y su trámite no 
suspende el proceso de insolvencia. 

Artículo 79. Facultades de los apoderados. Los apoderados designados 
por el deudor y los acreedores, respectivamente, que concurran al proceso 
de reorganización y de liquidación judicial, deberán ser abogados con y se 
entenderán facultados para tomar toda clase de decisiones que correspon-
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dan a sus mandantes, inclusive las de celebrar acuerdos de reorganización 
y adjudicación y obligarlos a las resultas del mismo.

Parágrafo. De conformidad con lo previsto en el presente artículo, el 
representante de la entidad estatal acreedora, tendrá entre otras facultades, 
la posibilidad de otorgar rebajas, disminuir intereses, conceder plazos, 
para lo cual deberá contar con autorización expresa del funcionario res-
pectivo de la entidad oficial.

Artículo 80. Funciones de conciliación de las Superintendencias. Las 
Superintendencias Financiera de Colombia, de Servicios Públicos Do-
miciliarios, de Transporte, Nacional de Salud, del Subsidio Familiar, de 
Vigilancia y Seguridad Privada, de Economía Solidaria y de Sociedades, 
tratándose de empresarios sujetos, respectivamente, a su inspección, vigi-
lancia o control, con excepción de aquellos que supervisa la Superinten-
dencia de Economía Solidaria que ejerzan actividad financiera y de ahorro 
y crédito, podrán actuar como conciliadoras en los conflictos que surjan 
entre dichos empresarios y sus acreedores, generados por problemas de 
crisis económica que no les permitan atender el pago regular de sus obli-
gaciones mercantiles de contenido patrimonial, siempre y cuando no estén 
adelantando alguno de los trámites previstos en la presente ley. Para tal 
efecto podrán organizar y poner en funcionamiento centros de concilia-
ción de conformidad con las leyes aplicables.

Artículo 81. Peritos y avaluadores. El Gobierno Nacional establece-
rá las condiciones que deberán cumplir los peritos y avaluadores para la 
prestación de los servicios que requiera esta ley.

Mientras el Gobierno Nacional no establezca los requisitos aplicables 
a peritos y avaluadores, se aplicarán las normas vigentes al momento de 
expedirse la presente ley.

Parágrafo. Cuando en el acuerdo de reorganización, en la adjudicación 
o en la liquidación judicial se pacte la venta de la empresa como unidad 
de explotación económica, será necesario adelantar una valoración por 
firmas especializadas, que ingresen a la lista establecida por la Superin-
tendencia de Sociedades. 

El presente parágrafo será reglamentado por el Gobierno Nacional.
Artículo 82. Responsabilidad civil de los Socios, administradores, re-

visores fiscales y empleados. Cuando la prenda común de los acreedores 
sea desmejorada con ocasión de conductas, dolosas o culposas de los so-
cios, administradores, revisores fiscales, y empleados, los mismos serán 
responsables civilmente del pago del faltante del pasivo externo.

No estarán sujetos a dicha responsabilidad los socios que no hayan teni-
do conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre 
y cuando no la ejecuten. En los casos de incumplimiento o extralimitación 
de funciones, violación de la ley o de los estatutos, será presumida la culpa 
del interviniente. Igualmente, serán tenidas por no escritas las cláusulas 
contractuales que tiendan a absolver a los socios, administradores, reviso-
res fiscales, y empleados de las responsabilidades antedichas o a limitarlas 
al importe de las cauciones que hayan prestado para ejercer sus cargos.

Si el administrador es persona jurídica, la responsabilidad respectiva 
será de ella y de quien actúe como su representante legal.

La demanda deberá promoverse por cualquier acreedor de la deudora 
y será tramitada por el proceso abreviado regulado en el Código de Pro-
cedimiento Civil, ante el Juez del Concurso, según sea el caso en uso de 
facultades jurisdiccionales y en trámite independiente al de la insolvencia, 
el cual no será suspendido.

La responsabilidad aquí establecida será exigible sin perjuicio de las de-
más sanciones a que haya lugar y sin consideración al tipo societario.

Artículo 83. Inhabilidad para ejercer el comercio. Los administradores 
y socios de la deudora y las personas naturales serán inhabilitados para 
ejercer el comercio, hasta por diez (10), cuando estén acreditados uno o 
varios de los siguientes eventos o conductas: 

1. Constituir o utilizar la empresa con el fin de defraudar a los acree-
dores.

2. Llevar la empresa mediante fraude al estado de crisis económica.
3. Destruir total o parcialmente los bienes que conforman su patrimo-

nio.
4. Malversar o dilapidar bienes, que conduzcan a la apertura del proce-

so de liquidación judicial.

5. Incumplir sin justa causa el acuerdo de reorganización suscrito con 
sus acreedores.

6. Cuando antes o después de la apertura del trámite, especule con las 
obligaciones a su cargo, adquiriéndolas a menor precio.

7. La distracción, disminución, u ocultamiento total o parcial de bie-
nes.

8. La realización de actos simulados, o cuando simule gastos, deudas 
o pérdidas.

9. Cuando sin justa causa y en detrimento de los acreedores, hubieren 
desistido, renunciado o transigido, una pretensión patrimonial cierta.

10. Cuando a sabiendas se excluyan acreencias de la relación de acree-
dores o se incluyan obligaciones inexistentes

Parágrafo 1°. En los casos a que haya lugar, el Juez del Concurso orde-
nará la inscripción en el registro mercantil de la sanción prevista en este 
artículo.

Artículo 84. Validación Judicial de Acuerdos Extrajudiciales de Reor-
ganización. Cuando por fuera del proceso de reorganización, con el con-
sentimiento del deudor, un número plural de acreedores que equivalga a 
la mayoría que se requiere en la presente ley para celebrar un acuerdo de 
reorganización, celebren por escrito un acuerdo de esta naturaleza, cual-
quiera de las partes de dicho acuerdo podrá pedir al Juez del Concurso 
que hubiere sido competente para tramitar el proceso de reorganización, 
la apertura de un proceso de validación del acuerdo extrajudicial de reor-
ganización celebrado, con el fin de verificar que este:

1. Cuenta con los porcentajes requeridos en esta ley.
2. Deja constancia de que las negociaciones han tenido suficiente pu-

blicidad y apertura frente a todos los acreedores.
3. Otorga los mismos derechos a todos los acreedores de una misma 

clase.
4. No incluye cláusulas ilegales o abusivas, y
5. En términos generales, cumple con los preceptos legales.
El proceso de validación tendrá en consideración las reglas sobre notifi-

cación establecidas en esta ley, las reglas para la calificación y graduación 
de créditos y votos, y las demás que en lo relativo a su forma y sustancia 
le sean aplicables, incluyendo los efectos jurídicos a que hace referencia 
el artículo 17 y el Capítulo IV de la presente ley. 

Si como resultado del proceso de validación el juez del Concurso auto-
riza el acuerdo, este tendrá los mismos efectos que la presente ley confiere 
a un acuerdo de reorganización.

Incumplido el acuerdo de reorganización extrajudicial, se aplicarán las 
normas que para el efecto están establecidas para el incumplimiento del 
acuerdo de reorganización de que trata la presente ley. 

T I T U L O   III
DE LA INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 85. Finalidades. El presente Título tiene como propósito: 
1. Regular la cooperación entre las autoridades competentes de la Re-

pública de Colombia y de los Estados extranjeros que hayan de intervenir 
en casos de insolvencia transfronteriza;

2. Crear un mecanismo que dote de mayor seguridad jurídica al comer-
cio y las inversiones;

3. Propender por una administración equitativa y eficiente de las insol-
vencias transfronterizas, que proteja los intereses de todos los acreedores 
y de las demás partes interesadas, incluido el deudor;

4. Garantizar la protección de los bienes del deudor y la optimización 
de su valor.

Artículo 86. Casos de insolvencia transfronteriza. Las normas del pre-
sente Título serán aplicables a los casos en que:

1. Un tribunal extranjero o un representante extranjero solicite asisten-
cia en la República de Colombia en relación con un proceso extranjero; o

2. Sea solicitada la asistencia en un Estado extranjero en relación con 
un proceso tramitado con arreglo a las normas colombianas relativas a la 
insolvencia; o
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3. Estén tramitándose simultáneamente y respecto de un mismo deudor 
un proceso extranjero y un proceso en la República de Colombia; o

4. Los acreedores u otras personas interesadas, que estando en un Es-
tado extranjero, tengan interés en solicitar la apertura de un proceso o en 
participar en un proceso en curso con arreglo a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia.

Artículo 87. Definiciones. Para los fines del presente Título:
1. “Proceso extranjero” es el proceso colectivo, ya sea judicial o admi-

nistrativo, incluido el de índole provisional, que tramite un Estado extran-
jero con arreglo a una ley relativa a la insolvencia y en virtud del cual los 
bienes y negocios del deudor queden sujetos al control o a la supervisión 
del tribunal extranjero, a los efectos de su reorganización o liquidación.

2. “Proceso extranjero principal” es el proceso extranjero que cursa en el 
Estado donde el deudor tenga el centro de sus principales intereses.

3. “Proceso extranjero no principal” es el proceso extranjero, que no 
es un proceso extranjero principal y que cursa en un Estado donde el 
deudor tiene un establecimiento en el sentido del numeral 6 del presente 
artículo.

4. “Representante extranjero” es la persona o el órgano, incluso el de-
signado a título provisional, que haya sido facultado en un proceso ex-
tranjero para administrar la reorganización o la liquidación de los bienes 
o negocios del deudor o para actuar como representante del proceso ex-
tranjero.

5. “Tribunal extranjero” es la autoridad judicial o de otra índole com-
petente a los efectos para controlar o supervisar un proceso extranjero.

6. “Establecimiento” es todo lugar de operaciones en el que el deudor 
ejerza una actividad económica de manera permanente.

7.  “Autoridades colombianas competentes” son la Superintendencia 
de Sociedades y los jueces civil del circuito y municipales del domicilio 
principal del deudor.

8. “Normas colombianas relativas a la insolvencia” son las contenidas 
en la presente ley.

Artículo 88. Obligaciones internacionales del Estado. En caso de con-
flicto entre la presente Ley y una obligación de la República de Colombia 
nacida de un tratado u otra forma de acuerdo en el que sea parte con uno o 
más Estados, prevalecerán las disposiciones de ese tratado o acuerdo.

Artículo 89. Autoridades competentes. Las funciones descritas en la 
presente Ley relativas al reconocimiento de procesos extranjeros y en 
materia de cooperación con tribunales extranjeros, serán ejercidas por la 
Superintendencia de Sociedades y los jueces civiles del circuito y munici-
pales del domicilio principal del deudor.

Artículo 90. Autorización dada al promotor o liquidador para actuar 
en un Estado extranjero. El promotor o liquidador estará facultado para 
actuar en un Estado extranjero en representación de un proceso abierto 
en la República de Colombia con arreglo a las normas colombianas re-
lativas a la insolvencia, en la medida en que lo permita la ley extranjera 
aplicable.

Artículo 91. Excepción de orden público. Nada de lo dispuesto en el 
presente Título impedirá que las autoridades colombianas competentes 
nieguen la adopción de una medida manifiestamente contraria al orden 
público de la República de Colombia.

Artículo 92. Asistencia adicional en virtud de alguna otra norma. Nada 
de lo dispuesto en el presente Título limitará las facultades que pueda tener 
una autoridad colombiana competente, para prestar asistencia adicional al 
representante extranjero con arreglo a alguna otra norma de la República 
de Colombia.

Artículo 93. Interpretación. En la interpretación de la presente Ley 
habrán de tenerse en cuenta su origen internacional y la necesidad de pro-
mover la uniformidad de su aplicación y la observancia de la buena fe.

CAPITULO II
Acceso de los representantes y acreedores extranjeros  

ante las autoridades colombianas competentes
Artículo 94. Derecho de acceso directo. Todo representante extranjero 

estará legitimado para comparecer directamente ante una autoridad co-
lombiana competente.

Artículo 95. Alcance de la solicitud de reconocimiento de un proceso 
extranjero. El solo hecho de la presentación de una solicitud, con arreglo 
a la presente ley, ante una autoridad colombiana competente por un repre-
sentante extranjero, no supone la sumisión de este, ni de los bienes y ne-
gocios del deudor en el extranjero, a la ley colombiana para efecto alguno 
que sea distinto de la solicitud.

Artículo 96. Solicitud del representante extranjero de apertura de un 
proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia. 
Todo representante extranjero estará facultado para solicitar la apertura de 
un proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolven-
cia, si por lo demás cumple las condiciones, requisitos y supuestos para la 
apertura de ese proceso.

Artículo 97. Participación de un representante extranjero en un pro-
ceso abierto con arreglo a las normas colombianas relativas a la insol-
vencia. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, el represen-
tante extranjero estará facultado para participar en todo proceso abierto 
respecto del deudor con arreglo a las normas colombianas relativas a la 
insolvencia. 

Artículo 98. Acceso de los acreedores extranjeros a un proceso segui-
do con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia. Los 
acreedores extranjeros gozarán de los mismos derechos que los acreedo-
res nacionales respecto de la apertura de un proceso en la República de 
Colombia y de la participación en él con arreglo a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia, sin que ello afecte el orden de prelación de los 
créditos en un proceso abierto con arreglo a las normas colombianas rela-
tivas a la insolvencia.

Artículo 99. Publicidad a los acreedores en el extranjero con arreglo a 
las normas colombianas relativas a la insolvencia. Siempre que, con arre-
glo a las normas colombianas relativas a la insolvencia, deba informarse 
el inicio o apertura de algún proceso a los acreedores que residan en la 
República de Colombia, esa información también deberá remitirse a los 
acreedores conocidos que no tengan una dirección en Colombia.

CAPITULO III
Reconocimiento de un proceso extranjero  

y medidas otorgables
Artículo 100. Solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero. El 

representante extranjero podrá solicitar ante las autoridades colombianas 
competentes el reconocimiento del proceso extranjero en el que haya sido 
nombrado.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de:
1. Una copia certificada de la resolución que declare abierto el proceso 

extranjero y nombre el representante extranjero; o
2. Un certificado expedido por el tribunal extranjero que acredite la 

existencia del proceso extranjero y el nombramiento del representante ex-
tranjero; o

3. En ausencia de una prueba conforme a los numerales 1 y 2, cualquier 
otra prueba admisible para las autoridades colombianas competentes de la 
existencia del proceso extranjero y del nombramiento del representante 
extranjero.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de 
una declaración que indique debidamente los datos de todos los procesos 
extranjeros abiertos respecto del deudor de los que tenga conocimiento el 
representante extranjero.

La autoridad colombiana competente podrá exigir que todo documento 
presentado en apoyo de una solicitud de reconocimiento sea traducido 
oficialmente al castellano.

Artículo 101. Presunciones relativas al reconocimiento. Si la resolu-
ción o el certificado de los que tratan los numerales 1 y 2 del artículo 
anterior indican que el proceso extranjero es un proceso en el sentido del 
numeral 1 del artículo de las definiciones del presente Título y que el 
representante extranjero es una persona o un órgano en el sentido del nu-
meral 4 del mismo artículo, la autoridad colombiana competente podrá 
presumir que ello es así.

La autoridad colombiana competente estará facultada para presumir 
que los documentos presentados en apoyo de la solicitud de reconoci-
miento son auténticos, estén o no legalizados.
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Salvo prueba en contrario, se presumirá que el domicilio social del 
deudor o su residencia habitual, tratándose de una persona natural, es el 
centro de sus principales intereses.

Artículo 102. Medidas otorgables a partir de la solicitud de recono-
cimiento de un proceso extranjero. Desde la presentación de una solici-
tud de reconocimiento hasta que sea resuelta esa solicitud, la autoridad 
colombiana competente podrá, a instancia del representante extranjero y 
cuando las medidas sean necesarias y urgentes para proteger los bienes del 
deudor o los intereses de los acreedores, otorgar medidas provisionales, 
incluidas las siguientes:

1. Ordenar la suspensión de todo proceso de ejecución contra los bie-
nes del deudor;

2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona de-
signada por la autoridad colombiana competente, y en la medida en que 
la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, la administración 
o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor ubicados en 
territorio Colombiano, para proteger y preservar el valor de aquellos que, 
por su naturaleza o por circunstancias concurrentes, sean perecederos, sus-
ceptibles de devaluación, o estén amenazados por cualquier otra causa;

3. Aplicar cualquiera de las medidas previstas en los numerales 3 y 5 
del artículo sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un 
proceso extranjero.

Para la adopción de las medidas mencionadas en este artículo, deberán 
observarse, en lo procedente, las disposiciones del Código de Procedi-
miento Civil relativas a las medidas cautelares.

Salvo prórroga con arreglo a lo previsto en el numeral 4 del artículo 
sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso ex-
tranjero, las medidas otorgadas con arreglo al presente artículo, quedarán 
sin efecto si es proferida una resolución sobre la solicitud de reconoci-
miento.

La autoridad colombiana competente podrá denegar toda medida pre-
vista en el presente artículo cuando se le demuestre que la misma afecte al 
desarrollo de un proceso extranjero principal.

Artículo 103. Providencia de reconocimiento de un proceso extranje-
ro. Salvo lo dispuesto en el artículo sobre excepción de orden público de 
la presente ley, habrá lugar al reconocimiento de un proceso extranjero 
cuando:

1. El proceso extranjero sea uno de los señalados en el numeral 1 del 
artículo sobre definiciones del presente Título;

2. El representante extranjero que solicite el reconocimiento sea una 
persona o un órgano en el sentido del numeral 4 del artículo sobre defini-
ciones del presente Título;

3. La solicitud cumpla los requisitos del artículo sobre solicitud de re-
conocimiento de un proceso extranjero de la presente ley; y

4. La solicitud haya sido presentada ante la autoridad colombiana com-
petente conforme al artículo sobre autoridades competentes del presente 
Título.

Será reconocido el proceso extranjero:
a) Como proceso extranjero principal, en caso de estar tramitado en el 

Estado donde el deudor tenga el centro de sus principales intereses; o
b) Como proceso extranjero no principal, si el deudor tiene en el terri-

torio del Estado del foro extranjero un establecimiento en el sentido del 
numeral 6 del artículo sobre definiciones del presente Título.

En caso de demostrarse la ausencia parcial o total de los motivos que 
dieron lugar al reconocimiento, o que estos han dejado de existir, podrá 
producirse la modificación o revocación del mismo.

Parágrafo. La publicidad de la providencia de reconocimiento de 
un proceso extranjero se regirá por los mecanismos de publicidad pre-
vistos en la presente ley para la providencia de inicio del proceso e 
insolvencia.

Artículo 104. Información subsiguiente. Presentada la solicitud de re-
conocimiento de un proceso extranjero, el representante extranjero infor-
mará de inmediato a la autoridad colombiana competente de:

1. Todo cambio importante en la situación del proceso extranjero reco-
nocido o en el nombramiento del representante extranjero; y

2. Todo otro proceso extranjero que se siga respecto del mismo deudor 
y del que tenga conocimiento el representante extranjero.

Artículo 105. Efectos del reconocimiento de un proceso extranjero 
principal. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero que sea 
un proceso principal:

1. No podrá iniciarse ningún proceso de ejecución en contra del deu-
dor, suspendiéndose los que estén en curso, quedando legalmente facul-
tado el representante extranjero y el deudor para solicitar, individual o 
conjuntamente, su suspensión y para alegar la nulidad del proceso o de 
las actuaciones procesales posteriores al reconocimiento de un proceso 
extranjero principal. El juez que fuere informado del reconocimiento de 
un proceso extranjero principal y actúe en contravención a lo dispuesto en 
el presente numeral, incurrirá en causal de mala conducta. 

2. Se suspenderá todo derecho a transmitir o gravar los bienes del deu-
dor, así como a disponer de algún otro modo de esos bienes, salvo el caso 
de un acto u operación que corresponda al giro ordinario de los negocios 
de la empresa. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contravención de 
lo dispuesto en este numeral, será ineficaz de pleno derecho y dará lugar a 
la imposición de multas sucesivas hasta por doscientos (200) salarios mí-
nimos legales vigentes por parte de la autoridad colombiana competente, 
hasta tanto reversen la respectiva operación. De los efectos y sanciones 
previstos en el presente numeral, advertirá la providencia de reconoci-
miento del proceso extranjero.

Lo dispuesto en el presente artículo no afectará al derecho de solicitar 
el inicio de un proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la 
insolvencia o a presentar créditos en ese proceso.

Parágrafo. El reconocimiento del proceso de insolvencia extranjero del 
propietario de una sucursal extranjera en Colombia dará lugar a la apertu-
ra del proceso de insolvencia de la misma conforme a las normas colom-
bianas relativas a la insolvencia. 

Artículo 106. Medidas otorgables a partir del reconocimiento de un 
proceso extranjero. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero, ya 
sea principal o no principal, de ser necesario para proteger los bienes del 
deudor o los intereses de los acreedores, la autoridad colombiana compe-
tente podrá, a instancia del representante extranjero, otorgar toda medida 
apropiada, incluidas las siguientes:

1. Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o el su-
ministro de información respecto de los bienes, negocios, derechos, obli-
gaciones o responsabilidades del deudor.

2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona 
nombrada por la autoridad colombiana competente, y en la medida en 
que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, la adminis-
tración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor, que 
se encuentren en el territorio de este Estado, para proteger y preservar el 
valor de aquellos que, por su naturaleza o por circunstancias concurrentes, 
sean perecederos, susceptibles de devaluación, o estén amenazados por 
cualquier otra causa.

3. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, principal o no 
principal, la autoridad colombiana competente, y en la medida en que la 
ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud podrá, a instancia del 
representante extranjero, encomendar al representante extranjero, o a otra 
persona nombrada por autoridad colombiana competente, la adjudicación 
de todos o de parte de los bienes del deudor ubicados en el territorio de la 
República de Colombia, siempre que la autoridad colombiana competente 
se asegure que los intereses de los acreedores domiciliados en Colombia 
estén suficientemente protegidos.

4. Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al artículo so-
bre medidas otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un 
proceso extranjero.

5. Conceder al representante extranjero cualquier otra medida que, con-
forme a las normas colombianas relativas a la insolvencia, digan relación al 
cumplimiento de funciones propias del promotor o liquidador.

Al otorgar medidas con arreglo a este artículo al representante de un 
proceso extranjero no principal, la autoridad colombiana competente de-
berá asegurarse de que las medidas atañen a bienes que, con arreglo al 
derecho de la República de Colombia, hayan de ser administrados en el 
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marco del proceso extranjero no principal, o que atañen a información 
requerida en ese proceso extranjero no principal.

Artículo 107. Protección de los acreedores y de otras personas inte-
resadas. Al conceder o denegar una medida con arreglo a los artículos 
sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un 
proceso extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento 
de un proceso extranjero, o al modificar o dejar sin efecto esa medida con 
arreglo al inciso tercero del presente artículo, la autoridad colombiana 
competente deberá asegurarse de que quedan debidamente protegidos los 
intereses de los acreedores y de otras personas interesadas, incluido el 
deudor.

La autoridad colombiana competente podrá supeditar toda medida 
otorgada con arreglo a los artículos anteriormente mencionados a las con-
diciones que juzgue convenientes.

A instancia del representante extranjero o de toda persona afectada por 
alguna medida otorgada con arreglo a los artículos anteriormente mencio-
nados, o de oficio, la autoridad colombiana competente podrá modificar o 
dejar sin efecto la medida impugnada.

Artículo 108. Acciones de impugnación de actos perjudiciales para 
los acreedores. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, el 
representante extranjero estará legitimado para entablar las acciones revo-
catorias de acuerdo con lo previsto en la presente ley. 

Artículo 109. Intervención de un representante extranjero en proce-
sos que se sigan en este Estado. Desde el reconocimiento de un proceso 
extranjero, el representante extranjero podrá intervenir, conforme a las 
condiciones prescritas por la legislación colombiana, en todo proceso en 
el que el deudor sea parte.

CAPITULO IV
Cooperación con tribunales y representantes extranjeros

Artículo 110. Cooperación y comunicación directa entre las autori-
dades colombianas competentes y los tribunales o representantes extran-
jeros. En los asuntos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia 
transfronteriza del presente Título, la autoridad colombiana competente 
deberá cooperar en la medida de lo posible con los tribunales extranjeros 
o los representantes extranjeros, ya sea directamente o por conducto del 
promotor o liquidador, según el caso. La autoridad colombiana competen-
te estará facultada para ponerse en comunicación directa con los tribuna-
les o representantes extranjeros o para recabar información o asistencia 
directa de los mismos. 

Artículo 111. Cooperación y comunicación directa entre los agentes de 
la insolvencia y los tribunales o representantes extranjeros. En los asun-
tos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza del 
presente Título, el promotor o liquidador deberá cooperar, en el ejercicio 
de sus funciones y bajo la supervisión de la autoridad colombiana compe-
tente, con los tribunales y representantes extranjeros.

El promotor o liquidador estará facultado, en el ejercicio de sus fun-
ciones y bajo la supervisión de la autoridad colombiana competente, para 
ponerse en comunicación directa con los tribunales o los representantes 
extranjeros.

Artículo 112. Formas de cooperación. La cooperación de que tratan 
los artículos anteriores podrá ser puesta en práctica por cualquier medio 
apropiado y, en particular, mediante:

1. El nombramiento de una persona para que actúe bajo dirección de la 
autoridad colombiana competente.

2. La comunicación de información por cualquier medio que la autori-
dad colombiana competente considere oportuno.

3. La coordinación de la administración y la supervisión de los bienes 
y negocios del deudor.

4. La aprobación o la aplicación por los tribunales de los acuerdos re-
lativos a la coordinación de los procedimientos.

5. La coordinación de los procesos seguidos simultáneamente respecto 
de un mismo deudor.

CAPITULO V
Procesos paralelos

Artículo 113. Apertura de un proceso con arreglo a las normas co-
lombianas relativas a la insolvencia tras el reconocimiento de un proceso 

extranjero principal. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero 
principal, sólo podrá iniciarse un proceso con arreglo a las normas co-
lombianas relativas a la insolvencia cuando el deudor tenga bienes en Co-
lombia. Los efectos de este proceso se limitarán a los bienes del deudor 
ubicados en Colombia y, en la medida requerida para la puesta en práctica 
de la cooperación y coordinación previstas en Capítulo IV del presente Tí-
tulo, a otros bienes del deudor ubicados en el extranjero que, con arreglo 
a las leyes colombianas, deban ser administrados en el proceso adelantado 
conforme a las normas colombianas relativas a la insolvencia. 

Artículo 114. Coordinación de un proceso seguido con arreglo a las 
normas colombianas relativas a la insolvencia y un proceso extranjero. 
En caso de tramitarse simultáneamente y respecto de un mismo deudor 
un proceso extranjero y un proceso con arreglo a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia, la autoridad colombiana competente procurará 
colaborar y coordinar sus actuaciones con las del otro proceso, conforme 
a lo dispuesto en el Capitulo IV del presente Título, en los términos si-
guientes:

1. Cuando el proceso seguido en Colombia esté en curso en el momen-
to de presentarse la solicitud de reconocimiento del proceso extranjero:

a) Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas 
otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso extran-
jero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso 
extranjero de la presente ley deberá ser compatible con el proceso seguido 
en Colombia; y 

b) De reconocerse el proceso extranjero en Colombia como proceso 
extranjero principal, el artículo sobre medidas otorgables a partir del reco-
nocimiento de un proceso extranjero del presente Título, no será aplicable, 
en caso de ser incompatible con el proceso local.

2. Cuando el proceso seguido en Colombia se ha iniciado tras el reco-
nocimiento, o presentación de la solicitud de reconocimiento del proceso 
extranjero, toda medida que estuviera en vigor con arreglo a los artículos 
sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un 
proceso extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento 
de un proceso extranjero, será reexaminada por la autoridad colombiana 
competente y modificada o revocada en caso de ser incompatible con el 
proceso que se adelante en Colombia.

3. Al conceder, prorrogar o modificar una medida otorgada a un repre-
sentante de un proceso extranjero no principal, la autoridad colombiana 
competente deberá asegurarse de que esa medida afecta bienes que, con 
arreglo a las leyes colombianas, deban ser administrados en el proceso 
extranjero no principal o concierne a información requerida para ese pro-
ceso.

Artículo 115. Coordinación de varios procesos extranjeros. En los ca-
sos contemplados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza 
de este Título, si es seguido más de un proceso extranjero respecto de un 
mismo deudor, la autoridad colombiana competente procurará que haya 
cooperación y coordinación con arreglo a lo dispuesto en el Capitulo IV 
del presente Título y serán aplicables las siguientes reglas:

1. Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas otor-
gables a partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero 
y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso ex-
tranjero a un representante de un proceso extranjero no principal, una vez 
reconocido un proceso extranjero principal, deberá ser compatible con 
este último;

2. Cuando un proceso extranjero principal sea reconocido tras el re-
conocimiento o una vez presentada la solicitud de reconocimiento de un 
proceso extranjero no principal, toda medida que estuviera en vigor con 
arreglo a los artículos sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de 
reconocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas otorgables a 
partir del reconocimiento de un proceso extranjero, deberá ser reexami-
nada por la autoridad colombiana competente y modificada o dejada sin 
efecto caso de ser incompatible con el proceso extranjero principal;

3. Si una vez reconocido un proceso extranjero no principal, es otor-
gado reconocimiento a otro proceso extranjero no principal, la autoridad 
colombiana competente deberá conceder, modificar o dejar sin efecto toda 
medida que proceda para facilitar la coordinación de los procesos.

Artículo 116. Regla de pago para procesos paralelos. Sin perjuicio de 
los derechos de los titulares de créditos garantizados o de derechos reales, 
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un acreedor que haya percibido un cobro parcial respecto de su crédito 
en un proceso seguido en un Estado extranjero con arreglo a una norma 
extranjera relativa a la insolvencia, no podrá percibir un nuevo pago por 
ese mismo crédito en un proceso de insolvencia seguido con arreglo a 
las normas colombianas relativas a la insolvencia respecto de ese mismo 
deudor, en tanto que el pago percibido por los demás acreedores de la 
misma categoría sea proporcionalmente inferior al cobro ya percibido por 
el acreedor.

T I T U L O   IV 
Derogatorias y transito de legislaciOn

Artículo 117. Concordatos y liquidaciones obligatorias en curso y 
acuerdos de reestructuración. Las negociaciones de acuerdos de reestruc-
turación, los concordatos y liquidaciones obligatorias de personas natu-
rales y jurídicas iniciados durante la vigencia del Título II de la Ley 222 
de 1995, al igual que los acuerdos de reestructuración ya celebrados y 
los concordatos y quiebras indicados en el artículo 237 de la Ley 222 de 
1995, seguirán rigiéndose por las normas aplicables al momento de entrar 
a regir esta ley. 

No obstante, esta ley tendrá aplicación inmediata sobre las personas 
naturales comerciantes o que desarrollen una actividad empresarial y las 
personas jurídicas:

1. Ante el fracaso o incumplimiento de un concordato, dando inicio al 
proceso de liquidación judicial regulada en esta ley.

2. Para el inicio de las acciones revocatorias y de simulación en los 
procesos concursales.

3. Respecto de las disposiciones referentes a inmuebles destinados a 
vivienda, promitentes compradores de vivienda y prorratas previstas en 
esta ley, incluyendo los procesos liquidatorios en curso, al momento de 
su vigencia.

Artículo 118. Solicitudes de promoción y de liquidación obligatoria 
en curso. Las solicitudes de promoción de negociación de un acuerdo de 
reestructuración y las de apertura de un trámite de liquidación obligatoria 
que, en los términos de la Ley 550 de 1999 y de la Ley 222 de 1995, estén 
en curso y pendientes de decisión al momento de entrar a regir esta ley, 
serán tramitadas por el Juez del Concurso, según el caso, para lo cual los 
solicitantes deberán adecuarlas a los términos de la misma.

Artículo 119. Reglas de la Ley 550 de 1999 aplicables a las liquida-
ciones obligatorias en curso. A las liquidaciones obligatorias de personas 
naturales comerciantes o que desarrollen una actividad empresarial y de 
las jurídicas, iniciadas antes de la entrada en vigencia de esta ley, conti-
nuarán aplicándose los artículos 67, 68 y 69 de la Ley 550 de 1999, hasta 
su terminación. 

Artículo 120. Exclusión de la lista, cesación de funciones, remoción, 
recusación, impedimentos y procesos judiciales previstos en la Ley 550 de 
1999. A los promotores de acuerdos de reestructuración de las sociedades 
de capital público y las empresas industriales y comerciales del Estado de 
los niveles nacional y territorial, les serán aplicables, en materia de ex-
clusión de la lista, cesación de funciones, remoción, recusación e impedi-
mentos, las normas sobre el particular previstas en la presente ley, siendo 
el competente para adelantar dichos trámites el Ministerio del Interior y de 
Justicia, el cual decidirá en uso de facultades jurisdiccionales, conforme a 
lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Política.

De la misma forma, este Ministerio resolverá todos los asuntos pen-
dientes de decisión o nuevos, de los previstos en los artículos 26 y 37 de 
la Ley 550 de 1999.

Artículo 121. Contribuciones. Los recursos necesarios para cubrir los 
gastos de funcionamiento e inversión que requiera la Superintendencia 
de Sociedades provendrán de la contribución a cargo de las sociedades 
sometidas a su vigilancia o control, así como de las tasas de que trata el 
presente artículo.

La contribución consistirá en una tarifa que será calculada sobre el 
monto total de los activos, incluidos los ajustes integrales por inflación, 
que registre la sociedad a 31 de diciembre del año inmediatamente ante-
rior. Dicha contribución será liquidada conforme a las siguientes reglas:

1. El total de las contribuciones corresponderá al monto del presupues-
to de funcionamiento e inversión que demande la Superintendencia en la 

vigencia anual respectiva, deducidos los excedentes por contribuciones y 
tasas de la vigencia anterior.

2. Con base en el total de activos de las sociedades vigiladas y contro-
ladas al final del período anual anterior, el Gobierno Nacional, mediante 
resolución, establecerá la tarifa de la contribución a cobrar, que podrá ser 
diferente según se trate de sociedades activas, en período preoperativo, en 
concordato, en reorganización o en liquidación.

3. La tarifa que sea fijada no podrá ser superior al uno por mil del total 
de activos de las sociedades vigiladas o controladas.

4. En ningún caso, la contribución a cobrar a cada sociedad podrá ex-
ceder del uno por ciento del total de las contribuciones, ni ser inferior a un 
(1) salario mínimo legal mensual vigente.

5. Cuando la sociedad contribuyente no permanezca vigilada o con-
trolada durante toda la vigencia, su contribución será proporcional al 
período bajo vigilancia o control. No obstante, si por el hecho de que 
alguna o algunas sociedades no permanezcan bajo vigilancia o control 
durante todo el período, se genera algún defecto presupuestal que re-
quiera subsanarse, el Superintendente podrá liquidar y exigir a los de-
más contribuyentes el monto respectivo en cualquier tiempo durante la 
vigencia correspondiente.

6. Las contribuciones serán liquidadas para cada sociedad anualmente 
con base en el total de sus activos, multiplicados por la tarifa que fije el 
Gobierno Nacional para el período fiscal correspondiente.

7. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balances cor-
tados a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, la Superinten-
dencia hará la correspondiente liquidación con base en los activos regis-
trados en el último balance que repose en los archivos de la entidad.

Sin embargo, una vez recibidos los estados financieros correspondien-
tes a la vigencia anterior, deberá procederse a la reliquidación de la con-
tribución.

8. Cuando una sociedad presente saldos a favor producto de la reliqui-
dación, estos podrán ser aplicados, en primer lugar, a obligaciones pen-
dientes de pago con la entidad, y, en segundo lugar, para ser deducidos del 
pago de la vigencia fiscal que esté en curso.

La Superintendencia de Sociedades podrá cobrar a las sociedades no 
vigiladas ni controladas o a otras entidades o personas, tasas por los servi-
cios que les preste, según sean los costos que cada servicio implique para 
la entidad, determinados con base en la remuneración del personal dedi-
cado a la actividad, en forma proporcional al tiempo requerido; el coste de 
su desplazamiento en términos de viáticos y transporte terrestre y aéreo, 
cuando a ello hubiere lugar; y gastos administrativos tales como correo, 
fotocopias, certificados y peritos.

Las sumas por concepto de contribuciones o tasas por prestación de 
servicios que no sean canceladas en los plazos fijados por la Superinten-
dencia, causarán los mismos intereses de mora aplicables al impuesto de 
renta y complementarios.

Artículo 122. Armonización de normas contables y subsidio de liqui-
dadores. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad 
de la información que se suministre a los asociados y a terceros, el Go-
bierno Nacional revisará las normas actuales en materia de contabilidad, 
auditoria, revisoría fiscal y divulgación de información, con el objeto de 
ajustarlas a los parámetros internacionales y proponer al Congreso las mo-
dificaciones pertinentes.

En aquellas liquidaciones en las cuales no existan recursos suficientes 
para atender gastos de archivo y remuneración de los liquidadores, sus 
honorarios serán subsidiados con el dinero proveniente de las contribu-
ciones que sufragan las sociedades vigiladas por la Superintendencia de 
Sociedades, de conformidad con la reglamentación que expida el Gobier-
no. El subsidio no podrá ser en ningún caso superior a veinte (20) salarios 
mínimos legales mensuales, pagaderos, siempre y cuando el respectivo 
auxiliar cumpla con sus funciones y el proceso liquidatorio marche nor-
malmente.

En el proceso de liquidación judicial, tramitados ante la Superinten-
dencia de Sociedades que no existan recursos suficientes para atender gas-
tos de archivo y los honorarios de los liquidadores, serán subsidiados con 
el dinero proveniente de las contribuciones que sufragan las sociedades 
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vigiladas por la Superintendencia de Sociedades, hasta por veinte (20) 
salarios mínimos.

Artículo 123. Vigencia y derogatorias. La presente Ley comenzará a 
regir seis (6) meses después de su promulgación y deroga el Título II de la 
Ley 222 de 1995, y la Ley 550 de 1999, las cuales estarán vigentes hasta 
la fecha en que entre a regir la presente ley. 

A partir de la entrada en vigencia de esta Ley, se deroga el artículo 
470 del Código de Comercio, en cuanto a la competencia que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades frente a las Sucursales de las Sociedades 
extranjeras que desarrollen actividades permanentes en Colombia, la cual 
se regirá por lo establecido en el artículo 84 de la Ley 222 de 1995.

Adiciónese el siguiente numeral al artículo 2502 del Código Civil Co-
lombiano: “Los de los proveedores de materias primas o insumos nece-
sarios para la producción o transformación de bienes o para la prestación 
de servicios”.

Las entidades territoriales, las descentralizadas del mismo orden y las 
universidades estatales del orden nacional o territorial de que trata la Ley 
922 de 2004, podrán seguir celebrando acuerdos de reestructuración de 
pasivos de acuerdo con lo dispuesto en el Título V y demás normas perti-
nentes de la Ley 550 de 1999 y sus Decretos Reglamentarios, incluidas las 
modificaciones introducidas a dichas normas con posterioridad a su entra-
da en vigencia por la Ley 617 de 2000, sin que sea necesario constituir las 
garantías establecidas en el artículo 10 de la Ley 550 de 1999.

A partir de la promulgación de esta Ley, en relación con los acuerdos 
de reestructuración de pasivos adelantados por las universidades estatales 
de que trata el presente artículo, su nominación y promoción corresponde-
rá al Ministerio de Educación, el cual asumirá los procesos en curso cuya 
promoción se encuentre adelantando el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

Salvo aquellos casos que expresamente determine el Gobierno Nacio-
nal, en razón a la conservación del orden público económico, no habrá 
lugar a la intervención de la Superintendencia de Sociedades respecto de 
lo establecido en los artículos 233 a 237 del Código de Comercio.

Las normas del régimen establecido en la presente ley prevalecerán 
sobre cualquier otra que le sea contraria.

Cordialmente,
Bernardo Elías, Eduardo Crissien, Fernando Tamayo, Santiago Cas-

tro, Omar Flórez, Oscar Wílchez, Alfredo Cuello, Enrique Ángel Barco, 
Fabio Amín, Mauricio Lizcano, Luis Alejandro Perea y Luis Fernando 
Almario.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 295 DE 2006 CAMARA, 197 DE 2005 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno  

de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular 
China sobre Cooperación Fitosanitaria”, firmado en Beijing  

a los 6 días del mes de abril de 2005.
Bogotá, D. C., noviembre 1° de 2006
Doctor
OSCAR FERNANDO BRAVO REALPE
Presidente 
Comisión Segunda
Respetado doctor:
Por designación de la honorable Mesa Directiva de la Comisión, me 

permito rendir ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 
295 de 2006 Cámara, 197 de 2005 Senado, por medio de la cual se aprue-
ba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Go-
bierno de la República Popular China sobre Cooperación Fitosanitaria”, 
firmado en Beijing a los 6 días del mes de abril de 2005, en los términos 
que indica la ley.

Cordialmente,
Silfredo Morales Altamar,

honora ble Representante a la Cámara,
Circunscripción Especial Nacional de Comunidades Negras.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 295 DE 2006 CAMARA, 197 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno  
de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular 

China sobre Cooperación Fitosanitaria”, firmado en Beijing  
a los 6 días del mes de abril de 2005.

Artículo 1°. Apruébese el “Convenio entre el Gobierno de la República 
de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China sobre Co-
operación Fitosanitaria”, firmado en Beijing a los 6 días del mes de abril 
de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 
7ª de 1944, el “Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y 
el Gobierno de la República Popular de China sobre Cooperación Fitosa-
nitaria”, firmado en Beijing a los 6 días del mes de abril de 2005, que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Análisis del articulado

Consideraciones específicas
El convenio de Cooperación Fitosanitaria comprende un preámbulo o 

parte introductoria y doce artículos.
En la primera parte se expresa como objetivo del mismo, estrechar la 

cooperación fitosanitaria bilateral a efectos de prevenir la transmisión y 
difusión de organismos nocivos de una parte a la otra, proteger la produc-
ción de plantas y los recursos vegetales en ambos países y promover el 
desarrollo de las relaciones económicas y comerciales, así como el inter-
cambio de técnicas entre los dos países.

En el artículo I: Las Partes designan las autoridades nacionales encar-
gadas de la implementación y ejecución del convenio.

El artículo II: Contiene una serie de definiciones que son de gran uti-
lidad para la interpretación y ejecución del instrumento bilateral.

En el artículo III: Las Partes se comprometen a apoyar, realizar y 
desarrollar la cooperación fitosanitaria bilateral, señalando que su imple-
mentación deberá sujetarse a la legislación y regulaciones administrativas 
existentes en cada una de las Partes.

El artículo IV: Impone a las Partes la obligación de tomar todas las 
medidas necesarias para prevenir que los organismos nocivos sujetos a 
cuarentena o organismos nocivos restringidos no sujetos a cuarentena, se 
transmitan a territorio de la otra parte.

El artículo V: Prevé los requisitos que debe cumplir cualquier elemen-
to o material vegetal sujeto a restricción que se transporte del territorio de 
una Parte al territorio de la otra; y prohíbe la exportación de tierra o que 
sea llevada con las mercancías que se exportan.

El artículo VI: Se refiere a la facultad que tiene cada parte de realizar 
inspecciones de cuarentena a los elementos importados de la otra Parte y 
en caso de problema, a someterlos a inspecciones de acuerdo con su legis-
lación interna, de lo cual dará aviso a la otra Parte.

El artículo VII: Regula lo relativo a las acciones conjuntas entre las 
Autoridades de las Partes en materia de inspecciones de cuarentena en 
territorio de la parte exportadora y a las normas a las que deben sujetarse, 
a los gastos y su cubrimiento pago, y el lugar y la fecha en que deban 
realizarse.

El artículo VIII: Las Partes se comprometen a intercambiar leyes, re-
glamentos administrativos y demás normativas vigentes en materia fito-
sanitaria, así mismo señala que las Partes deben fomentar la cooperación 
científica y tecnológica en materia de inspecciones fitosanitarias y su con-
trol.

Los artículos IX al XI: Contienen disposiciones de carácter general 
relativas a la no restricción y continuidad de los compromisos adquiri-
dos por las Partes en otros instrumentos internacionales, al mecanismo 
aplicable a la solución de controversias surgidas por la interpretación y/o 
ejecución del Convenio, al procedimiento para modificarlo, a la fecha y 
forma de entrada en vigor, al término de vigencia y la forma de darlo por 
terminado. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS
Consideraciones generales

Existen varias tendencias para el manejo de las políticas económicas, 
las cuales determinan el rumbo que un gobierno determinado le quiere dar 
a la economía de su país, por esta razón se pretende la aprobación de un 
convenio cuyo propósito es estrechar la cooperación fitosanitaria bilate-
ral, que tiene por objeto prevenir la transmisión y difusión de organismos 
nocivos de una Parte a la otra, proteger la producción de plantas y los 
recursos vegetales en ambos países y promover el desarrollo de relaciones 
económicas y comerciales así como intercambios técnicos entre los dos 
países.

El proteccionismo y la apertura económica o libre cambio son un ejem-
plo de las tendencias para el manejo de las políticas económicas en donde 
la apertura económica trae beneficios al país en general. Al intercambiar 
productos con otros países se deben buscar, entre otras estrategias, que 
la calidad del producto sea atractiva para los compradores. Para que esto 
suceda, se debe fortalecer la cooperación científica y técnica en materia 
fitosanitaria para proteger su agricultura de plagas y a través de un marco 
normativo facilitar el flujo de comercio en el país. 

Por medio de campañas fitosanitarias se han logrado avances signifi-
cativos en la mejora y conservación del estatus fitosanitario, lo que ha fa-
vorecido la exportación de productos agrícolas fortaleciendo la imagen de 
Colombia como un fuerte competidor a nivel global y regional, mediante 
un ambicioso proceso de internacionalización de la economía, a fin de 
crear una plataforma fuerte para la exportación de productos y servicios.

Este Convenio está destinado a la prevención, control y erradicación de 
plagas y enfermedades que afectan la producción agropecuaria nacional, 
al tiempo que se mejorará el estatus sanitario de la producción agroa-
limentaria del país; ya que la gran vulnerabilidad a la introducción de 
enfermedades transfronterizas a los países de la región, ha quedado am-
pliamente demostrada en el pasado con la aparición de enfermedades, las 
cuales en la actualidad las posibilidades de introducción de las mismas es 
mayor debido a la globalización económica, la apertura de los mercados 
y la formación de nuevos acuerdos comerciales, lo que genera un incre-
mento en la velocidad y en el volumen de los intercambios de productos 
pecuarios.

En el componente de las enfermedades animales, el Convenio presenta 
un Programa Técnico, el cual tiene por objeto fortalecer la prevención de 
situaciones de emergencias ocasionadas por las enfermedades epidémicas 
de importancia transfronteriza y dar ante ellas inmediata respuesta. 

Igualmente se ocupa en reducir, y en el largo plazo eliminar la amenaza 
que plantean las enfermedades transfronterizas, ya que estas pueden cau-
sar grandes pérdidas económicas, obstaculizar el comercio internacional 
de los animales, productos y subproductos pecuarios, así como también 
amenazar la seguridad alimentaría. 

Señala el acuerdo que los elementos de restricción transportados al te-
rritorio de la otra parte, deben observar las estipulaciones fitosanitarias, se 
deben someter a estrictas inspecciones de cuarentena e ir acompañados de 
un certificado, corroborando que el lote de artículos esté libre de organis-
mos nocivos

El acuerdo ayuda a los países a crear su propio sistema de vigilancia y 
alerta epidemiológica, establecimiento de planes contra emergencias, y a 
crear un sistema mundial de información de vigilancia para las enferme-
dades. 

El ICA, entidad encargada de proteger, mantener y mejorar la sanidad 
del sector agropecuario, con el fin de garantizar cada día productos de ma-
yor calidad e inocuidad en busca del mercado interno y las exportaciones, 
ha orientado sus políticas hacia la apertura de nuevas posibilidades comer-
ciales, para lo cual negocia protocolos sanitarios con los países comprado-
res, mediante los cuales se establecen los requisitos que se deben cumplir 
con el propósito de acceder a estos mercados.

Igualmente establece los estándares de calidad que deberán regir para 
la exportación de forma segura basados en el análisis de riesgo, inter-
cambio de puntos de vista y consensos alcanzados, la exportación deberá 
cumplir con las leyes fitosanitarias y reglamentos relevantes.

Según lo establecido en la CIPF (Convención Internacional de Protec-
ción Fitosanitaria 1952), el propósito de estas convenciones es asegurar 

una acción común y eficaz para impedir la propagación e introducción de 
plagas de las plantas y de los productos vegetales, y promover medidas 
para combatirlas. El peligro que representan para la biodiversidad esas 
especies exóticas invasoras (sean vegetales, animales o de otro tipo) es 
el segundo en importancia después de la pérdida del hábitat. Introducidas 
deliberadamente o sin intención, muchas de estas especies una vez que se 
establecen pueden imponerse sobre las especies autóctonas y apoderarse 
del nuevo medio.

La Convención proporciona un marco y un foro para la cooperación in-
ternacional, la armonización y el intercambio técnico en colaboración con 
las organizaciones regionales y nacionales de protección fitosanitaria. La 
CIPF también desempeña una importante función en el comercio ya que 
es la organización reconocida por la Organización Mundial del Comer-
cio en el Acuerdo para la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias 
como fuente de las normas internacionales para las medidas fitosanitarias 
que repercuten en el comercio.

El Servicio de Protección Vegetal de la FAO (Organización de las Na-
ciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación) administra la CIPF, 
que se aplica principalmente a través de la cooperación de las organizacio-
nes regionales y nacionales de protección fitosanitaria. En 1992, la FAO 
estableció una Secretaría de la CIPF en reconocimiento de la expectación 
creada por el Acuerdo para la aplicación de medidas sanitarias y fitosa-
nitarias de la Organización Mundial del Comercio respecto al estableci-
miento de normas. Compete a la Secretaría coordinar las actividades del 
programa de trabajo de armonización mundial de las medidas fitosanita-
rias de conformidad con la CIPF.

Las principales actividades de la Secretaría de la CIPF son:
• Establecer Normas Internacionales para Medidas Fitosanitarias 

(NIMF).
• Proporcionar la información solicitada por la CIPF y facilitar el inter-

cambio de información entre las partes contratantes.
• Proporcionar asistencia técnica a través de la FAO y cooperación con 

los gobiernos y otras organizaciones para suministrar otros tipos de asis-
tencia técnica. 

El Gobierno Nacional espera una participación eficaz en el comercio 
internacional, especialmente en el mercado de animales y sus productos 
a través de la cooperación bilateral en materia fitosanitaria con el fin de 
fortalecer las relaciones económicas y comerciales.

Finalmente es importante señalar que la aprobación de este acuerdo 
beneficia al Estado colombiano incrementando de manera sustancial la 
competitividad del sector agrícola colombiano en el contexto de una eco-
nomía más abierta.

Proposición final
Dese segundo debate al Proyecto de ley número 295 de 2006 Cámara, 

197 de 2005 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República 
Popular de China sobre Cooperación Fitosanitaria”, conforme al texto ori-
ginal elaborado y firmado por las partes contratantes.

De los honorables Representantes a la Cámara.
Silfredo Morales Altamar,

honorable Representante a la Cámara,
Circunscripción Especial Nacional de Comunidades Negras.

CAMARA DE REPRESENTANTES
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., martes 14 de noviembre de 2006
Autorizamos el informe de ponencia para segundo debate, correspon-

diente al Proyecto de ley número 295 de 2006 Cámara, 197 de 2005 Se-
nado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de 
la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular China 
sobre Cooperación Fitosanitaria”, firmado en Beijing a los 6 días del mes 
de abril de 2005, en los términos que indica la ley.

El anuncio del primer debate correspondiente del proyecto indicado 
se hizo en la sesión del día diecinueve (19) de septiembre de 2006 Acta 
número 10.

La aprobación en primer debate del proyecto indicado se hizo en sesión 
del día veintiséis (26) de septiembre de 2006 Acta número 11.
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La publicación del texto inicial del proyecto se hizo en la Gaceta del 
Congreso número 900 del catorce (14) de diciembre de 2005.

La publicación del informe de ponencia para primer debate Senado 
se hizo en la Gaceta del Congreso número 96 del cuatro (4) de mayo de 
2006.

La publicación del informe de ponencia de segundo debate Senado 
se hizo en la Gaceta del Congreso número 171 del siete (7) de junio de 
2006.

La publicación del informe de ponencia para primer debate Cámara se 
hizo en la Gaceta del Congreso número 363 del doce (12) de septiembre 
de 2006.

El Presidente,
Oscar Fernando Bravo Realpe.

La Secretaria General,
Pilar Rodríguez Arias.

El Subsecretario,
Iván Jiménez.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 295 DE 2006 CAMARA,  

197 DE 2005 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno  

de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular 
China sobre Cooperación Fitosanitaria”.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República 

de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China sobre Co-
operación Fitosanitaria”, firmado en Beijing a los 6 días del mes de abril 
de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 
7ª de 1944, el “Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y 
el Gobierno de la República Popular de China sobre Cooperación Fitosa-
nitaria”, firmado en Beijing a los 6 días del mes de abril de 2005, que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El texto trascrito correspondiente al Proyecto de ley número 295 de 

2006 Cámara, 197 de 2005 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
“Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República Popular de China sobre Cooperación Fitosanitaria”, fue 
el aprobado por la comisión en sesión del día veintiséis (26) de septiembre 
de dos mil seis (2006) Acta número 11.

El Presidente,
Oscar Fernando Bravo Realpe.

La Secretaria General,
Pilar Rodríguez Arias.

El Subsecretario,
Iván Jiménez.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 060 DE 2005 CAMARA, ACUMULADO CON EL 156 
DE 2005 CAMARA

por la cual se modifica la Ley 664 de julio 30 de 2001.
Bogotá, D. C., 7 de noviembre de 2006 
Doctor 
BERNARDO MIGUEL ELIAS VIDAL
Presidente
Comisión Tercera Constitucional
Honorable Cámara de Representantes 
Ciudad
Referencia: Ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 

060 de 2005 Cámara, acumulado con el 156 de 2005 Cámara, por la cual 
se modifica la Ley 664 de julio 30 de 2001.

Señor Presidente y honorables Representantes:
En cumplimiento de la designación hecha por la Mesa Directiva de la 

Comisión Tercera Constitucional Permanente de la Cámara de Represen-
tantes a continuación me permito rendir ponencia para segundo debate al 
Proyecto de ley número 060 de 2005 Cámara, acumulado con el 156 de 
2005 Cámara, por la cual se modifica la Ley 664 de julio 30 de 2001.

Se trata de una iniciativa de origen parlamentario, el proyecto fue 
presentado inicialmente por el Representante Guillermo Antonio Santos 
Marín, posteriormente el Representante Jorge Eduardo Casablanca Prada 
presentó el proyecto de ley intitulado de igual manera, motivo por el cual 
se procedió a su acumulación. 

Marco constitucional y legal
El artículo 69 de la Constitución Política garantiza autonomía universi-

taria y ordena al Estado facilitar mecanismos financieros que hagan posi-
ble el acceso a la educación superior de todas las personas aptas.

El artículo 150 ibídem, le define como competencia al Congreso de 
la República hacer las leyes y precisa que por medio de ellas ejerce en-
tre otras funciones la de conferir atribuciones especiales a las asambleas 
departamentales (numeral 5). En concordancia, el artículo 300, al definir 
las atribuciones de las asambleas departamentales, indica que por medio 
de ordenanzas le corresponde decretar de conformidad con la ley, los tri-
butos y contribuciones necesarios para el cumplimiento de las funciones 
departamentales.

Por su parte, el artículo 313 define como una de las competencias de 
los concejos municipales, la de votar de conformidad con la constitución 
y la ley los tributos y gastos locales.

La iniciativa propuesta cumple con los requerimientos establecidos en 
los artículos 154 y 158 de la Carta Política, al consagrar que las leyes 
pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a propuesta de sus res-
pectivos miembros, y referirse a una misma materia.

El inciso segundo del artículo 154 de la Constitución Nacional consa-
gra unas limitaciones a la iniciativa legislativa, reservando para el Gobier-
no los proyectos sobre ordenamiento territorial, estructura administrativa, 
celebración de contratos, Banco de la República, crédito publico, comer-
cio exterior y régimen bancario, régimen salarial y los que ordenen parti-
cipaciones en las rentas nacionales o trasferencias de las mismas, decreten 
exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.

Las anteriores disposiciones de la Carta Política constituyen el respal-
do a la presente iniciativa de orden legal.

Contenido del proyecto
El proyecto tiene como objetivo modificar la Ley 664 de julio 30 de 

2001, pretendiendo incluir dentro del recaudo de la actual estampilla la 
tributación de licores, cervezas, juegos de azar, en aras de permitir obtener 
una fuente de financiación para la sostenibilidad y crecimiento de la Uni-
versidad del Tolima. Para el efecto se autoriza a la Asamblea del Departa-
mento para que ordene tal gravamen y propone la obligación de adherir, 
anular la estampilla, efectuar los descuentos sobre pagos o expedir recibos 
de caja a cargo de los funcionarios de los entes nacionales que operan en el 
Tolima, funcionarios departamentales y municipales, que intervengan en 
los actos o hechos sujetos del gravamen ordenados por la ordenanza que 
se expida en el desarrollo de la presente ley.

Consideraciones sobre el articulado aprobado en la Comisión
Como punto de partida, debemos tener en cuenta el artículo 294 de la 

Constitución Política que reza: “La ley no podrá conceder exenciones 
ni tratamientos preferenciales en relación con los tributos de propie-
dad de las entidades territoriales. Tampoco podrá imponer recargos 
sobre sus impuestos, salvo lo dispuesto en el artículo 317”. (Subrayas 
y negrilla fuera de texto).

El artículo 2° del proyecto de ley contraviene claramente el precepto 
constitucional al establecer “Dentro de los hechos y actividades económi-
cas sobre las cuales se obliga el uso de la estampilla, la Asamblea Depar-
tamental o los Concejos Municipales deberán incluir los licores, cervezas 
y juegos de azar”.

Por lo anterior, clara es la conclusión, el artículo 1° del presente pro-
yecto se encuentra estrechamente ligado a los mandatos constitucionales 
establecidos en la Carta Magna, no puedo predicar lo mismo del artículo 
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2° como quiera que, al efecto, el Consejo de Estado en reiteradas oportu-
nidades ha expresado:

“…De otra parte se observa que conforme al tenor literal del artículo 
214 de la Ley 223 de 1995 (norma especial que regula íntegramente la 
materia) a las entidades territoriales les está prohibido imponer gravamen 
diferente al de industria y comercio, sobre la producción, importación, 
distribución y venta de licores, vinos, aperitivos y similares, cervezas, si-
fones, refajos y mezclas, cigarrillo y tabaco elaborados nacionales y ex-
tranjeros; por lo que para la Sala es claro que el gravamen contenido en la 
norma acusada contraviene dicha prohibición, toda vez que al recaer sobre 
las tornaguías y legalización de tornaguías para licores, vinos, aperitivos 
y similares, cervezas, sifones, refajos y mezclas, cigarrillo y tabaco elabo-
rados nacionales y extranjeros, se estarían gravando productos, que como 
ya se dijo, están sujetos al impuesto al consumo.

(…)
Así las cosas, considera la Sala que la autorización otorgada por la Ley 

440 de 1998 no faculta a la Asamblea Departamental del Quindío para 
imponer el tributo sobre hechos económicos o actividades sobre los cuales 
existe prohibición expresa de gravarlos, como se explicó anteriormente, 
pues ello implica un exceso en el ejercicio de la facultad otorgada por la 
citada ley al ente territorial.

(…)
Además, si la intención del legislador hubiera sido gravar una de las 

etapas de la producción de tales productos con la Estampilla Pro Hospital 
Departamental, lo habría dispuesto expresamente”1.

Clara es la doctrina, la anterior trascripción evidencia la inconstitu-
cionalidad del artículo anteriormente citado, es por ello que propongo la 
supresión del mismo.

Proposición
Por las razones anteriormente expuestas, me permito solicitar, dar se-

gundo debate al Proyecto de ley número 060 de 2005 Cámara, acumulado 
con el 156 de 2005 Cámara, por la cual se modifica la Ley 664 de julio 30 
de 2001, con el pliego de modificaciones anexo.

De los señores Congresistas,
Felipe Fabián Orozco Vivas,

Ponente.
PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY  

NUMERO 060 DE 2005 CAMARA, ACUMULADO  
CON EL PROYECTO DE LEY NUMERO 156 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 664 de julio 30 de 2001.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifícase el artículo 5° de la Ley 664 de julio 30 de 

2001, el cual quedará así:
Artículo 5º. Responsabilidad. La obligación de adherir, anular la es-

tampilla física, efectuar los descuentos sobre pagos o expedir recibo ofi-
cial de caja estará a cargo de los funcionarios de las entidades Nacionales 
que operan en el Tolima, departamentales y municipales, que intervengan 
en los actos o hechos sujetos del gravamen determinados por la ordenanza 
departamental que se expida en el desarrollo de la presente ley. El incum-
plimiento de esta obligación se sancionará por la autoridad disciplinaria 
correspondiente.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la fecha de la expedición.
Felipe Fabián Orozco Vivas,

Ponente.
* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 287 DE 2006 CAMARA

por la cual se prohíbe que las entidades territoriales entreguen, a título 
de concesión o a cualquier título, el recaudo y gestión de los diferentes 

tributos a empresas particulares y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., octubre de 2006 
Doctor
BERNARDO MIGUEL ELIAS VIDAL
Presidente
Comisión Tercera 
Cámara de Representantes

Ciudad.
Asunto: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de 

ley número 287 de 2006 Cámara, por la cual se prohíbe que las entida-
des territoriales entreguen, a título de concesión o a cualquier título, el 
recaudo y gestión de los diferentes tributos a empresas particulares y se 
dictan otras disposiciones.

Señor Presidente:
De conformidad con el encargo impartido por usted, procedemos a 

presentar el informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 287 de 2006 Cámara, por la cual se prohíbe que las entidades te-
rritoriales entreguen, a título de concesión o a cualquier título, el recaudo 
y gestión de los diferentes tributos a empresas particulares y se dictan 
otras disposiciones.

Antecedentes y objetivos del proyecto de ley
El proyecto de ley que se somete a consideración es de autoría de los 

honorables Representantes Santiago Castro, César Negret, César A. Me-
jía, Oscar Darío Pérez, Sergio Diazgranados, Juan Martín Hoyos, cuyos 
ponentes designados por la honorable Comisión Tercera, Santiago Castro 
(Coordinador), Orlando Montoya Toro, Héctor Javier Osorio, Carlos Zu-
luaga Díaz y Bernardo Miguel Elías V. y aprobado en Comisión Tercera el 
pasado 14 de junio de 2006, sin modificación alguna y cuenta con el aval 
del Ministerio de Hacienda.

El objetivo del presente proyecto consiste en prohibir que las Entidades 
Territoriales entreguen a título de concesión o cualquier título el recaudo 
y gestión de los diferentes tributos a empresas particulares a excepción de 
las Entidades Financieras que reciben el pago, las retenciones, anticipos, 
sanciones e intereses. 

Por otra parte obliga a las Administraciones Municipales y a las enti-
dades de control (Procuraduría General de la Nación, Contraloría General 
de la República) a revisar los contratos de esta naturaleza que se hayan 
suscrito por las entidades territoriales.

Referente a la Cartera, autoriza la celebración de estos contratos pero 
los limita a entregar solo aquella cuyo vencimiento sea superior a un año.

Consideraciones:
El recaudo de recursos propios debe ser uno de los aspectos cruciales 

en la gestión local. Para ello y partiendo de los diagnósticos y análisis 
efectuados en el proceso de planificación financiera se deben diseñar polí-
ticas y estrategias para maximizar su recaudo. Para ello se debe determinar 
cuales son los ingresos más significativos para el municipio de acuerdo a 
sus características económicas y sociales y tomar medidas para asegurar 
su dinámica positiva.

La gestión sobre los impuestos y sobre los recursos no tributarios pue-
de darse en torno a los contribuyentes o sobre las actividades, bases grava-
bles y tarifa. Ello implica hacer estudios y proyecciones para determinar 
cual es la mejor opción que genere la mayor cantidad de recursos posibles, 
sin afectar drásticamente la capacidad de pago de los contribuyentes o 
usuarios, ya que esto llevaría a evasiones que limitarían los resultados 
esperados.

Estas políticas para el incremento de recursos deben estar acompaña-
das por una gestión tributaria eficiente, en la cual se tengan actualizados 
los censos de contribuyentes y los registros de usuarios, se hayan determi-
nado medios efectivos de cobro y facilidades de pago para los usuarios, se 
determine el autoavalúo, se realicen cruces de información etc.

Sin embargo para el caso que nos ocupa es importante anotar que la 
información que pueda requerir las Entidades Territoriales es la directa-
mente relevante y estrictamente necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones en ejercicio de sus competencias legales, y debe asegurarse que 
tal información no va a ser inapropiadamente utilizada.

Los departamentos y municipios recientemente han venido entregando 
la cartera de los Impuestos a Particulares, tema legal y autorizado, que 
además en el presente proyecto de ley se faculta a las Entidades Terri-
toriales entregarla a los particulares pero solo aquella cuyo vencimiento 
sea superior a un año. Sin embargo las Entidades Territoriales no solo 
están entregando la cartera sino también la gestión tributaria, esto es la 
organización, determinación, discusión, cobro y recaudo de impuestos te-
rritoriales.1     Fallo 11208 de diciembre de 2000. M. P. Daniel Manrique Guzmán.



GACETA DEL CONGRESO  546	 Viernes 17 de noviembre de 2006	 Página 35

Pero además no solo el cobro sino la fiscalización de las declaraciones 
para constatar que hayan sido liquidadas correctamente por los Contribu-
yentes y la liquidación en la mayoría de los casos cancelando comisiones 
que se denominan de éxito y que no afectan el presupuesto de la Entidad 
sino que son descontadas directamente por las Empresas o Abogados de 
las cuentas donde se depositen las sumas cobradas o en otros casos el Ente 
Territorial lo cancela por honorarios una vez se verifique por parte del in-
terventor el valor consignado, afectando no solo los ingresos del munici-
pios y departamentos sino también configurándose un posible detrimento 
patrimonial.

Por otra parte con las practicas anteriores resulta evidente la entrega 
de información de los contribuyentes a las firmas o personas naturales 
contratadas para que estos preparen documentos, requerimientos y de-
más actos administrativos tributarios Estos los proyectan y los entregan 
a los jefes de las divisiones de Fiscalización o Rentas como se denomi-
nan las dependencias encargadas de este tema en los Entes Territoriales 
para la firma de ellos y así proceder a un cobro por concepto de presta-
ción de servicios siempre con el argumento de no contar con el personal 
suficiente y capacitado para realizar esta labor. Firmas que por supuesto 
tienen toda la información tributaria de un Contribuyente y que poste-
riormente estas mismas firmas le ofrecen servicios externos a los mis-
mos contribuyentes para que cancelen menos de lo que le corresponde o 
no pagar suma alguna. 

En materia tributaria y de conformidad con la Constitución, la Corte 
ha avalado el que la administración pueda exigir a los contribuyentes y no 
contribuyentes documentos privados, y por lo tanto pueda tratar y recolec-
tar ciertos datos de las personas, siempre y cuando sean los estrictamen-
te necesarios para los efectos financiero y fiscal, a fin de determinar las 
obligaciones tributarias y mantener su control. Pero además ha reiterado 
que… “adicionalmente, debe distinguirse cuando el dato se pone en cir-
culación al interior del Estado, entre las entidades encargadas de recaudar 
los impuestos a fin de controlar la respectiva carga impositiva, lo cual no 
contraría la Constitución, siempre y cuando se respete el derecho de las 
personas de conocer, actualizar y rectificar tales datos, pero sin que deba 
mediar su autorización para ello pues se trata de la colaboración armó-
nica que debe mediar entre los diferentes órganos del Estado con el fin 
de proteger el patrimonio público. Datos de las personas recolectados y 
procesados para fines tributarios, que por lo tanto no pueden circular por 
fuera del Estado con fines diferentes, es decir, la administración no puede 
ponerlos en circulación colocándolos en manos de particulares, so pena de 
contrariarse la Constitución” .

Estas funciones que son indelegables pasan a manos de un tercero 
y en los contratos que suscribe el Ente Territorial con estos terceros 
no se consagra la obligación de la reserva pasando esta información a 
ser conocida por muchas personas.

Sobre este tema, el Procurador General de la Nación ya se había pro-
nunciado, a través de la Directiva 016 del 6 de septiembre de 2004, donde 
señala que “Los contratos de prestación de servicios profesionales para el 
cobro de impuestos municipales, son de naturaleza excepcional de confor-
midad con el artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 1993, puesto que están 
sujetos al principio de suficiencia de la planta de personal. En los ante-
cedentes de esta directiva dice… “En algunos municipios del país se han 
suscrito contratos de prestación de servicios profesionales con abogados 
‘expertos’ en el cobro coactivo del Impuesto de Industria, Comercio y sus 
complementarios de Avisos y Tableros (ICA). 2. Los contratos realizados 
no observan lo dispuesto por el artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 
1993, para la contratación de servicios profesionales, que bien pueden ser 
efectuados por el personal de planta encargado de atender los asuntos le-
gales. 3. La Ley 136 de 1993, artículo 91 literal c), asigna a los alcaldes la 
jurisdicción coactiva para el cobro de obligaciones a favor del municipio 
que para el caso de los impuestos, deben acudir a las normas del Estatuto 
Tributario, conforme lo ordena el artículo 66 de la Ley 383 de 1997. 4. En 
los procesos de jurisdicción coactiva, algunos alcaldes y tesoreros muni-
cipales han sido asesorados directamente por el contratista en el sentido 
de rechazar las excepciones propuestas contra el mandamiento de pago, 
así como en la interposición de los recursos correspondientes, con la clara 
intención de hacer efectivo el cobro de la obligación tributaria de carácter 
local y en consecuencia, cobrar los honorarios pactados por anticipado en 
porcentajes desproporcionados con la gestión, al margen de las acciones 

contencioso administrativas que se adelanten para la determinación del 
citado tributo. 5. Con base en las pruebas aportadas, así como en las obte-
nidas en las visitas de la Comisión Energética de la Procuraduría General 
de la Nación y en las reuniones celebradas en el Ministerio de Minas y 
Energía, se establece el ostensible concurso de actuaciones irregulares en 
que se encuentran incursos algunos de los abogados contratistas y algunos 
de los funcionarios públicos contratantes. 6. Cabe citar el criterio señala-
do por la Corte Constitucional, en materia de moralidad, según el cual:... 
“en su acepción constitucional, no se circunscribe al fuero interno de los 
servidores públicos sino que abarca toda la gama del comportamiento que 
la sociedad en un momento dado espera de quienes manejan los recursos 
de la comunidad y que no puede ser otro que el de absoluta pulcritud y 
honestidad”1. 7. Los impuestos municipales constituyen la columna ver-
tebral del presupuesto general de ingresos de tales entes territoriales. Por 
ende, se afecta el patrimonio público, aduciendo una supuesta eficiencia 
en el recaudo que solo se ve reflejada en el pago de exagerados honorarios 
a cuota litis para el contratista, sobre el valor del Impuesto de Industria, 
Comercio, Avisos y Tableros (ICA) determinado para iniciar el proceso de 
jurisdicción coactiva, cuando en la mayoría de los casos ya se han cance-
lado los valores respectivos y, en otros, se encuentran en discusión ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. 8. La citada contratación no 
solo atenta contra especiales disposiciones del Código Contencioso Ad-
ministrativo y del Estatuto Tributario, sino que atenta directamente contra 
la prestación normal del servicio público esencial de energía eléctrica, 
toda vez que las medidas cautelares resultan desproporcionadas frente a 
las sumas que se pretenden recaudar y de las cuales se deben deducir los 
descomunales honorarios, así como los valores correspondiente al IVA 
por concepto de los mismos. 9. De conformidad con el artículo 54 nu-
meral 1 del Estatuto de la Abogacía, constituye falta a la honradez del 
abogado: “Exigir u obtener remuneración o beneficios desproporcionados 
a su trabajo, con aprovechamiento de la necesidad, la ignorancia o la inex-
periencia del cliente”. La jurisprudencia sobre la materia ha fijado cinco 
criterios para determinar el cobro de honorarios desproporcionados por 
parte de los abogados: el trabajo efectivamente desplegado por el abogado 
litigante, el prestigio del mismo, la complejidad del asunto, el monto de la 
cuantía y la capacidad económica del cliente...”. 

Igualmente en la discusión del proyecto de ley de normalización de 
cartera pública la Procuraduría Consideró que las facultades, atribuciones 
y funciones jurídicas del proceso de recaudo de impuestos no pueden ser 
entregadas a los particulares y deben ser ejercidas por el Estado mismo.

Las inmensas sumas que han pagado algunos municipios a título de 
comisión por el recaudo de tributos en la modalidad de concesión, en con-
cepto de la Procuraduría General de la Nación, amerita hacer un replan-
teamiento de los contratos, toda vez que para esta Entidad el recaudo de 
impuestos es una función pública que no puede quedar en manos de los 
particulares.

Las cifras que constan en la exposición de motivos del proyecto de ley 
de normalización hablan por si solas. En Cali se han pagado en comisio-
nes por recaudo 7.547 millones de pesos; en Barranquilla 4.299; en Santa 
Marta 3.534; y Montería 441 millones de pesos. Lo que está en juego con 
este tipo de contratos es la noción misma de ‘Hacienda Pública’. Además 
no se entienden bien los criterios con los que se cobran dichas comisiones 
frente a la inversión realizada por el concesionario, ni la extensión de 
plazos (quince años) para que los particulares exploten una actividad que 
usualmente ha sido realizada por la administración. Desde este punto de 
vista, la Procuraduría comparte que se realicen contratos para la moderni-
zación del sistema de gestión y recaudo tributario, sin que ello comporte 
la concesión total de la función, mucho menos la creación del título eje-
cutivo.

Es necesario sumar a lo anterior, los problemas que genera tal tipo de 
malas prácticas, irregularidades y quebrantamientos a la ley, pues el pago 
de honorarios se toma directamente de lo recaudado, sin que ingrese ma-
terial y jurídicamente al presupuesto oficial, violando los principios cons-
titucionales y legales que regulan los ingresos y egresos del Estado.

Iguales pronunciamientos han sido expedidos por la Dirección de apo-
yo Fiscal del Ministerio de Hacienda y que se encuentran plasmados en 
los Conceptos 015893-04 y 021765-05 y que me permito transcribir los 
apartes más importantes de los dos conceptos: 
1.      Sentencia C-O46 de 1994.
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… “En cualquier caso, en ejecución de los contratos de gestión tri-
butaria, debe asegurarse el respeto a la reserva legal establecida en be-
neficio de los contribuyentes y dispuesta en las normas que gobiernan la 
materia1. 

Respecto a la licitud de los objetos contractuales siempre deben respe-
tarse, so pena de ilicitud, los contenidos de los principios de innegociabi-
lidad de las potestades públicas y de indisponibilidad de la legalidad de 
los actos administrativos. En relación con ellos, y por vía de jurispruden-
cia, el Consejo de Estado manifestó en Sentencia de la Sección Tercera 
de junio 8 de 2000. Radicación número: 16973. Actor: Consorcio Amaya-
Salazar: 

PRINCIPIO DE INNEGOCIABILIDAD DEL EJERCICIO DE LAS PO-
TESTADES PUBLICAS. Este principio permite deducir que, en un Estado 
de derecho, como el nuestro, no existen poderes implícitos ni competen-
cias deducibles por analogía, circunstancias que desvirtúan su esencia; 
que el ejercicio de las potestades públicas conferido por el ordenamiento 
jurídico a determinada autoridad es indelegable e intransferible, salvo 
norma que lo autorice expresamente; y, finalmente, que las potestades 
públicas no son negociables ni transigibles, por cuanto constituyen mani-
festación directa de la naturaleza soberana del Estado. En su ejercicio, se 
encuentran comprometidos la tranquilidad, la seguridad y la salubridad 
públicas, que constituyen elementos integradores del orden público. 

... ‘al Estado no le es dable despojarse de sus competencias legales, 
renunciar a ellas, dejar de ejercerlas, ni negociarlas o transigir sobre la 
legalidad de los actos administrativos, sin menoscabar la soberanía del 
Estado, su autoridad, el orden público y el principio de legalidad. De aquí 
se estructura el principio según el cual en nuestro régimen de derecho es 
indisponible la legalidad de los actos administrativos. 

Así las cosas los contratos estatales que atenten contra los principios 
atrás mencionados podrían ser demandados en nulidad absoluta por la 
existencia de un objeto ilícito. 

2. La gestión tributaria como objeto contractual 
Respecto a la gestión tributaria como objeto contractual (con todo lo 

que ello puede suponer), es necesario asegurar no solo el respeto de los 
principios atrás mencionados sino también la legalidad en el ejercicio de 
competencias, uno y otro objetivo, a través de la precisión de los conteni-
dos contractuales, pues, en ningún caso, las atribuciones de órganos que 
integran el municipio en materia política y gubernamental son suscepti-
bles de delegarse en los contratistas. 

Así las cosas, si la función de administración tributaria se encuentra 
en cabeza de la entidad territorial exclusivamente, sólo podrá ser objeto 
de contratación la preparación y elaboración de todas las actuaciones 
necesarias para la determinación oficial del tributo, imposición de san-
ciones, discusión y cobro, para la firma del funcionario competente quien 
deberá además llevar a cabo la atención del contribuyente, pues es entre 
la administración del orden territorial y aquel (sujeto pasivo) que se cons-
tituye la relación tributaria. 

3. La tipología del contrato de concesión 
El artículo 32, numeral 4 de la Ley 80 de 1993, establece lo siguiente 

en relación con el Contrato de Concesión: 
4°. Contrato de concesión 
Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales 

con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la presta-
ción, operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de 
un servicio público, o la construcción, explotación o conservación total o 
parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como 
todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o fun-
cionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y 
bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una re-
muneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, 
o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en 
una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra 
modalidad de contraprestación que las partes acuerden. 

El objeto material y la forma de remuneración caracterizan el contrato 
de Concesión. 

Así, conforme el artículo trascrito el objeto material se plasma en un 
servicio público o en una obra pública y en relación con la remuneración 

se ofrecen una serie de posibilidades cuyo rasgo común lo constituye la 
posibilidad de que el concesionario tenga para sí el ingreso que hubiera 
podido percibir la entidad pública concedente de haber acometido ella 
misma el servicio público o la obra pública. 

Sin embargo, por vía de jurisprudencia se ha manifestado la posibi-
lidad de ampliar el objeto del contrato de concesión. En este sentido, 
el Consejo de Estado Sección Tercera en Sentencia de diecinueve (19) 
de junio de mil novecientos noventa y ocho (1998). Radicación número: 
10.217. Consejero Ponente: Ricardo Hoyos Duque. Actor: Alberto Anto-
nio Mendoza Daza. Demandado: Beneficencia del Cesar Lotería la Valle-
nata, manifestó: 

CONTRATO DE CONCESIÓN - Finalidad 
El contrato de concesión no sólo se celebra para la prestación de ser-

vicios públicos sino también para la explotación de bienes o actividades 
que constitucional o legalmente se hayan asignado al Estado o cualquie-
ra de las entidades públicas, porque al fin y al cabo cualquiera que sea su 
naturaleza, siempre tendrá una finalidad de servicio público. Es el caso 
de la explotación de los juegos de suerte y azar y de los licores, que la ley 
reservó a los departamentos en calidad de monopolio y que permite su 
explotación como arbitrio rentístico y fuente de financiación de servicios 
públicos que le son inherentes a la función social del Estado, como lo son 
la salud y la educación respectivamente. 

Por lo anterior puede decirse que la concesión a más de tenerse como 
figura específica para la contratación de la prestación de un servicio pú-
blico o para la realización de una obra con características precisas fren-
te a la remuneración, puede emplearse para conceder a un tercero, y a 
cambio de una remuneración, la explotación de bienes o actividades que 
en principio podría el propio Estado, en cualquiera de sus niveles, explo-
tarlos directamente para sí. 

Ahora bien, si conforme el artículo 313, numeral 3, corresponde a los 
concejos ‘Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tém-
pore precisas funciones de las que corresponden al Concejo’, entonces, 
previo a la celebración del contrato de concesión el representante legal 
de la entidad territorial debe tener dicha autorización, so pena de que del 
contrato se pudiera predicar su nulidad absoluta, lo que para el efecto 
supondría demandar la nulidad absoluta del mismo, teniendo como re-
ferente el inciso 2º, artículo 87 del Código Contencioso Administrativo 
(modificado por el artículo 32, Ley 446 de 1998) e invocando la ausencia 
de competencia para su celebración por parte del alcalde. 

Paralelo a lo anterior, bajo el supuesto de que sí existiera una auto-
rización de una corporación administrativa para celebrar un contrato 
de concesión, pero, pudiera probarse que en realidad no se está en pre-
sencia de un contrato de este tipo sino de cualquier otro (recuérdese la 
descripción que desde el punto de vista de las características del contrato 
de concesión hicimos anteriormente), una entidad territorial bien podría 
solicitar ante la justicia contenciosa administrativa que se declarara tal 
situación, es decir, que no se está en presencia de un contrato de conce-
sión sino de cualquier otro. Ante la prosperidad de la anterior pretensión, 
y bajo el supuesto de que la autorización inicial quedara desvirtuada, a 
su vez, se podría solicitar la declaratoria de nulidad absoluta también por 
falta de competencia para celebrar el contrato que realmente se celebró. 

5. El respeto a los principios del sistema tributario y los que orientan 
la contratación estatal. 

Conforme el artículo 363 de la Constitución Política el sistema tribu-
tario ‘se funda en los principios de equidad, eficiencia y progresividad’. 
(Se resalta). 

Respecto al principio de eficiencia el profesor Lewin Figueroa nos ma-
nifiesta que ‘generalmente se relaciona con el ideal de impuestos que se 
recauden con el menor costo posible, tanto para el Estado como para 
los contribuyentes’2. En este mismo sentido nos expresa que su materia-
lización supone que el costo de administración del tributo no puede ser 
desproporcionado con su producto final. 

Por otra parte y respecto a los principios orientadores de la contra-
tación estatal, vale la pena referirnos al de prevalencia del fin sobre el 
objeto. Conforme enseña el profesor Parra Gutiérrez este principio tiene 
como objetivo que: 
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‘…con los contratos administrativos la satisfacción del interés públi-
co, y si para conseguir estos fines, es necesario adaptar los términos de lo 
pactado, así debe procederse, porque el fin es inalterable. 

El principio de que el contrato es ley para las partes en el derecho 
privado, no prevalece en forma absoluta en el derecho público porque en 
este caso entra el juego el interés general3. 

La existencia dentro de nuestro ordenamiento jurídico de principios 
que orientan sistemas normativos, o áreas específicas del derecho o de 
la función pública, exige su total respeto de parte de quienes ejercen en 
cualquier ámbito competencias estatales. En este sentido, si el ejercicio 
de las competencias estatales ejecutivas se materializa principalmente en 
la expedición de actos o suscripción de contratos, se espera que quien ac-
túa en nombre del Estado atienda los principios mencionados y los vierta 
materialmente actos y contratos que así celebre. 

El referente y seguimiento obligatorio de los principios ha sido trata-
do ampliamente por la Corte Constitucional. En reciente jurisprudencia 
(Sentencia C-563 de 2000) manifestó que los principios constituyen ‘una 
norma jurídica superior de aplicación inmediata, que contiene una base 
axiológica-jurídica de interpretación, cuyo desconocimiento vulnera la 
totalidad del ordenamiento constitucional’. (Se resalta) 

Así las cosas, ante una vulneración del ordenamiento jurídico, por la 
vía de la flagrante violación de principios, consideramos viable una pre-
tensión dirigida a la nulidad de un contrato por esta particular causa. 

Un ejemplo de violación a los principios atrás mencionados podría 
predicarse con la existencia de cláusulas que gobiernan el aspecto remu-
neratorio contractual y que resultan excesivamente onerosas para la en-
tidad contratante o si se quiere, devienen en una ‘privatización indirecta 
del patrimonio publico’. Por supuesto, lo anterior significa que la entidad 
contratante se exija en el aspecto probatorio, en orden a demostrar que 
existe una clara desproporción entre el servicio o bien percibido con la 
remuneración pactada, teniendo como referente, por vía de ejemplo, los 
precios de mercado. 

Y es que respecto a la excesiva onerosidad del contrato, no debe ol-
vidarse que el objeto de la contratación pública no es enriquecer a un 
particular sino la prestación efectiva de los servicios públicos de interés 
general. En este sentido, con el mantenimiento de una situación como la 
analizada se estaría vulnerando además un principio general del derecho 
conforme el cual ‘el interés general prima sobre el interés particular’. 

Transcribimos apartes del Concepto 021765-05: … “(i) El manejo de 
la gestión y administración tributaria a través de contratos de prestación 
de servicios o concesiones se considera inapropiado desde el punto de 
vista institucional y cuestionable desde el punto de vista legal de acuerdo 
con las siguientes consideraciones: 

Se corre el riesgo de una total relajación por parte de la administra-
ción en la gestión tributaria, en el sentido de que con el transcurso del 
tiempo (plazo del contrato), la desconexión de la entidad en el manejo de 
sus impuestos será cada vez mayor, es decir, la gobernabilidad sobre el 
tema tributario tiende a desaparecer. 

En lo que atañe con el aspecto legal y competencial vale la pena hacer 
referencia al reciente pronunciamiento del Consejo de Estado1 en esta 
materia, particularmente en el aspecto relacionado con la legalidad de 
los objetos contractuales: 

Al respecto, la Sala precisa que le asiste razón a la actora, pues el mu-
nicipio delegó la fiscalización tributaria en la firma auditora Consultando 
Ltda., sin tener facultades para ello. 

(...) 
2.2 Ahora bien, si de conformidad con lo prescrito en los artículos 560 

y 688 del Estatuto Tributario, aplicables a los municipios por mandato del 
artículo 66 de la Ley 383 de 1997, es al jefe de la Unidad de Fiscalización 
de la Administración Tributaría a quien corresponde proferir los actos de 
trámite en los procesos de determinación de impuestos, y a los funciona-
rios de esa Unidad, adelantar las actuaciones preparatorias respecto de 
los actos de competencia del jefe del primero. También tienen facultades 
de fiscalización tributaria los jefes de las divisiones y dependencias, así 
como los profesionales de la misma entidad en quienes se deleguen tales 
funciones. Sin embargo, la legislación tributaria no prevé la posibilidad 
de delegar en particulares la facultad de fiscalización y determinación 

de los tributos, y como se sabe, el funcionario público sólo puede hacer 
aquello que la Constitución y la ley le autoricen. (Se resalta). 

Como de acuerdo con las normas citadas, no se puede delegar en los 
particulares la facultad de fiscalización tributaria, resulta ilegal y viola-
toria del debido proceso, y, por lo mismo, constituye motivo de nulidad, 
la delegación de funciones que hizo el municipio de Dosquebradas, en 
cabeza de un tercero. 

El apartado que se resalta nos sirve para manifestar que la ilegalidad 
de los objetos contractuales no sólo alcanza a la producción de actos ad-
ministrativos que dan por terminada una actuación en fiscalización, sino 
también a los de trámite y a los preparatorios. 

En este sentido, so pena de vulnerar las normas que gobiernan la ad-
ministración tributaria e ir en contravía de la doctrina trazada por el 
Consejo de Estado, no podría contratarse un objeto que pudiera materia-
lizarse en la delegación de producción de actos administrativos finales, 
de trámite o preparatorios. En la practica lo que se presenta es una re-
ducción considerable del espectro de los objetos contractuales asociados 
a la administración tributaria, pues, ni si quiera por la vía de la fragmen-
tación de estos será posible evitar tan precisa restricción. 

Ahora bien, en aras de que la administración municipal mantenga co-
nocimiento y control total y permanente sobre el recaudo del impuesto, de 
manera que en cualquier momento pueda asumir de nuevo las funciones 
de sistematización, fiscalización, liquidación, cobro y recuperación de 
cartera sin que esto represente algún traumatismo del proceso, se debe 
tener en cuenta que: 

La administración municipal debe ser la propietaria de la información 
y las bases de datos actualizadas, documentadas y depuradas que el con-
tratista recolecte durante el desarrollo del objeto contractual. De hecho, 
tan serio es este aspecto, que no es susceptible de negociarse, pues la 
información que recopila el contratista la obtiene sólo porque actúa como 
una especie de extensión de la administración quien es la que puede co-
nocer de los datos que el contribuyente informa en su declaración. Así el 
deber de confidencialidad del contratista se impone durante la ejecución 
del contrato, y una vez vencido el plazo debe retornar dicha información 
al municipio, pues no se entiende como aquel puede, terminado el objeto 
contractual, seguir disponiendo de la información. 

Así mismo, debe asegurarse que se convenga la entrega e ilustración 
diaria de todo informe detallado de las actuaciones realizadas tendientes 
a la fiscalización, administración y cobro del impuesto así como de la 
recuperación de cartera. 

A propósito del manejo presupuestal, debe tenerse presente que: 
No existe fundamento legal alguno y como consecuencia es ilegal la 

imposición al contribuyente del pago de una suma de dinero por concepto 
de sistematización o liquidación o como quiera llamársele con el objeto 
de remunerar al contratista. Una disposición como la anterior puede re-
vertir en solicitudes masivas de devolución con la consecuente afectación 
patrimonial y deslegitimización de la relación administración-contribu-
yente. 

En aplicación de la norma orgánica del presupuesto, cualquier remu-
neración al contratista pasa por la incorporación del ingreso a la entidad 
territorial, y sólo a partir de ese momento surge la posibilidad de realizar 
el gasto por la remuneración del servicio prestado, incorporándolo tam-
bién en el presupuesto de la entidad. 

En todo caso, la remuneración al contratista por concepto de un con-
trato de esta índole debe ser considerado como gasto de funcionamiento, 
toda vez que tiene por objeto atender las necesidades de los órganos para 
cumplir a cabalidad con las funciones asignadas en la Constitución y la 
ley; independientemente de que en desarrollo del objeto contractual el 
contratista tenga que hacer inversiones….” 

Así, las entidades territoriales deben acatar las prohibiciones contenidas 
en el Estatuto Tributario en cuanto a mantener la reserva de la información 
tributaria y en cuanto a la imposibilidad de permitir que la fiscalización y 
determinación de los tributos se haga por parte de los particulares.

A continuación transcribimos el texto aprobado en Comisión Tercera el 
día 14 de junio de 2006.
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TEXTO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 287 DE 2006  
CAMARA

Aprobado en primer debate por la Comisión Tercera Constitucional 
Permanente de la honorable Cámara de Representantes en sesión 

del día miércoles 14 junio de 2006, por la cual se prohíbe  
que las entidades territoriales entreguen, a título de concesión  

o a cualquier título, el recaudo y gestión de los diferentes  
tributos a empresas particulares y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Prohibición de entregar a particulares el recaudo y ges-
tión de tributos. No se podrá celebrar contrato alguno, en donde las enti-
dades territoriales entreguen a particulares el recaudo o administración de 
sus tributos, salvo los convenios celebrados con las entidades financieras 
vigiladas por la Superintendencia Financiera para recibir el pago de los 
mismos, retenciones, anticipos, sanciones e intereses. Las entidades que 
a la fecha de expedición de esta ley los tengan suscritos deberán proceder 
a su revisión y a poner en conocimiento de las autoridades competentes y 
a los organismos de control el posible detrimento patrimonial que se haya 
causado.

Las entidades de control (Procuraduría General de la Nación, Contralo-
ría General de la República) a la fecha de expedición de esta ley deberán 
de oficio revisar los contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por 
las entidades territoriales.

Parágrafo. Las entidades públicas solo pueden hacer contratos con par-
ticulares para recuperación de la cartera morosa superior a un año.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Proposición
Con las anteriores consideraciones proponemos a la plenaria de la Cá-

mara de Representantes dar segundo debate y aprobar el Proyecto de ley 
número 287 de 2006 Cámara, por la cual se prohíbe que las entidades 
territoriales entreguen, a título de concesión o a cualquier título, el recau-
do y gestión de los diferentes tributos a empresas particulares y se dictan 
otras disposiciones.

Cordialmente,
Santiago Castro Gómez, Orlando Montoya Toro, Coordinadores Po-

nentes; Héctor Javier Osorio B., Carlos A. Zuluaga Díaz, Ponentes.
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE  

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 287 DE 2006 CAMARA
por la cual se prohíbe que las entidades territoriales entreguen, a título 
de concesión o a cualquier título, el recaudo y gestión de los diferentes 

tributos a empresas particulares y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Prohibición de entregar a particulares el recaudo y ges-

tión de tributos. No se podrá celebrar contrato alguno, en donde las enti-
dades territoriales entreguen a particulares el recaudo o administración de 
sus tributos, salvo los convenios celebrados con las entidades financieras 
vigiladas por la Superintendencia Financiera para recibir el pago de los 
mismos, retenciones, anticipos, sanciones e intereses. Las entidades que 
a la fecha de expedición de esta ley los tengan suscritos deberán proceder 
a su revisión y a poner en conocimiento de las autoridades competentes y 
a los organismos de control el posible detrimento patrimonial que se haya 
causado.

Las entidades de control (Procuraduría General de la Nación, Contralo-
ría General de la República) a la fecha de expedición de esta ley deberán 
de oficio revisar los contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por 
las entidades territoriales.

Parágrafo. Las entidades públicas solo pueden hacer contratos con par-
ticulares para recuperación de la cartera morosa superior a un año.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Lo anterior para que dicho proyecto siga su curso reglamentario en la 
Plenaria de la honorable Cámara de Representantes.

Santiago Castro Gómez, Orlando Montoya Toro, Coordinadores Po-
nentes; Héctor Javier Osorio B., Carlos A. Zuluaga Díaz, Ponentes.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 256 de 2005 CAMARA

por medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997 modificada  
por la Ley 902 de 2004.

Doctor
BERNARDO MIGUEL ELIAS VIDAL
Presidente
Comisión Tercera 
Cámara de Representantes  
Ciudad 
Señor Presidente: 
Dando cumplimiento al encargo hecho por la Presidencia de la Comi-

sión Tercera, procedemos a rendir ponencia para segundo debate al Pro-
yecto de Ley número 256 de 2005 Cámara “por medio de la cual se adi-
ciona la Ley 388 de 1997 modificada por la Ley 902 de 2004, el cual fue 
presentado por el honorable Representante Germán Varón a consideración 
del Congreso de la República.

El mencionado Proyecto de ley, pretende adicionar un parágrafo al ar-
tículo 15 de la Ley 388 de 1997, considerando dentro de los servicios de 
alto impacto, los relacionados con actividades de alojamiento por horas, 
prestados por los hostales, hosterías, apartahoteles o similares.

ANTECEDENTES
En el mes de junio se rindió ponencia favorable en primer debate al 

presente Proyecto de ley, con un pliego de modificaciones para subsanar 
los posibles vicios de inconstitucionalidad en los que estaría incurriendo 
el mismo. Se eliminó del texto del artículo 1° el parágrafo transitorio y el 
artículo 2° en su totalidad.

Así mismo, se modificó el párrafo del artículo 1°, eliminando de este, 
el siguiente texto: “…, para su funcionamiento, los prestadores de estos 
servicios deberán estar inscritos en el Registro Nacional de Turismo, 
de conformidad con las disposiciones previstas en la Ley 300 de 1996, 
o normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan y estarán sujetos 
a las sanciones previstas en los artículos 71 y 72 de la misma ley. La 
relocalización de estos servicios, donde sea necesario, se cumplirá de 
conformidad con las prescripciones del artículo 4° del Decreto Nacional 
4002 de 2004…”.

Con los anteriores cambios fue necesario reformular el título del Pro-
yecto de ley, puesto que no se estaría modificando el artículo 82 de la Ley 
300 de 1993, excluyendo esta parte del título, quedando de la siguiente 
manera: Proyecto de ley número 256 de 2005 Cámara “por medio de la 
cual se adiciona la Ley 388 de 1997 modificada por la Ley 902 de 2004”.

CONSIDERACIONES
Los hostales y hosterías están clasificados según la normatividad para 

uso, como establecimientos comerciales de venta de servicios turísticos, 
agencias de viajes, hoteleros y de alimentos (como restaurantes).

Algunos usos, pese a que no demandan grandes instalaciones u ofertan 
determinados bienes y servicios, son restringidos en razón de su impacto, 
porque requiere de una localización y condiciones especiales. Son ellos, 
los griles, casas de juego de azar, galleras, campos de tejo, moteles y si-
milares.

Por eso, con una licencia para destinarse como hostal, evidentemen-
te no podrá funcionar como motel (residencia), pues resulta contrario al 
orden jurídico y principalmente al interés de la comunidad afectada con 
tales establecimientos que deben estar en zonas especiales y no en secto-
res residenciales.

La comunidad tiene derecho a que las construcciones y desarrollos se 
realicen de manera armónica y ofreciendo a sus habitantes el mejoramien-
to de su calidad de vida. Cuando no se hacen respetando las disposiciones 
jurídicas, de manera ordenada, se viola un derecho colectivo. Por eso las 
autoridades deben velar por que las construcciones se realicen según la 
licencia y que el uso se ajuste a las reglas. 

Bajo la licencia de construcción, los Curadores Urbanos han dado vida 
al establecimiento de hostales en zonas residenciales, que a la postre ter-
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minan funcionando como moteles, uso no autorizado en estas zonas por 
las normas urbanísticas ya que son considerados como servicios de alto 
impacto. 

El tema se ha salido de las manos de las autoridades y es necesario 
que el legislador intervenga para la solución de esta problemática, puesto 
que la construcción indiscriminada de hostales se ha convertido en un 
problema no sólo en la ciudad de Bogotá sino en todas las ciudades del 
país, afectando la convivencia y la paz de las zonas residenciales donde se 
establecen, puesto que ejercen actividades de alto impacto, en la medida 
en que desbordando los límites de uso autorizado en la respectiva licencia, 
desarrollan actividades de alojamiento por horas propias de los denomi-
nados moteles.

Resulta paradójico que se otorguen licencias de construcción para ofre-
cer servicios hoteleros, en lugares donde existe una mínima afluencia de 
turistas y no se cuenta con atractivos para los visitantes, más aun, los 
supuestos hostales se encuentran alejados de los atractivos turísticos, las 
construcciones no tienen una gran recepción para que descansen y deam-
bulen los turistas por el lobby, no hay las salas típicas de estos lugares 
(incluida la de Internet), y su alquiler no se da por días, sino por horas.

Tan solo en Bogotá, de acuerdo a un estudio realizado por la Persone-
ría de 600 establecimientos de alojamiento u hospedaje, únicamente 10 
están inscritos en el Registro Nacional de Turismo y 80 tienen licencia de 
construcción para ese uso; es decir, 510 establecimientos de alojamiento u 
hospedaje (moteles) funcionan prácticamente en la ilegalidad. 

Si bien es cierto que la problemática del funcionamiento de estable-
cimientos de comercio que causan un impacto negativo a nivel social, 
económico o ambiental, es un asunto de vigilancia y control que le co-
rresponde ejercer a los distintos funcionarios de policía, una vez entran 
en funcionamiento luego de otorgada la licencia de construcción, la géne-
sis del asunto descansa en las normas urbanísticas que permiten, bajo el 
criterio de usos complementarios o compatibles con un uso principal, el 
desarrollo de actividades comerciales de impacto negativo (venta de licor, 
drogas ilícitas, prostitución, etc.), en lugares residenciales. 

Ante esta situación el legislador no puede hacer caso omiso al cla-
mor ciudadano que manifiesta su rechazo ante la proliferación de sistemas 
de alojamiento denominados hostales que por su informalidad se prestan 
para ser la fachada de moteles, que los vecinos rechazan porque invaden 
el ámbito en el que se desenvuelven sus relaciones familiares. 

De conformidad con las anteriores consideraciones se propone désele 
segundo  debate al Proyecto de ley número 256 de 2005 Cámara, por 
medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997 modificada por la Ley 
902 de 2004”. 

Atentamente,
Fernando Tamayo Tamayo, Oscar Lizcano Arango, Rodrigo Roncallo 

Fandiño, Simón Gaviria Muñoz, Felipe Orozco Vivas, Representantes Po-
nentes.

PROYECTO DE LEY NUMERO 256 DE 2005 CAMARA
por medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997 modificada  

por la Ley 902 de 2004.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Adicionase con un nuevo parágrafo el artículo 15 de la Ley 

388 de 1997 adicionada por la Ley 902 de 2004.
Parágrafo 3°. Para efectos de lo previsto en el parágrafo anterior, los 

servicios de alojamiento por horas como hostales, hosterías, apartahoteles 
o similares son considerados igualmente actividades de alto impacto. 

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 

Atentamente,
Fernando Tamayo Tamayo, Oscar Lizcano Arango, Rodrigo Roncallo 

Fandiño,  Simón Gaviria Muñoz, Felipe Orozco Vivas, Representantes 
Ponentes.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO  
DE LEY NUMERO 256 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997, modificada  
por la Ley 902 de 2004 y se modifica el artículo 82 de la Ley 600  

de 1993.
Bogotá, D. C.,  septiembre 29 de 2006
Doctor
ALFREDO CUELLO  BAUTE
Presidente
Cámara de Representantes 
Bogotá, D. C.
En atención a la designación que nos fuera hecha por la Mesa Directiva 

de la  Comisión Tercera Permanente de Cámara y dando cumplimiento al 
término establecido en el artículo 174 de la Ley 5ª de 1992, nos permiti-
mos presentar Ponencia para segundo debate en la sesión plenaria de la 
Cámara de Representantes, al Proyecto de ley número 256 de 2005 Cáma-
ra, por medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997, modificada por 
la Ley 902 de 2004 y se modifica el artículo 82 de la Ley 600 de 1993, en 
los siguiente términos:

1. Antecedentes del proyecto 
El Proyecto de ley 256 de 2005 Cámara, de autoría del Representante 

Germán Varón Cotrino, fue presentado el 22 de diciembre de 2005 ante 
la Secretaría General de la Cámara de Representantes y publicado en la 
Gaceta del Congreso del 6 de enero de 2006.

Como Ponentes para primer debate fueron designados los Represen-
tantes Fernando Tamayo Tamayo, Germán Viana Guerrero, Sergio Diaz-
granados, Oscar Darío Pérez y Rafael Amador Campos. Y para segundo 
debate los Representantes Oscar Mauricio Lizcano, Rodrigo Roncallo 
Fandiño, Felipe Fabián Orozco, el suscrito y el Representante Fernando 
Tamayo  Tamayo como Ponente Coordinador.

El 14 de junio de 2006 fue aprobado en primer debate el Proyecto de 
ley de conformidad con el pliego de modificaciones presentado con la 
ponencia favorable, así: 

Se eliminó el parágrafo transitorio del artículo 1º y el artículo 2º en su 
totalidad. 

Se modificó el nuevo parágrafo 3º contenido en el artículo 1º, elimi-
nando el siguiente texto:

“para su funcionamiento, los prestadores de estos servicios deberán 
estar inscritos en el Registro Nacional de Turismo, de conformidad con 
las disposiciones previstas en la Ley 300 de 1996, o normas que la modifi-
quen, adicionen o sustituyan y estarán sujetos a las sanciones previstas en 
los artículos 71 y 72 de la misma ley. La relocalización de estos servicios, 
donde sea necesaria, se cumplirá de conformidad con las prescripciones 
del artículo 4º del Decreto Nacional 4002 de 2004”.

En consecuencia fue modificado el título del proyecto de ley eliminan-
do del título el siguiente texto:  “y se modifica el artículo 82 de la Ley 600 
de 1993”.

2. Análisis del proyecto de ley
El proyecto de ley objeto de estudio, propone adicionar un parágrafo 

nuevo al artículo 15  de la Ley 388 de 1997, asignando a los servicios de 
alojamiento por horas como hostales, hosterías, apartahoteles o similares 
la categoría de actividades de alto impacto.

Al respecto vale decir, que la proliferación de moteles y hostales en 
zonas residenciales, que se ha producido principalmente en la ciudad de 
Bogotá, obedece fundamentalmente a la ausencia  de  control  de  la  nor-
ma  urbanística,  labor  que  para  el caso del Distrito Capital –según lo 
establecido en el Decreto-ley 1421 de 1993 o Estatuto Orgánico de Bo-
gotá– reposa en los Alcaldes Locales, quienes son los llamados a vigilar 
el cumplimiento de las normas vigentes sobre desarrollo urbano y uso del 
suelo. De hecho, cuando se le da al suelo un uso diferente al autorizado, 
sencillamente se incurre en una infracción urbanística y es de aclarar que 
esta situación ya se encuentra prevista en la Ley 810 de 2003, caso en el 
cual procede la imposición de una multa, así:

“Artículo 2°. El artículo 104 de la Ley 388 de 1997 quedará así:
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Artículo 104. Sanciones urbanísticas. El artículo 66 de la Ley 9ª de 
1989 quedará así:

Las infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las san-
ciones a los responsables que a continuación se determina, por parte de 
los alcaldes municipales y distritales, el gobernador del departamento 
de San Andrés y Providencia o el funcionario que reciba la delegación, 
quienes las graduarán de acuerdo con la gravedad y magnitud de la in-
fracción y la reiteración o reincidencia en la falta, si tales conductas se 
presentaren:

(...).
4. Multas sucesivas que oscilan entre ocho (8) y quince (15) salarios 

mínimos legales diarios vigentes por metro cuadrado de intervención 
sobre el suelo o por metros cuadrados de construcción según sea el caso, 
sin que en ningún caso la multa supere los doscientos (200) salarios mí-
nimos legales vigentes para quienes parcelen, urbanicen o construyan en 
terrenos aptos para estas actuaciones en contravención a lo preceptuado 
en la licencia, o cuando esta haya caducado, y la suspensión de servicios 
públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 
1994.

En la misma sanción incurrirán quienes usen o destinen un inmue-
ble a un uso diferente al señalado en la licencia, o contraviniendo las 
normas urbanísticas sobre usos específicos del suelo.

En el caso de establecimientos comerciales que no cumplan con las 
normas referentes a usos del suelo se aplicarán, en lo pertinente, los pro-
cedimientos y las sanciones previstas para este tipo de infracciones en 
la Ley 232 de 1995 o en aquellas normas que la adicionen, modifiquen o 
complementen.” –negrilla y subraya fuera de cita–.

Es así como las autoridades municipales y distritales deben garantizar 
a los ciudadanos una organización urbana coherente con la normatividad 
vigente y con lo dispuesto en los Planes de Ordenamiento Territorial y 
los instrumentos de gestión urbana que lo reglamentan como son las Uni-
dades de Planeamiento Zonal que para el caso de la capital, valga decir 
no han sido expedidas en su totalidad, situación propicia para que algu-
nos Curadores Urbanos amparados por el Acuerdo 6 de 1990 y no por la 
U.P.Z. correspondiente hayan expedido licencias para hostales y similares 
en sectores mayormente residenciales.

En tal sentido, no es precisamente a través de este Proyecto de ley, 
que se pueda garantizar la cesación de una situación nociva para algunos 
sectores residenciales fundamentalmente en la ciudad de Bogotá, por el 
contrario, puede suceder que al tratar de solucionar así un fenómeno local, 
generado por la falta de gestión de los autoridades locales competentes, 
se produzca un efecto perverso en uno de los renglones de la economía 
nacional. 

Sobre el particular, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial manifestó entre otras cosas, la siguiente:

• La iniciativa legislativa, como se encuentra concebida, tiende a ser 
localista y sugiere la solución de un conflicto particular y concreto, sien-
do contrario a los principios generales de derecho que establecen que la 
ley debe ser general, abstracta e impersonal…”�. 

De otra parte los servicios de alto impacto enunciados en el parágrafo 
segundo de la Ley 388 de 1997, fueron reglamentados a su vez mediante 
el Decreto  Nacional 4002 de 2004 que los define como cualquier clase 

1	 Oficio 1000-2-36833 de abril 27 de 2006, con comentarios al Proyecto de ley 256 
de 2005 Cámara, suscrito por la señora Ministra del Medio Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, doctora. Sandra Suárez.

de actividad de explotación o comercio del sexo, realizados en casas de 
lenocinio, prostíbulos o establecimientos similares,  independientemente 
de la denominación que adopten.

En tal sentido no comparto el efecto que puede producir a nivel nacio-
nal, declarar la totalidad de servicios de alojamiento como hostales, hos-
terías, apartahoteles o similares, ofrecidos en todo el país, como servicios 
de alto impacto, presumiendo que en todos ellos se ejercen actividades de 
explotación o comercio del sexo, dicha situación no se compadece con el 
enorme esfuerzo que el sector hotelero ha tenido que emprender para po-
sicionar sus servicios en desarrollo del derecho al trabajo, a la propiedad 
privada y a la libertad de empresa a lo largo del territorio nacional. 

3. Proposición
Con fundamento en las razones de inconveniencia expuestas, me per-

mito rendir Ponencia Negativa y en consecuencia solicitarle a la Plena-
ria de la honorable Cámara de Representantes Ordenar el Archivo del 
Proyecto de ley número 256 de 2005 Cámara, por medio de la cual se 
adiciona la Ley 388 de 1997 modificada por la Ley 902 de 2004.

Del señor Presidente, 
Simón Gaviria Muñoz,

Ponente.
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